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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 22ª y 23ª, ordinarias, en 1 y 2 de junio del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que facilita la constitución y el funcionamiento de nuevas empresas (boletín N° 6.981-03).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que prestó su aprobación al proyecto que modifica la ley N° 20.087 introduciendo adecuaciones procesales al Libro V del Código del Trabajo (boletín N° 6.470-13) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su opinión acerca del proyecto, iniciado en moción del Senador señor Navarro, que aplica la Ley del Consumidor a la calidad de la construcción (boletín N° 6.911-14), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero envía copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2° de la ley N° 20.033, que modifica el Cuadro Anexo, referido a la nómina de exenciones al impuesto territorial de la ley N° 17.235.



Con el cuarto remite copia autorizada de la sentencia recaída en la solicitud formulada para que se decrete la inconstitucionalidad del Movimiento Patria Nueva Sociedad.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



De la Contraloría General de la República, con el que envía la cuenta pública de esa Institución correspondiente al año 2009.



--Queda a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de las Comisiones de Economía y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.915-19) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y establece normas transitorias para enfrentar la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.917-21) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Sabag, en primer trámite constitucional, que obliga a individualizar en la escritura de compraventa a las personas naturales propietarias de la empresa inmobiliaria (boletín N° 6.905-14) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.



De la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio con que Su Excelencia el Presidente de la República requiere el acuerdo del Senado para nombrar integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez, hasta el 19 de julio de 2013, en reemplazo de doña María Luisa Brahm Barril (boletín N° S 1.247-05) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para la tabla de esta sesión, por acuerdo de Comités adoptado en sesión del martes 8 de junio.

Moción



De los Senadores señores Coloma, Chadwick y Longueira, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que incluye las operaciones de paz en el orden internacional entre las funciones de las Fuerzas Armadas (boletín N° 6.984-02) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señora Rincón y señores Larraín, Andrés Zaldívar, Coloma y Ruiz-Esquide, con el que solicitan crear el Servicio de Salud del Maule Sur y efectuar inversiones para la transformación de los hospitales de Linares y San Javier (boletín N° S 1.253-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables señores Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Tuma e Ignacio Walker, acerca del apoyo del Senado a las iniciativas sobre conservación de las ballenas y a las propuestas acordadas por el Grupo de Buenos Aires (boletín N° S 1.254-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, se acaba de dar cuenta del informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura recaído en el proyecto que les permite a los pescadores artesanales remplazar sus botes o naves, sobre todo los que resultaron damnificados por el tsunami y el terremoto. 



Esa iniciativa hace también un ajuste técnico con respecto a las toneladas de registro grueso, acordado sobre la base de un informe de la Armada, para mejorar la seguridad de navegación de esos pescadores.



Por tales razones, solicito que, hallándose el informe a disposición de los señores Senadores, se discuta en general el referido proyecto en esta sesión, con el fin de, tras un plazo breve para presentar indicaciones, ir cuanto antes en ayuda de los numerosos pescadores artesanales damnificados.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Resolveremos sobre el particular luego de que intervenga el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Hablaré acerca de otra materia, señor Presidente.



El último punto de la Cuenta se refiere a un proyecto de acuerdo mediante el cual se plantea el apoyo del Senado a las iniciativas sobre conservación de ballenas y a las propuestas acordadas por el Grupo de Buenos Aires, que dice relación a la Conferencia de la Comisión Ballenera Internacional.



La idea es reafirmar la posición de Chile y oponerse a la postura de los países balleneros, que desean dejar sin efecto la moratoria existente.



Ahora bien, como firmamos el proyecto de acuerdo los cinco miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores, más el colega Girardi, queremos que lo vote la Sala en vez de que sea devuelto a sus patrocinantes. Ello, para que quede en tabla y se someta directamente al pronunciamiento de la Sala, pues, en la práctica -reitero-, lo propuso dicho órgano técnico.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En ese caso, señor Senador, queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.



En cuanto a la petición del Honorable señor Horvath, debo hacer presente que la única dificultad para tratar hoy el proyecto ya individualizado reside en que se acaba de dar cuenta del informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Empero, si nadie se opone, procederemos en la forma planteada por Su Señoría. 



Acordado. 

V. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE DOÑA MARÍA LORETO LIRA COMO INTEGRANTE DEL CONSEJO DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme a lo acordado por los Comités en sesión de ayer, corresponde ocuparse en el oficio mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para nombrar integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez, hasta el 19 de julio de 2013.

--Los antecedentes sobre el oficio (S 1247-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 18ª, en 12 de mayo de 2010.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 26ª, en 9 de junio de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo señala que en 2007 se nombró consejera de la Alta Dirección Pública, por un período de seis años, a la señora María Luisa Brahm Barril, quien el 23 de abril del año en curso renunció a su cargo, motivo por el cual corresponde nombrar un nuevo consejero en su reemplazo. Agrega que la proposición recae en la economista y académica doña María Loreto Lira Domínguez.



La Comisión de Hacienda recibió en audiencia a la señora Lira, quien se refirió en esa instancia a sus actividades académicas y profesionales, manifestando además que el Sistema de Alta Dirección Pública es una de las reformas más trascendentes en el proceso de modernización del Estado.



La Comisión informante, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Lagos), concordó en que en la designación pertinente se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.



Corresponde tener presente que para otorgar el acuerdo del Senado se requieren 25 votos conformes.



Cabe recordar que la solicitud en comento cuenta con la urgencia que establece el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política, que vence el próximo viernes, 11 de junio; es decir, en dos días más.



Por último, es del caso tener presente que los Comités acordaron, en sesión de ayer, votar la solicitud en esta sesión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Procederemos, entonces, a votar la proposición  mediante la cual el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para nombrar a la señora María Loreto Lira Domínguez integrante del Consejo de Alta Dirección Pública.



En votación la...

El señor LETELIER.- Perdón, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que, como frente a cualquier asunto, uno puede debatir antes de la votación. Es decir, debe haber discusión previa.

El señor CHADWICK.- Se vota nomás.

El señor WALKER (don Patricio).- Así es.

El señor LETELIER.- No. Me van a disculpar, colegas, pero estoy planteando un punto reglamentario previo. 



Me gustaría primero saber cuál es la norma reglamentaria, para, a partir de ello, emitir después una opinión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Su Señoría podrá hacer uso de los minutos que le corresponden, pues primero vamos a debatir, y luego, a votar.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero saber si estamos en la votación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No. Y vamos a corregir el procedimiento. 



Todos sabemos, señor Senador, que es posible discutir sobre este asunto.  Y usted tiene pleno derecho a opinar.



Por lo tanto, pongo en debate la proposición formulada por el Presidente de la República.



Advierto, sí, que debemos votar hoy, por acuerdo de Comités.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no tengo sobre la señora María Loreto Lira Domínguez mayores antecedentes que los que se nos han entregado.



Entiendo que, implícitamente, aquí existe un acuerdo político en el sentido de, en esencia, respetar ciertos equilibrios políticos en un cuerpo colegiado de número par, donde hay una cantidad de personas cercanas a la Alianza y otro grupo cercano a la Concertación.

La señora ALLENDE.- Cuoteo.

El señor LETELIER.- Es lo que algunos llaman “cuoteo” y que tanto reprueban en otros espacios.



Pero, más allá de aquello, nuestra duda dice relación a para qué sirve la Alta Dirección Pública después de lo que hemos constatado.



Cuando se creó ese Sistema, durante el Gobierno del Presidente Lagos, a iniciativa particular del Senador Longueira y de otros distinguidos colegas de la Cámara Alta, se entendió que deseábamos avanzar en la profesionalización del servicio público y no -al menos yo nunca lo entendí así al votarse- que en cada cambio de Gobierno se les pidiera el cargo a todas las personas nombradas por la Alta Dirección Pública, para buscar cambio de signo político. Precisamente, el sentido del acuerdo era retirar de la designación política del Gobierno de turno a quienes ocuparan cargos tras una selección hecha por aquella.



A ello se han sumado otras instituciones que se han ido proponiendo. Y por ello hay un debate más bien de fondo sobre la reorganización de esta institucionalidad, donde se desea incorporar a entes que hoy no son parte formal de los servicios que deben estar sometidos a un procedimiento de calificación, selección y designación.



Por tanto, mi primer punto dice relación a cómo vamos a entender la institucionalidad en comento, que hoy ha vivido un proceso tras el cual se les ha pedido la renuncia a algunas personas. 



Existió una situación muy bullada -hay que señalarlo- en el caso del Director Ejecutivo del FOSIS, señor Juan Pablo Coloma, en que se defendió justamente el principio legal de evaluar antes de destituir; de no exonerar por consideraciones políticas, sino por razones de desempeño.



Porque, al menos -me consta-, en la Región que represento existen directores de hospital que nunca han sido de la Concertación y nunca lo serán y han ejercido su empleo con excelencia. Es el caso de la directora del hospital de San Fernando. Se trata de personas que han ido ganando cargos y no siempre toman opciones políticas. 



Entonces, señor Presidente, hay aquí un primer punto que quiero plantear y que para mí no es baladí: qué sentido tiene contar con un servicio de funcionarios públicos en que se rompió el consenso que yo entendí que existía. Otros dirán, con cierta mueca, que juzgué mal el consenso.



Pero quiero decir de buena fe lo que yo entendí que era la Alta Dirección Pública cuando la promovió, entre otros, el Senador Longueira: que iba a haber un sistema donde se desplazaba a ciertas personas de las designaciones políticas del Gobierno de turno y se iba a efectuar un proceso de profesionalización. Interpreté que la idea era evitar el cuoteo y la sobrepolitización de ciertas funciones públicas. Pero, por lo que ha ocurrido en el curso del tiempo, o comprendí mal u otros han estado operando bajo un espíritu distinto.



A lo anterior se suman las declaraciones de un distinguido Senador que nos acompaña en el Hemiciclo -quizás he malentendido sus conceptos, y, si es así, le ofrezco mis disculpas-, quien puede hacer la aclaración y rectificación necesarias. En un momento, el Honorable colega con quien representamos a la misma Región emitió algunas opiniones acerca de los que calificó de “operadores políticos”, justo después de la elección.

El señor CHADWICK.- ¡Si no existen...!

El señor LETELIER.- Siempre me ha parecido muy legítimo que los militantes de una colectividad cumplan sus funciones partidarias, sean de la Concertación, del Partido Socialista, de la Unión Demócrata Independiente. Al aludir Su Señoría a gente que trabajó en campañas, se generó una polémica en la Región.



Pero ello fue muy diferente de lo que otro señor Senador opinó en días recientes, según lo que apareció en la prensa, en el sentido de que es preciso cambiar no solo a las personas que se desempeñan en ciertos cargos directivos que la ley establece como de confianza del Primer Mandatario y que no forman parte de la Alta Dirección Pública, sino también a todas aquellas que no compartan el programa de Gobierno. En consecuencia, por momentos me asalta la duda respecto de cuál es nuestro concepto de funcionario, de carrera en la Administración Pública.



Es efectivo, señor Presidente, que aquí a veces se hace referencia a los cargos a contrata y a honorarios. Estoy seguro de que ahora, cuando mis Honorables colegas que ayer fueron la Oposición y hoy son Gobierno se enfrenten a su Ministro de Hacienda, van a entender que la discusión no radica en la defensa o no de la estabilidad laboral, sino que se halla pendiente un debate -deberemos abordarlo en algún momento- acerca del Estatuto Administrativo.



Mas lo cierto es que, cuando aquí nos invitan a nombrar a alguien para ejercer una función en un Servicio, no tengo claro, en el caso de llegarse a un consenso, si se respetará la designación relacionada con la Alta Dirección Pública, independiente del Gobierno de turno.



Y un distinguido señor Senador, muy cercano al Primer Mandatario, ha declarado muchas veces que no solo se deben revisar los cargos de confianza, sino que también es preciso echar de su trabajo a todos los funcionarios que no comparten el programa del Presidente Piñera.



En términos de intención, señor Presidente, me he sentido inclinado a pedir segunda discusión del proyecto o aplazamiento de la votación. La cuestión relevante es saber si existe la voluntad de llevar a cabo un debate profundo acerca del sentido de la designación de la señora María Loreto Lira, contra quien no tengo nada. Me interesa un asunto más de fondo, cual es la política de Estado que queremos respecto de los funcionarios públicos nombrados en estos cargos a través de un procedimiento muy caro -algunos dicen que el proceso de selección para bastantes de ellos cuesta entre 12 y 15 millones de pesos, por la evaluación, la gran cantidad de postulantes, etcétera- y si en algún momento vamos a tomar la decisión de respetar a la gente por sus méritos, con prescindencia de su color político o sus opciones en otros planos.



En ese sentido, no me siento en condiciones de votar ahora a favor, no por la persona, sino por creer que se registra un quiebre en el consenso político acerca de lo que son la Alta Dirección Pública y el respeto por la carrera funcionaria.



No podría volver después a la Región que represento ni hablar con los trabajadores del Ministerio de Salud, o del Ministerio de Educación, o del Ministerio de Justicia, o del SENAME, donde se han llevado a cabo despidos masivos. Ello ha incluido hasta choferes y porteros, quienes no tienen nada que ver con el debate político, habiéndose cometido un abuso contra un derecho básico, justo después del de la vida, como es el de trabajar para sustentarse la persona y su familia.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en esta materia se aplican distintos modelos.



Por ejemplo, en Inglaterra existe un Servicio Civil en el cual el nombramiento no corresponde a los políticos del momento y la remoción obedece a una lógica totalmente interna, sencillamente sobre la base del mérito o de lo que se supone que lo constituye. En ello no intervienen -repito- las autoridades políticas. Y se entiende perfectamente bien, cuando media un cambio de Gobierno, que el personal debe modificar su actuación de acuerdo a lo que dicta la política del nuevo.



En Chile regía un sistema bastante distinto, conforme al cual se nombraba a cualquiera, tuviera o no la competencia correspondiente. Y todas las designaciones eran políticas. 



Ahora, entre un modelo y otro existen muchos “grises”. Aquel por el cual optamos es intermedio. Claramente, no es el neozelandés, ni el de algunas partes de Canadá, ni el de Inglaterra. En el que escogimos y sobre el cual legislamos, la Alta Dirección Pública constituye un filtro, básicamente.



Lo que no se quiere, por ejemplo, es que una periodista llegue a ser la jefa de la ONEMI. En ese caso, fue evidente que la persona carecía de las competencias necesarias.



Repito que la idea, entonces, es que opere un filtro para asegurar que los elegidos cuenten al menos con las habilidades requeridas por el cargo. Pero tanto el nombramiento como la remoción siguen siendo políticos. De hecho, el Subsecretario de la Cartera respectiva opta entre tres o cinco nombres que se someten a su consideración. Y si no le gusta ninguno, puede designar un suplente y pedir una nueva quina o lista, tantas veces como quiera. Ello es algo que debatimos acá.


 
En realidad, el sistema no me gusta mucho. Prefiero un modelo como el inglés. Sin embargo, según la ley vigente, es la autoridad política la que nombra y la que puede pedir la renuncia, considerándose una indemnización.



Podemos debatir en el futuro el cambio de la norma legal y un acercamiento a un modelo más parecido al del Servicio Civil existente en Inglaterra, para lo cual la Senadora que habla, al menos, estaría dispuesta, mas debe tenerse claro que en este momento las designaciones se hacen, legalmente, de otra manera.



Ahora, también podríamos determinar distintos modelos según los servicios. Por ejemplo, la Tesorería General de la República es muy diferente del INDAP. A quién le cabe duda de que este último cumple un rol político, más allá del aspecto agrícola. Pero la Tesorería no tendría por qué servir para lo mismo. Y tampoco el Servicio de Impuestos Internos. En el INDAP, entonces, el rol político podría encontrarse a cargo de un consejo como el del Banco Central, pero la ejecución de las tareas correspondería estrictamente a técnicos.



Por eso, en el futuro deberemos definir, en el fondo, qué queremos. Pero deseo consignar que, cuando se discutió el tema, decidimos consagrar en la ley aquello que nos pareció conveniente, en orden a que tanto los nombramientos como las remociones son netamente políticos y la Alta Dirección Pública constituye, básicamente, un filtro para evitar la llegada a un puesto de alguien sin las competencias necesarias. No se trata más que de eso. Ello ha significado ya un tremendo avance, a mi juicio, pues supone que quien asume un cargo determinado al menos cuenta con la preparación requerida.



Como es obvio, se pueden cometer equivocaciones y nombrarse a alguien cuyo currículum permite concluir que reúne la competencia suficiente, pero que después, en la práctica, se desempeña pésimo.



Insisto, sin embargo, en que se trató de un progreso importante, y probablemente ha llegado el momento de dar un segundo paso, y, a lo mejor, hasta un tercero. Tal vez debiéramos llegar a una Alta Dirección Pública pensada para el segundo y el tercer niveles de la línea de mando. A lo mejor, respecto de algunos servicios deberían corresponderle los nombramientos en forma directa y no al Subsecretario, a fin de evitar totalmente el factor político.



Porque, además, se da un choque de competencias, señor Presidente, Por ejemplo, se supone que la Alta Dirección Pública debe ponerles ciertas metas a las personas que se nombran, pero, al final, la que realmente las fija es la Dirección de Presupuestos. Y las que establece la Alta Dirección Pública no tienen ninguna validez, porque, en realidad, los bonos se dan por el cumplimiento de las otras.



Entonces, se plantea una serie de materias que deberíamos debatir en el futuro. 



Pero quiero contestarle, por su intermedio, señor Presidente, al Senador que me precedió en el uso de la palabra que el esquema actual -nos guste o no, queramos o no cambiarlo- es de designación política y de remoción por motivos políticos. Eso es lo que consagra hoy día la ley.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Honorable señor Letelier ha manifestado su intención de pedir segunda discusión.



Ello no es posible, primero, porque un acuerdo unánime de Comités dispuso la votación en esta oportunidad.



En segundo término, debemos pronunciarnos en un plazo de treinta días, conforme al número 5) del artículo 53 de la Constitución, plazo que vence el próximo viernes. 



Las únicas alternativas son votar a favor, en contra o abstenerse.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo referirme a lo que ha expresado aquí mi Honorable colega Letelier, porque me parece muy bueno sostener este debate. De hecho, tiempo atrás lo realizamos con motivo de una sesión especial sobre la Alta Dirección Pública.



Observo una situación que encuentro bastante controvertida o curiosa, porque la gente que apoyó en forma mayoritaria a Sebastián Piñera, en particular en Regiones, afirma -es lo que nos dice permanentemente a los parlamentarios de la Alianza- que siguen gobernando los mismos en la inmensa mayoría de los servicios públicos y que se mantienen en sus puestos muchos operadores políticos y personas que incluso se burlan, desde cargos del sistema de Alta Dirección Pública, por el hecho de que no ha pasado absolutamente nada con relación al cambio que esperaban en el funcionamiento del Estado.



Entonces, por un lado, la Concertación expresa que se habrían dispuesto muchos despidos, y por el otro, gente que nos apoya, de la Coalición por el Cambio, asevera que no se registran variaciones y que Piñera gobierna en La Moneda, pero en el resto del país lo siguen haciendo los operadores políticos y quienes fueron enquistados en el aparato del Estado con el objeto de favorecer a la Concertación. Y este es un tira y afloja de un lado para otro.



Quiero decir más, señor Presidente.



Tengo aquí un montón de declaraciones realizadas a lo largo de los últimos años, en las cuales los propios parlamentarios de la Concertación acusan a sus compañeros de lista en elecciones argumentando que los operadores políticos enquistados en organismos estatales ayudan al otro candidato de su coalición política, quien les resulta contrario. Son imputaciones de democratacristianos en contra del PPD, de integrantes del PPD respecto del Partido Socialista, y viceversa. Ello pasaba en muchas Regiones.



Se trata de expresiones que datan de la época en que competían Ignacio Walker, Jaime Naranjo, Alex Figueroa, Ricardo Cifuentes, Aníbal Pérez. Se incluyen algunas de Jaime Mulet respecto de Francisco Vidal, etcétera. 



El propio Senador señor Camilo Escalona señaló en una oportunidad: “Ahora entiendo a la UDI. Sé lo que es hacer campaña con el Gobierno en contra”. ¿A qué se refería? Al uso del aparato del Estado en beneficio de una candidatura.



En consecuencia, señor Presidente, cabe preguntarse qué está ocurriendo en la realidad y qué está haciendo la Administración de Sebastián Piñera.



En primer lugar, se presenta la situación de los operadores políticos enquistados en el servicio público, a quienes denuncian los propios funcionarios, muchos de ellos de la Concertación -porque son de carrera-, que dan cuenta de numerosos casos en que han sido sacados de sus puestos y relegados a labores secundarias. Y piden que esos elementos, a contrata o a honorarios, terminen su trabajo, porque no lo efectúan y realizan labores de proselitismo que los perjudican. 



Por lo tanto, cuando un Gobierno detecta a alguien puesto para favorecer el clientelismo de un parlamentario o un dirigente, debe hacer lo correcto. La persona no debe seguir cumpliendo esa tarea. Ello es preciso decirlo, señor Presidente, sin ningún tipo de complejos, porque es gente que nunca debió estar en el servicio público.



Un segundo grupo lo forman los que llevan a cabo funciones de cargos directivos en instituciones importantes. Es absolutamente legítimo y lícito que, en ese caso, un nuevo Gobierno designe a quienes comparten su programa. Y a lo que apunta la Alta Dirección Pública es a que esas personas exhiban la idoneidad y competencia necesarias para hacer bien su cometido. Ello obliga a que mañana cualquier Primer Mandatario, si quiere reemplazar al Director del Servicio de Salud, por ejemplo, llame a un concurso para que quienes postulen y sean elegidos reúnan los méritos, conocimientos y capacidades suficientes. Eso pasa en cualquier democracia en el mundo.



En seguida, señor Presidente, si durante los últimos años ha habido un Gobierno respetuoso de los funcionarios públicos, que son el grueso y cumplen labores técnicas, es el de Sebastián Piñera. Podrá contarse con los dedos de la mano al personal de planta removido por alguna circunstancia. ¡Si la inmensa mayoría de las gobernaciones mantienen la misma dotación! ¡La inmensa mayoría de los servicios públicos en agricultura, salud, vivienda, etcétera, siguen con las mismas personas y se ha respetado absolutamente su carrera profesional y funcionaria! Entonces, es necesario decir las cosas en esta materia intentando ser lo más preciso posible.



Respecto de los operadores políticos, sean de donde sean, soy partidario de que salgan del aparato del Estado. Porque su actuación no corresponde, pero los ponen y siempre humillan y proceden en desmedro del funcionario público.



En cuanto a los cargos de alta dirección, de liderazgo de instituciones, es evidente que el Gobierno tiene todo el derecho a intentar que la persona sea alguien que comparta su programa y su proyecto. Sería completamente absurdo y ridículo que no procediera en esa forma, porque el Presidente de la República va a ser juzgado, al término de su mandato, en cuanto a si fue o no capaz de cumplir sus planteamientos. Y no es pecado, ni aquí ni en ninguna parte del mundo, que en esos puestos sean nombrados quienes se sienten interpretados y cómodos con el programa que la Administración va a llevar adelante en las distintas áreas. 



Con relación al grueso de los funcionarios públicos, que son la inmensa mayoría, siempre hemos reiterado que no somos partidarios del cuoteo, el cual no corresponde, y que se les mantenga en sus cargos. Más allá de lo que en forma legítima puedan pensar desde el punto de vista político-partidista, deben permanecer si son buenos elementos. Y el Gobierno ha aplicado ese criterio en prácticamente todos los casos. Lo ha hecho siempre.



Sobre el particular, los señores Senadores pueden recorrer las Regiones y las distintas instituciones públicas. Las conversaciones que sostenemos entre nosotros dicen relación a que vamos a esas entidades y encontramos que los mismos que tenemos identificados como operadores políticos siguen ejerciendo sus puestos exactamente igual. Tales operadores políticos muestran una falta de respeto enorme hacia el Presidente de la República.



Entonces, señor Presidente, aquí no hay ninguna razia. Por el contrario, existe un respeto cabal por los funcionarios públicos.



Pero el Gobierno tiene todo el derecho del mundo de sacar a quienes denunciamos por años y estuvieron enquistados malamente en el servicio público, al que nunca debieron pertenecer. 



También le asiste todo el derecho, como corresponde, a pedir la renuncia, en los cargos de los principales servicios e instituciones públicas, que son los encargados de llevar adelante el Programa de Gobierno, a las personas que se hallen cumpliendo funciones y no compartan dicho Programa. Para llenar la vacante respectiva, el Ejecutivo llamará a concurso -así debe procederse y así se ha hecho-; se presentarán los interesados, y el Consejo de la Alta Dirección Pública, órgano pluralista elegido en parte por el Senado, determinará quiénes son los más eficientes.



Y hago una última consideración, con el mayor respeto hacia mis colegas de las bancas de enfrente: el gran culpable de lo que ocurre en la Administración Pública es la Concertación, porque terminó manoseándola.



En las Regiones, las disputas era por ver quién ocupaba determinado puesto: si alguien del PPD, de la DC o del Partido Socialista; o quién operaba políticamente en favor de un parlamentario o de un candidato que lo desafiaba.



¡La propia Concertación fue destruyendo el concepto de servicio público, lo que finalmente provocó que la ciudadanía la castigara y le hiciera perder la elección presidencial! ¡Esa es la verdad!



Me parece muy bien que los Diputados fiscalicen y que ustedes denuncien si existen abusos. Siempre en un Gobierno hay gente que puede cometerlos.



De hecho, personas de la Concertación se han acercado a mí y me han dicho: “Tengo temor de perder mi cargo, porque aquí se ha dado una situación incomprensible”. Muchas veces he pasado la información a quien corresponde, y cuando se me pregunta, señalo: “Este es un buen funcionario; hace bien su trabajo; tiene todo el derecho del mundo a seguir en su puesto. Por tanto, qué importa si votó por la Concertación”.



Esos son, señor Presidente, los principios por los cuales el Gobierno de Sebastián Piñera siempre dijo que se iba a guiar. 



Los operadores políticos no pueden permanecer en el servicio público. Pero los funcionarios deben estar tranquilos, porque sus cargos se respetarán. Y si se produce algún error, es bueno que se denuncie. Porque siempre se pueden cometer equivocaciones. Quien sostenga lo contrario es de una soberbia infinita.



Respecto a los cargos de directores de servicios o de instituciones vitales, resulta absolutamente legítimo -porque la ley lo autoriza- que el Presidente de la República le pida a un jefe la renuncia por no contar con su confianza. La diferencia radica en que, en vez de designar al reemplazante por cuoteo político como se hacía antes, debe llamarse a un concurso -obviamente, entre tanto habrá que nombrar a un funcionario interino-, que ha de realizarse en el plazo de un año, a fin de llenar la vacante con una persona que pase todos los filtros que exige la Alta Dirección Pública.



En consecuencia, señor Presidente, creo que mientras antes terminemos la integración del Consejo de la Alta Dirección Pública, mejor, porque ello será garantía para todos.



Entiendo que las reuniones de aquel órgano son públicas. Por ende, se puede saber muy bien con qué criterios se actúa. Y la Oposición tiene el deber de fiscalizar si las nominaciones se efectúan conforme a los propósitos por los cuales se dictó la ley pertinente.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero establecer que discrepo completamente de la descalificación que hizo la Senadora Matthei en cuanto a la profesión de periodista.



El Consejo de la Alta Dirección Pública existe precisamente para determinar criterios, y contrata personal especializado al objeto de llevar a cabo la selección de las personas.



En ningún lugar está consignado algún tipo de discriminación por ejercer determinada profesión. Puede que cierto cargo exija, como caso particular, el tener una u otra.



¡Me parecería el colmo que a todas las discriminaciones y los abusos que se cometen en nuestra sociedad agregáramos ahora “la condición de periodista”!



Pero eso no es lo más grave, señor Presidente. Lo más grave es lo que acaba de señalar el Senador Espina, a cuyas declaraciones me voy a referir solo desde el punto de vista constitucional, porque desde la perspectiva moral me resultan completamente inaceptables.



Sus palabras son enteramente inconstitucionales. Ninguna norma establece que es válido lo que ha señalado acá. Y repite la declaración textual que yo critiqué ayer en mi intervención.



Dice el Senador Espina: “plantearé acelerar el proceso de cambio de funcionarios” -“funcionarios”; no se está hablando de “jefes de servicio”- “que son operadores políticos de la Concertación o que no comparten el programa de gobierno del Presidente”.



Eso es, señor Presidente, la reiteración del odioso, discriminador y abusivo contenido de la expresión original del artículo 8º de la Constitución de 1980, que fue derogado en 1989 gracias al acuerdo constitucional que hizo posible la transición democrática en nuestro país.



¡Es un criterio, un espíritu francamente cavernario: la exclusión de funcionarios públicos por no compartir el Programa del Gobierno de turno!



Luchamos muchos años por la democracia precisamente para que ese criterio sectario, agresivo no existiera. Y fue erradicado de la Carta Fundamental. Se lo recuerdo al Honorable Senador Espina. 



Lamento profundamente que haya repetido aquí aquella declaración, que he vuelto a leer textualmente. Pensé que, como a todos nos ocurre, podía adolecer de una imperfección al calor de una improvisación. Pero, por desgracia, la larguísima explicación que el Honorable Espina ha dado acá sobre ese criterio viene a confirmar que, desafortunadamente, es lo que piensa.



El artículo 6º de la Constitución dice:



“Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional de la República.



“Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo.



“La infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la ley.”.



Y luego el artículo 7º confirma el anterior al señalar:



“Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes.



“Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale.”.



Ningún proyecto ha propuesto incorporar a nuestra normativa constitucional y legal la expresión “operador político” y fijar las sanciones respectivas, en correspondencia a ello. 



Esto ya no es simplemente un abuso del lenguaje, señor Presidente: es haber establecido, con el uso reiterado y persistente en el tiempo, un término que posibilita la acción abusiva de un poder contra una persona. 



Luego, cuando se habla de que un funcionario público, para seguir siéndolo, debe compartir el Programa del Gobierno de turno, lo que se está haciendo es violar en forma explícita los artículos 6º, 7º y 8º de la Constitución Política de la República.



En consecuencia, lo que ocurre en este momento en la Cámara de Diputados tiene directa relación con el problema sobre el que estamos conversando acá. No se trata de la mala voluntad de los funcionarios del Ministerio de Educación. El punto radica en que, desafortunadamente, hay personas que han sido ganadas por este criterio.



Y lo que más lamento es el abuso que hace el Honorable Espina de su relación con el Presidente de la República.



¡Por qué el Honorable Espina sustenta su argumentación en esa relación personal! ¡Por qué no tiene el coraje político de hacerse él responsable de lo que está diciendo! ¡Por qué debe comprometer al Jefe del Estado para justificar la aberración que viene a argumentar aquí!



Dice de manera muy liviana: “Son 500 funcionarios”. ¡Si pueden ser 5, 10 ó 1.000! ¡El problema no es el número de funcionarios, sino el abuso que se comete!



Lo que concordamos el año 2003, por la unanimidad de ambas Cámaras del Congreso Nacional, en el acuerdo político que, entre otros, suscribió el Senador Longueira, como Presidente de la UDI, y que yo me honro de haber firmado también, como Presidente del Partido Socialista, fue precisamente poner término a tales prácticas, a tales conductas sectarias, inconstitucionales e ilegales.



No existe ninguna disposición que permita simplemente expulsar de su trabajo a una persona por ponérsele el mote de “operador político”. Y si el Honorable Espina, como hombre de Derecho que dice ser, pretende llevar a la práctica esa conducta, pues bien, que proponga un proyecto de ley y que se discuta aquí qué significa ser “operador político”. Debatamos la iniciativa que así lo califique, de manera que esto no quede únicamente al arbitrio de la autoridad de turno para que pueda actuar contra funcionarios que no tienen posibilidad de defenderse frente al abuso del poder!



Les causa risa mi argumentación a algunos Honorables. Creo que eso revela el grado de respeto que tienen por la opinión ajena y por los derechos de trabajadores que no se pueden defender, quienes ahora están en las tribunas de la Cámara de Diputados reclamando contra el Ministro Joaquín Lavín, persona a la que yo respeto muy profundamente desde el punto de vista intelectual, por lo cual lamento que su firma esté detrás del despido de más de 500 funcionarios. Lo lamento de veras, porque no ignoro que Joaquín Lavín es la figura de mayor valoración pública del Gobierno actual; que mañana podría ser candidato presidencial, e incluso, que podría ganar una próxima elección presidencial.



En definitiva, me preocupa la situación. Estamos hablando de problemas muy serios.



Si suscribimos el compromiso de no andar persiguiendo funcionarios públicos, ¡cumplámoslo, pues! ¡Yo exijo que se cumpla!



Señor Presidente, me llegó un e-mail de una persona a la que no conozco. Se trata de Amalia Núñez, funcionaria del Ministerio de Educación perteneciente a la Dirección Provincial Santiago Norte. A ella simplemente se la expulsó de sus funciones sin explicación de motivos, pese a no concurrir en su caso ninguna de las causales por las que se expulsó a funcionarios en esa Secretaría de Estado y a que su calificación era de excelencia.



¿Qué responsabilidad tiene la señora Núñez en los abusos de poder de la autoridad? ¿Por qué esa funcionaria debe pagar la presión que ejercen hoy los partidos Gobierno porque quienes fueron sus adeptos o quienes votaron por la Alianza quieren ocupar un puesto en la Administración Pública?



El ejercicio del gobierno es para toda la nación, no solo para los adeptos. Una coalición llega a gobernar con el propósito de dirigir los destinos del país, no para conseguirles un empleo a quienes votaron por ella. 



Aquí hay un problema muy profundo de conceptos, del sentido de la vocación de servicio, de la ética del servicio público.



Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda yo voté a favor de la nominación de la señora María Loreto Lira. Creo que habría sido caer en lo mismo que criticamos haberle regateado nuestro respaldo. 



Escuchamos allí sus planteamientos. Me pareció una persona seria. Cuenta con un currículum que la avala. Y hubiese sido un abuso de nuestra parte pretender postergar su designación. 



Ella no tiene responsabilidad en la materia que discutimos. Es simpatizante del Gobierno que encabeza Sebastián Piñera -por cierto, no lo ha ocultado- y pertenece al mismo signo político de la persona a la que reemplaza: la señora Brahm. Pienso que buscará cumplir las funciones del Consejo de la Alta Dirección Pública de acuerdo a lo que la ley dispone. De manera que no había ninguna razón para que entorpeciéramos su nombramiento.



Pero aquí el problema es otro, señor Presidente: querer establecer en Chile un nuevo tipo de discriminación. 



¡Sobre aquel al que le peguen el timbre de “operador político” caerá el abuso de la autoridad! ¡Pobre de aquel sobre el cual caiga esta pena! ¡Pobre del funcionario que cometa la osadía de manifestar algún tipo de simpatía política en el servicio donde se desempeña! ¡Y pobre de aquel que no haya compartido el programa de Gobierno, porque, de acuerdo a las declaraciones textuales del Honorable Espina, prontamente será cesado en sus funciones para que su lugar sea ocupado por una persona afín al Régimen de turno!



¡Si ese es el criterio, señor Presidente, será bastante triste el futuro de la Administración Pública en Chile!



Por eso, he considerado mi responsabilidad plantear este problema de fondo. 



En su momento, todos concurrimos al acuerdo pertinente y todos lo aplaudimos. 



¡En él, Honorable Espina, está la firma del Presidente de la República, Sebastián Piñera, quien en ese entonces era Presidente del Partido Renovación Nacional!



Así que le ruego que no abuse de la amistad que pueda tener con el Primer Mandatario y que no se escude en ella para aquí, en el Congreso, y en declaraciones públicas, promover un neomacartismo: la aplicación de una especie de nuevo artículo 8° de la Constitución que exonere a funcionarios públicos que no compartan sus ideas. 



¡Sepa que en eso usted va a quedar como una profunda minoría en el país y será repudiado por la masa de los funcionarios públicos en Chile!



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, tratándose de algo tan importante como lo es la Administración Pública, quiero invitar a los colegas Senadores a tratar de elevar la mirada, en un horizonte más amplio, de mediano y largo plazos, con un sentido de Estado, estratégico.



Desgraciadamente -hay que reconocerlo-, la coyuntura no ayuda a tener esa visión elevada, de largo aliento y con visión de Estado.



Hoy en la mañana estuvimos en la Comisión de Educación expresándole al Ministro Joaquín Lavín nuestra preocupación por los 466 despidos efectuados en estos dos meses, lo que corresponde a casi el 10 por ciento del total de funcionarios de su Cartera, que asciende a más de 4 mil 900 personas.



Obviamente, uno no puede prescindir de los climas subjetivos que crean tales coyunturas.



La ANEF habla de mil quinientos despidos.



Hace poco supimos de despidos en el SENAME, y hoy, en el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.



Entonces, ¿cómo hacer, sin que nos sea indiferente esta coyuntura -porque no puede serlo-, para intentar esa mirada de mediano y largo plazos, con sentido de Estado, en materia de Administración Pública?



Partamos por una afirmación: no seguir estigmatizando y caricaturizando a los funcionarios públicos de Chile. 



La inmensa mayoría de ellos cumple una labor bastante anónima, a veces muy rutinaria, mal pagada, pero con gran dedicación y con un sistema que, comparativamente, prestigia a nuestro país. 



Sin embargo, por desgracia, colega Espina, su insistencia y la de otros Senadores y dirigentes políticos de seguir estigmatizando, caricaturizando, descalificando, generalizando y utilizando respecto de esos funcionarios el epíteto de “operadores políticos”, como si la Administración Pública chilena hubiese estado capturada en estos 20 años por ese tipo de personas -lo que no es efectivo-, no contribuye a crear el clima que requiere no solo este pronunciamiento del Senado, sino algo más de fondo: la profesionalización del trabajador público. 



Señor Presidente, es evidente que una mirada de más largo plazo, de Estado, acerca de lo que hemos realizado desde 2003 a esta parte, nos llevaría a considerar como un avance importante que en esta clase de cargos de confianza política se aplique un filtro técnico-profesional por parte de la Alta Dirección Pública. ¡Quién podría negarlo!



Hay que hacer un reconocimiento al ex Presidente Lagos, al entonces Ministro Insulza y al Senador Longueira por el acuerdo logrado en 2003, en una coyuntura muy crítica -tal vez tanto como la actual-, pues posibilitó dar un paso adelante al permitirnos contar, durante siete años, con un sistema que, aunque imperfecto, sin duda es más ventajoso que el existente hasta ese momento. 



Sin embargo, creo que llegó la hora de dar otro paso, cualitativamente distinto, en dirección a la profesionalización de la Administración Pública. 



Hace 10 días, con los Senadores señora Alvear y señores Lagos, Longueira y García -o sea, de Gobierno y de Oposición o de uno y otro color político- formulamos en La Moneda una proposición a los Ministros señores Larraín y Larroulet para que el Sistema de Alta Dirección Pública, como parte de nuestra aspiración, fuese estimado -después de cumplida una etapa importante y de haber representado un avance significativo en estos siete años- como una transición hacia lo que debe realizar nuestro país: avanzar definitivamente en la instauración de lo que se conoce en otras naciones como el servicio civil (civil service); es decir, una especie de superior dirección, capaz de profesionalizar el Servicio Público a todo nivel; de disminuir de manera drástica toda discrecionalidad; de eliminar cualquier arbitrariedad, con el objeto de que las plazas disponibles, incluyendo las de los altos cargos de esa Dirección y de la Administración Pública, sean concursables y, sobre la base del mérito personal, se ingrese a la función pública en general y se ocupen los altos cargos directivos, en particular. 



Pero lo que no podemos hacer en este momento es dejar acéfalo el Consejo de la Alta Dirección Pública, que debe ser un orgullo para Chile en el contexto iberoamericano. 



Si uno entra a Google y busca “Alta Dirección Pública Chile”, en la primera página se señala: “El proceso iniciado por Chile es uno de los más ambiciosos de Iberoamérica y sigue la experiencia de otros países del mundo, los mismos que hoy han logrado estadios de desarrollo económico y social superiores al nuestro, como Nueva Zelanda y Australia.”. 



Y al principio del párrafo se dice lo siguiente de la Alta Dirección Pública: “Es un sistema creado para profesionalizar los altos cargos del Estado. Se trata que las más altas responsabilidades sean ejercidas por personas competentes e idóneas, elegidas mediante concursos públicos y transparentes.”.



En eso estamos. No perdamos la perspectiva. 



Es cierto -insisto- que esta coyuntura política lo contamina todo. Y no puede ser de otra manera. Porque mientras aquí discutimos una proposición para integrar dicho Consejo, en la Cámara de Diputados se debate el asunto más tangible de la coyuntura que estamos viviendo. 



Por lo tanto, pido que seamos cuidadosos en el lenguaje, que respetemos a los funcionarios públicos, que dejemos de estigmatizar, de descalificar, y que elevemos nuestra mirada. 



Ojalá todo el Parlamento, con sus integrantes de Derecha y de Izquierda, sea capaz de comprometerse a avanzar hacia un nuevo estadio de profesionalización de la Administración Pública. 



Tuvimos una buena acogida de los Ministros Larroulet y Larraín. Pero por desgracia a nivel sectorial, en distintos Ministerios, en diferentes servicios, mientras aquí debatimos, se siguen produciendo despidos, lo cual obviamente no contribuye al clima que hemos tratado de crear. 



Cuando pasamos de la dictadura a la democracia el año 1990, prácticamente no hubo despidos. Por supuesto, se nombraron ministros, subsecretarios, jefes de servicios, seremis, intendentes, gobernadores. Sin embargo, no hubo despidos masivos ni razias, aun cuando se trataba de una modificación en el régimen político, pues pasábamos de la dictadura a la democracia. 



Anteayer estuve con José Pablo Arellano, Director de Presupuestos en ese entonces, quien al asumir no cambió a la secretaria, ni al auxiliar, ni al chofer, ni a nadie. 



Hemos ido profesionalizando muchos servicios: Impuestos Internos, Aduanas, entre tantos otros. Por cierto pudo haber habido alguna excepción por aquí o por allá. Es probable que una coalición que estuvo 20 años en el Gobierno nombrara a personas en cargos a honorarios o a contrata por su color político. 



No obstante, ¿a qué deberíamos aspirar todos en nuestro país? A una verdadera profesionalización de la Administración Pública, sin perder de vista el importante, cualitativo, pero transitorio paso que hemos dado respecto de la Alta Dirección Pública, que supervigila los cargos de confianza política, pero con el filtro técnico-profesional necesario. 



Y en ese camino, con una nueva mirada, no podemos dejar acéfalo el Consejo de la Alta Dirección Pública. 



Por lo tanto, junto con anunciar mi voto favorable, invito a los colegas Senadores a no extraviar la nueva perspectiva antes aludida y a transformar el asunto en una política de Estado y no de trinchera ni de área chica, sin que influya esa coyuntura tan desfavorable. 

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de continuar el debate, quiero saludar a una delegación de la Escuela de Periodismo de la Universidad de La Serena, integrada por alumnos de último año, que se encuentra presente en las tribunas.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, después de la instalación del Gobierno del señor Piñera, hemos sostenido debates bastante agresivos en el Senado respecto de materias que tradicionalmente no los suscitaban; y, como he señalado en varias de mis intervenciones, en muchas de ellas hemos rebajado el nivel de la discusión. 



Por eso, en esta oportunidad, quiero resaltar la disposición de la Concertación para mantener el gran acuerdo político que posibilitó en nuestro país la instauración de la Alta Dirección Pública. 



El segundo semestre del año 2002 fui invitado por el CEP, junto con el Ministro del Interior de esa época, a comentar un libro sobre modernización del Estado, el cual, en uno de sus capítulos, trataba, precisamente, la Alta Dirección Pública, la experiencia de muchas naciones que la habían implementado y el éxito obtenido. 



Recuerdo haber comenzado mis palabras señalando que tenía la más plena convicción de que en el país nunca se produciría consenso ni capacidad política para instalar un sistema como ese. Pero, al año siguiente, en un acto notable -a mi juicio-, Chile fue capaz de llegar a un gran acuerdo político para crear la Alta Dirección Pública. 



Por eso quiero valorar lo logrado ahora, porque la Concertación tiene mayoría en esta Corporación. 



Sin embargo, el Consejo de Alta Dirección Pública fue diseñado precisamente para garantizar los equilibrios políticos. Porque si en él no están representadas todas las sensibilidades políticas -tal vez eso sea más importante en esta institución que en muchas otras-, las personas no tendrán confianza para postular y menos si, en determinado momento, en aquel impera una mayoría política. Si todos sus miembros son parte de ella, es evidente que los interesados no querrán integrarse a tal sistema. 



Eso es muy trascendente, pues acordamos que el Consejo estuviera integrado por cinco miembros; cuatro de ellos en calidad de consejeros, renovados por parejas alternadamente cada tres años, designados a propuesta del Presidente de la República y ratificados por el Senado, por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio. 



Siempre he sido partidario de la Alta Dirección Pública, pues su  sistema, muy parecido al binominal, nos obliga a llegar a acuerdos. Aunque algunos han motejado esto como cuoteo político y que todo se halla previamente acordado. Pero es así. 



Todos nos sentimos hoy día muy orgullosos de la Corte Suprema, del Consejo del Banco Central y de muchos otros organismos que son parte de la República y de nuestra institucionalidad, por contar con funcionarios de nivel y calidad.



Si hay algo que diferencia a Chile del resto de las naciones latinoamericanas es tener instituciones sólidas, que son garantes de la certeza jurídica, de la Constitución de la República, de impartir justicia y de un Banco Central autónomo. Yo pienso que este es el país que hemos ido construyendo todos, y del cual nos sentimos orgullosos.



En aquellas instituciones que he mencionado, respecto de las que como Senadores nos corresponde cierto pronunciamiento al escoger a sus autoridades, en la inmensa mayoría de los casos no conocemos al postulante propuesto. Pero si hay algo de lo cual hemos sido testigos es que, independiente de las sensibilidades que correspondan, se ha tratado de personas del mayor nivel en sus profesiones y actividades, como ha ocurrido con quienes ingresaron a la Corte Suprema o fueron nombrados en el Banco Central o en el Tribunal Constitucional. Es la mejor gente de la Oposición y la mejor gente nuestra.



Creo que todo esto ha sido extraordinario para el país.



En el Consejo de la Alta Dirección Pública es donde tal vez tenemos que cuidar esas sensibilidades, porque de no existir estaríamos destruyendo el sistema. Por eso establecimos nombrar -como ya señalé- a dos de sus miembros en dupla, con un quórum alto y que al Director Nacional del Servicio Civil lo proponga el Presidente de la República.



Por lo tanto, mediante un ejercicio de matemática simple, cualquier persona entiende que los Gobiernos de turno tienen mayoría en tal Consejo. Y es razonable que sea así.



Si todos cuidamos este sistema y elegimos a personas  competentes, vamos a ir avanzando en la profesionalización de nuestra Administración Pública.



Como dije en la sesión especial que tuvimos sobre la materia hace algunas semanas, a diferencia de una visión apocalíptica que algunos mostraron, estimo que el poner a prueba el sistema después de un cambio de Gobierno ha sido muy exitoso.



A nosotros nos pasa que, muchas veces, cuando nos solicitan nombres para ciertos cargos, nos cuesta conseguir gente, porque no nos hemos dado cuenta de cómo se ha ido elevando el nivel de exigencias. Hemos propuesto a personas, pero a los dos días nos llaman para informar que no clasifican, porque los requisitos de nombramiento han cambiado.



Por lo tanto, se ha avanzado. Por eso, adhiero a las expresiones del Honorable señor Walker, en el sentido de considerar esto una coyuntura para ver de qué manera perfeccionamos el sistema. Y así, hace algunos días, un grupo de Senadores tuvimos una reunión con los Ministros correspondientes, para determinar cómo profundizar en el asunto.



Me alegra enormemente que hoy, cuando tenemos que votar excepcionalmente -no una dupla, donde, a veces, es más fácil el consenso-, la Concertación cumpla su palabra. Está respetando a una persona, que ha ocupado una función importante en la Administración Pública, como es María Luisa Brahm. Ella deja su cargo, aunque debió haberlo hecho antes. Y lo digo con mucha franqueza. Por eso suscribí una moción de la Senadora señora Alvear que establece una incompatibilidad, de modo que una persona, de cualquier Gobierno, que sea nombrada en otro cargo tiene automáticamente que renunciar al Consejo.



Se está nombrando ahora a alguien a quien no conozco. Se ha dicho aquí que posee la misma sensibilidad de quien estamos reemplazando. Si bien fue un lujo tener a María Luisa Brahm en el Consejo, también lo será, según los antecedentes que tenemos a la vista, la señora María Loreto Lira Domínguez. Basta leer el informe para sostener que ella reúne todos los requisitos profesionales y académicos para integrar dicho organismo.



Por todo esto, agradezco que estemos pensando en Chile. Creo que con nuestro pronunciamiento y la votación favorable de la Concertación, estamos respetando algo fundamental, a pesar de la coyuntura que aquí se ha mencionado. Si eso tiene mayor valor, lo recogemos. Pero como estamos pensando en el país, me congratulo enormemente que se respete el equilibrio en una institución en donde es más trascendental la existencia de las diferentes sensibilidades de nuestra sociedad, permitiendo que a aquella puedan postular con toda tranquilidad quienes son parte del Gobierno o se sienten interpretados por él, y también los que no sean afines.



No es casualidad que tengamos hoy una Ministra del Trabajo que, precisamente, postuló a un cargo a través del sistema de la Alta Dirección Pública durante el Gobierno anterior, y  fue elegida gerenta del Metro. Era del mundo privado y hoy día es Secretaria de Estado.



Eso es lo que necesitamos en Chile, dando pasos para avanzar en la profesionalización de la Administración Pública. Con ello, en primer lugar, habrá una mejor administración del Estado y, también, un mayor respeto para los funcionarios públicos del país. A mi juicio, es lo que deseamos todos los Senadores.



Por lo tanto, voto con gusto a favor de la persona propuesta, porque con ello se respeta la palabra y se cuida una institución que es fruto de un gran acuerdo de todos los partidos políticos representados en esta Corporación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, intervengo, en primer lugar, para responder a ciertas observaciones de las bancas de Gobierno respecto a que nosotros hacemos una oposición obstructiva y que no respetamos nuestros acuerdos, según se ha sostenido en la prensa en el último tiempo.



En virtud de las mismas cosas manifestadas por algunos señores Senadores, he decidido votar por la señora María Loreto Lira. Eso es lo que yo entiendo como parte de nuestro compromiso. No la conozco, pero he leído sus antecedentes y he preguntado como lo hago siempre. Y voy a pronunciarme a favor, porque así entiendo los acuerdos que adoptamos.



Pero también deseo referirme a algunos puntos específicos para dejar en claro por qué quiero participar en este debate que no esperaba, pues  supuse que íbamos a hacer el nombramiento, y punto. 



Pero me parece bueno que así suceda, porque en la sesión especial que tuvimos sobre la Alta Dirección Pública, algunas cosas no fueron precisadas. Y todavía seguimos interpretándolas.



Señor Presidente, lamento profundamente -en especial por venir de alguien que estimamos mucho en su condición personal e intelectual, como es el Senador señor Espina Otero- que se haya caracterizado de determinada manera a ciertas personas, a las cuales ni siquiera conoce. Hablar de que todos son operadores políticos no corresponde. Uno ha visto a funcionarios públicos que han trabajado por 20 años y que la Concertación mantuvo en sus cargos pese a provenir del régimen anterior.



Como nunca hay claridad en cuanto a quién despidió a más o menos gente, voy a pedir que, en mi nombre, se solicite al Gobierno que informe cuántos son los funcionarios a los cuales se les ha pedido el cargo en los primeros 77 días de mandato, y también, si es posible, que nos dé el número de personas que a partir de marzo del año 1990 se expulsaron de la Administración Pública en los primeros 77 días del Presidente Aylwin.



Eso me parece extraordinariamente importante, para saber con qué cifras estamos trabajando. Porque aquí “nos echamos por encima tantos muertos” que no sabemos de qué se trata.



Segundo: quiero hacer una observación general -y la formulo con mucho aprecio-, pues de lo contrario tendremos alegatos de modo permanente. 



Se dice “Por qué nos reclaman por algo que ustedes hicieron igual”.



Como argumento, evidentemente, eso es fantástico. Pero, entonces, ¿para qué dijeron que iban a gobernar de otra forma? Porque, para hacer lo mismo que consideran malo, ¡mejor nos hubieran dejado a nosotros...! Además, lo bueno lo hacen mal, y lo malo, bien. 



¡Esto es un desastre para el país!



Lo tercero es muy simple. El Sistema de Alta Dirección Pública significó un avance -comparto lo expresado por mi estimado colega Longueira-, y fue largamente discutido. Yo abrigaba serias reservas acerca de cómo iba a resultar.



Sin embargo, el espíritu del acuerdo que tomamos en aquella oportunidad, para los efectos que las bancadas de enfrente han señalado, era claro: la modificación implicaba que la persona que asumía el cargo -lo dije en mi intervención del otro día, que figura en la Versión Oficial- a través de la Alta Dirección Pública no quedaba sujeta a la voluntad del Ejecutivo. Y fui contrario a que se dispusiera que, en caso de que el funcionario tuviera que abandonarlo antes de los tres años, pudiera pagársele una especie de compensación por el tiempo faltante.



La idea era que no fuese así. ¿Qué sentido tendría hacerlo -ello significaría tener otro sector dependiente del Gobierno-, salvo que (la ley es explícita) el titular se desempeñara mal o hubiera sido encontrado en falta o acusado de adquirir compromisos equivocados en su cometido?



Tal fue el espíritu de la ley, cualquiera que sea el modo de ver el texto.



En ese entendido, hemos denunciado que el Sistema de Alta Dirección Pública prácticamente perdió su sentido original. Y yo me quejo de manera formal de que se está tratando de tergiversar la buena discusión que tuvimos en aquel momento.



En seguida, quiero precisar algunas cosas.



Todos comprendemos que en un nuevo Gobierno debe haber gente que dirija las políticas públicas conforme al pensamiento de sus autoridades. Eso es obvio.



Yo me opuse tenazmente cuando el Presidente de la República intentó -lo he dicho mil veces- romper la relación al interior de la Concertación nombrando uno a uno a determinados personajes, porque era una manera de demostrar que se tenía el manejo de ese conglomerado. 



Lamento tal procedimiento. Y en su minuto incluso pedí la salida de personas que, a mi juicio, no debían formar parte de la alta dirección, no pública, sino política de un Gobierno al que nosotros rechazamos en su contexto general.



En cuanto a otros funcionarios de grados intermedios -como decía el Senador Espina-, su permanencia puede ser discutible, pero requieren un trato más cuidadoso, por respeto hacia la persona humana. ¡Nada más que por eso! Porque no todos son operadores políticos. Aquí nadie puede decir, en forma peyorativa: “Yo califico como operador político a cualquier persona”.



Eso implica actuar con un autoritarismo sin sentido. Y deploro que algunos Senadores cuyo pasado político no está manchado por la adhesión a la dictadura hayan caído en esta suerte de capitis diminutio de los demás al expresar: “Yo defino quién es bueno y quién es malo; quién es de raza blanca y quién es de raza negra”.



Por eso, señor Presidente, pienso que se ha abusado, tanto en la forma como en el fondo, de la Alta Dirección Pública, y también de la Administración Pública vulgar y silvestre, al proceder a despedir a simples empleados fiscales. 



Estoy absolutamente de acuerdo en que el Gobierno del señor Piñera saque a quien le parezca de entre la gente que forma parte del estado llano de la Administración, pero con respeto a la dignidad de las personas y mediante un mecanismo conocido.



¿De qué me quejo, además, y lo denuncio?



Ocurre que en muchas reparticiones se manda una lista de los funcionarios que serán exonerados. 



Un seremi de Concepción, por ejemplo, envía a Los Ángeles una comunicación donde expresa: “Mañana voy a mandar la lista de los cuatro primeros que se tienen que ir”.



Llega el documento, lo leen las personas indicadas en él, y están despedidas a partir del día siguiente.



Pero después el seremi manda otra carta donde dice que deben abandonar su trabajo cuatro funcionarios más. Y entonces se produce una “pelea de ratas hambrientas”, como es lógico, natural, porque todo el mundo se pregunta a quién le tocará después. Y la gente empieza a perder la dignidad y a realizar gestiones para que no la echen.



Los despidos se efectúan sin mediar ningún estudio ni precisión de razones: solo considerando que todos quienes ingresaron a partir de cierta fecha son simples operadores políticos.



Viví el cambio de Gobierno de Aylwin, de los Presidentes que siguieron y de otros Mandatarios, y debo expresar con franqueza que nunca vi la torpeza con que se ha procedido ahora, abusándose del poder, como diciendo: “¡Aquí llegamos y qué fue! Yo hago lo que quiero. Por lo tanto, se irán los que indicaré”.



¿Qué costaba hacer una calificación mínima? Todo el personal cuenta con una hoja de vida. 

El señor ESPINA.- Se hizo.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No lo hicieron, estimado colega.



Más aún, deseo señalarle -y le pido que me escuche- que en algunos servicios públicos también se ha echado a funcionarios luego de someterlos al ominoso trato de preguntarles “Quiénes creen ustedes que deben irse”, poniendo a personas de la Concertación unas contra otras.



Se ha perdido fundamentalmente la decencia política. Y se lo digo con claridad al Ministro de Educación, quien no ha tenido reparo en sostener que él hace las cosas como se le antoja.



Si seguimos por ese camino, ¡encantados!; no tenemos problema. Pero ¡cuidado! Así se comenzó a destruir la República en su época. Y así empezamos a tener en contra a mucha gente, no solo por el hecho de ser partidaria de tal o cual persona, sino porque al final se cansa del abuso. Y el año 2010 es distinto de 1974 y 1975, cuando aquello se podía hacer sin ambages.



¡Hago presente mi reclamo ante tal procedimiento!



Señor Presidente, desde las bancas de enfrente siempre se ha argumentado que no hay datos. Ya di uno muy concreto, casi con nombres y apellidos.



Aquí tengo una carta. Se refiere a cinco personas expulsadas del Ministerio de Educación, en Ñuble. 



Hay casos de empleados con 7, 10, 20 ó 25 años de servicios. Esto nada tiene que ver con que fueran o no de la Concertación. Y se insiste en la actitud de sembrar la cizaña entre quienes se encuentran desesperados porque los pueden sacar de sus puestos sin ninguna argumentación. 



¡Hagan sumario! ¡Vean la hoja de vida! ¡Llamen a quien corresponda! 



¡No son soldados de terracota: son seres humanos! 



Me parece increíble esa forma de actuar de quienes llegaron al poder sosteniendo que iban a cambiar la manera de hacer las cosas. 



Me alegra que hayan tenido ese deseo, que es el de todos cuando se llega al Gobierno. Pero si no toman esas medidas, tergiversarán el propio ADN que han querido demostrar: el de una Administración humanista cristiana -como se ha planteado-, y que, en mi concepto, a la larga ha terminado siendo una triste representación de los peores métodos que en algún instante sufrimos en 1973.



Lo digo con pena, porque en el último tiempo había creído en el cambio espiritual, emocional y de conducta de la Derecha chilena. Esta no es la que conocimos in illo témpore. Todavía pensaba que realmente había cambiado, aunque no en su totalidad, porque nosotros tampoco hemos logrado que todos evolucionen hacia un sistema político más amplio.



Sin embargo, aquí hay personas con el corazón duro, otras con la mollera un poco rígida y algunas que no comprenden que los tiempos varían. ¡Cuidado!, si persisten en su conducta, enfrentaremos conflictos sociales. Y los Senadores de estas bancas, especialmente el que habla, vamos a defender el derecho de los trabajadores a ser reemplazados con decencia, con razones, con justificaciones.



Desde ya, negamos que se diga que todos son operadores políticos y, por tanto, despreciables. Yo también podría afirmar que toda la Derecha es militarista, dictatorial, porque gente de ese sector, que se sienta en estas bancas, representó a la dictadura a través de los respectivos cargos que ocupó. Pero nunca lo haré, pues tengo la esperanza de que modifique su manera de ser.



Por tales razones intervine en el debate, señor Presidente.



Y, sin perder de vista ni negar lo señalado por el Honorable señor Ignacio Walker en el sentido de que miremos hacia adelante, debo manifestar que también hay que observar lo que pasa ahora. Porque el futuro será bueno según lo que se realice a partir de hoy.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, me parece que este debate no ha estado de más, aunque a lo mejor a alguno le molestó y se pensaba que simplemente íbamos a votar la proposición del Presidente de la República, cumpliendo y honrando un compromiso. Porque no hay que ignorar que a unos pasos de esta Sala, en la Cámara de Diputados, en estos momentos se celebra una sesión para analizar un asunto sensible.



El nuevo Gobierno se instaló hace cerca de 80 días y lleva más de mil 500 personas despedidas.



Considero muy importante lo planteado por el Senador Ruiz-Esquide. Ojalá conozcamos las cifras solicitadas por él, pues sería conveniente saber si durante los primeros días de Gobierno del Presidente Aylwin ocurrió algo semejante.



Estoy convencida de que no fue así. Sin embargo, no me interesa conocer un dato menor o conseguir una pequeña victoria pírrica.



Comparto la opinión del Senador Longueira y aprecio que en los años 2002 y 2003 él haya tenido la capacidad como Presidente de su partido político, junto con el titular del Partido Socialista y otras autoridades de la época, de lograr el gran acuerdo a que hizo referencia. Creo que ello significó un cambio para el país y, sin lugar a dudas, un avance, y ojalá tengamos conciencia de que ha llegado el momento de dar un paso cualitativo.



Yo expresé en la sesión especial que celebramos para analizar lo sucedido con respecto al Sistema de Alta Dirección Pública que, si hoy tuviera que revisar la normativa que lo rige, tal vez le haría una modificación. Porque nosotros mismos legislamos en el sentido de que, pese a que un postulante fuera seleccionado, pasara el concurso y llegara a ocupar el cargo al que se presentaba, podía ser despedido mediando la indemnización respectiva.



Hoy no pienso así. Me parece inaceptable que a un funcionario que siguió el proceso de selección y obtuvo buenas calificaciones, demostrando con ello su idoneidad, después igual le podamos pedir la renuncia, aunque lo indemnicemos.



Deberíamos hacer exactamente lo contrario: avanzar en la línea de generar lo que se llama “un servicio civil”, un cuerpo profesional, cada vez más especializado, capaz de permitir una continuidad o de llevar adelante las políticas públicas y sectoriales diseñadas por el Gobierno de turno.



Por lo tanto, en el Senado de la República tenemos que ser cuidadosos con nuestras palabras, con nuestras expresiones, con la conducta que deseamos fomentar hacia el futuro y con lo que ahora ocurre. 



Porque debo decir que no hablamos solo de números. ¡Mil quinientas personas han sido removidas de sus cargos, sacadas de su ocupación laboral, en circunstancias de que hoy no es sencillo encontrar un trabajo!



Y puedo mencionar casos concretos.



Por ejemplo, un funcionario que se desempeñaba como Supervisor en el Departamento Provincial de Educación Cordillera, habiendo ganado su cargo por concurso -lo conozco porque fui Diputada por Puente Alto-, fue despedido sin justificación ni razón alguna, estando muy bien evaluado. ¡Punto! ¡Afuera!



Me imagino que ello obedeció a que era militante del Partido Socialista. Pero, además, señor Presidente, era un excelente empleado.



Y quiero agregar algo más, que los colegas saben muy bien.



Al actual Gobierno no le ha sido fácil llenar todos los cargos. Esto se debe -más allá de que en algunos casos ha habido desprolijidad- a que no siempre la labor de un funcionario público ha sido bien valorada. Es más, muchas veces ha sido denostada. Incluso, en una oportunidad el actual Presidente de la República, en ese entonces candidato, declaró: “¡ojalá ahora se empiecen a levantar temprano!”, con un desprecio que me dolió tremendamente.



¡Me pareció increíble que un postulante a la Primera Magistratura llegara a ese nivel de generalización, disparando al montón de los funcionarios públicos!



Tengo la impresión de que han empezado a darse cuenta de que se trata de un trabajo no tan sencillo. A lo mejor, muchos profesionales altamente calificados que se desempeñan en el mundo privado están felices con sus puestos, porque ganan muy buenos sueldos en comparación al que percibe un funcionario público y no están en entredicho ni sometidos al escarnio público o a la sospecha colectiva que comenzó a levantarse hace muchos años.



Recuerdo que en la Cámara de Diputados escuchábamos intervenciones donde, poco menos, todos los empleados públicos eran corruptos. Resultaba realmente triste.



Espero que esta situación ayude, sobre todo a quienes hoy forman parte del Gobierno, a tomar conciencia de lo que cuesta llenar los cargos estatales y de que hay que cuidar a nuestros funcionarios públicos. Naturalmente, deseamos que cada día estos se hallen mejor capacitados y que exista mayor dignidad con respecto a sus labores.



Por eso, considero muy relevante la moción presentada por la Senadora Alvear, a la cual adhirieron integrantes de distintas bancadas, porque apunta en la línea en que todos deseamos avanzar.



Sin embargo, no puedo dejar de expresar que lamento las palabras emitidas por el Senador Espina. La verdad es que me duelen, pues creo que está profundamente equivocado. Creo que el desprecio, la generalización o la desprolijidad que implica hacer ese tipo de afirmaciones sin sustento alguno, nos hacen daño.



Por eso, deseo manifestarle al Senador Espina -por intermedio de la Mesa, señor Presidente- que nosotros también hemos visto en los diarios declaraciones de dirigentes de la UDI y Renovación Nacional, en las cuales manifiestan su molestia por el hecho de no otorgarse los nombramientos de los cargos que esperaban. O sea, no debemos rasgar vestiduras en cuanto a que en este Gobierno las cosas se hacen de manera tan diferente y nunca ha existido cuoteo.



Y quiero decir algo más.



La Cámara de Diputados está a punto de presentar una acusación constitucional. Porque el 30 de abril último, en un oficio de la Intendencia Regional de Atacama, mediante el cual se convocaba a una reunión de gobierno y administración regional, se acompañó un anexo en el que se pedía especificar la militancia de ciertos funcionarios y si pertenecían a una asociación gremial o sindical. ¡Claro! Después ese oficio fue rectificado. Pero la verdad es que un acto administrativo de “rectificación” no mejora la situación.



¡Lo ocurrido constituye una vulneración absoluta y total de las prerrogativas de un funcionario público, de la libertad de conciencia y del respeto a los derechos constitucionales básicos!



En mi opinión, es un hecho realmente grave.



¡Y no se crea que por haberse retirado tal petición mediante un acto administrativo posterior el problema quedó zanjado! ¡No! Es muy delicado que haya sucedido.



Si la acusación constitucional anunciada por un grupo de Diputados prospera -no sé si la llevarán adelante-, nosotros deberemos actuar como jurado. Me parece lamentable llegar a este tipo de situaciones.



Entonces, debemos ser mucho más cuidadosos cuando proferimos descalificaciones o cuando pretendemos señalar que aquí se gobierna de una manera tan diferente que se dejan atrás prácticas que hoy no deberían ocurrir.



Por eso -reitero-, espero que avancemos en crear conciencia de la necesidad de un cuerpo con espíritu de servicio civil, de un Sistema de Alta Dirección Pública compuesto por personas con un buen currículum, que nos ayude en un proceso tan importante como la selección y a valorar lo que significa una Administración del Estado encargada de ejecutar las políticas.



Evidentemente, ellas forman parte de un programa de Gobierno, planteado por un candidato que ha ganado democráticamente y que debe llevarlo a cabo. Nadie lo discute.



Asimismo, es indiscutible que el Presidente de la República debe contar con Ministros, Subsecretarios, de su confianza. Resulta obvio.



Pero cuando vemos los despidos que se han producido -y ya no hablo de la Alta Dirección Pública; señalé un caso solo por poner un ejemplo, pues podría mencionar muchísimos más, y por algo está ocurriendo lo de “al lado”- uno se empieza a preguntar por qué sucede eso. 



¿No será el momento de reflexionar un poco, de reaccionar, de que haya más cuidado y de que no sigamos con esta política, porque efectivamente nos puede hacer mucho daño como país? 



Ello está hiriendo algo que es respetable, como la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, cuyos miembros se encuentran hoy sumamente molestos. Ya han efectuado varias manifestaciones, y es probable que sigan, pues se está generando de manera innecesaria este estado de molestia, que sin duda también afectará la buena implementación de las políticas que se quieran llevar a cabo.



Me molestaba cuando oía las descalificaciones, porque he visto muchísimo funcionario público mal pagado -digamos la verdad-, pero cumpliendo su labor con mucho compromiso, dedicación e interés, porque le gusta lo que hace, le gusta la Administración Pública; se siente más realizado al implementar una política pública que percibiendo una remuneración mejor en un ámbito bastante más cerrado, más protegido, más seguro, como es por supuesto el privado.



Señor Presidente, por cierto voy a cumplir mi compromiso. No conozco en forma personal a quien se propone. No obstante, honraré el acuerdo y votaré por ella. Conforme a los antecedentes que he tenido en vista, parece ser una persona con un muy buen  currículum. 



Me alegro de que el Senador Longueira haya reconocido un hecho que ocurrió en su oportunidad, pues eso también habla de una honestidad. Aquí, varios levantamos nuestras voces para señalar que era totalmente inapropiado e impropio que la ex consejera María Luisa Brahm, que se desempeña en lo que se conoce como el “segundo piso”, no hubiese renunciado en su momento. No era admisible que permaneciera en el cargo. Resultaba incompatible, antiestético y poco ético. Esa era la verdad. Y tendría que haber renunciado en el primer instante. No era dable que ejerciera dicha función por un tiempo en las condiciones en que lo hizo. Afortunadamente, hoy nos estamos refiriendo a la persona que tiene que reemplazarla.



Creo que lo más trascendente es ver si somos capaces de avanzar y dar un paso que realmente nos permita como país defender las carreras funcionarias, y capacitar a los empleados para que contemos con el mejor Servicio Civil. Debe existir una buena selección. Ello implica responsabilidad por parte de quienes componen el cuerpo que efectúa el proceso de selección, los que han de dar garantía de amplitud de criterio.

Cuando celebramos la sesión sobre la Alta Dirección Pública nos percatamos de la gran cantidad de gente que se presentó a los concursos. Eso habla bien del sistema, porque quiere decir que son muchísimos los chilenos y chilenas que tienen confianza en él.



Por lo tanto, lejos de poner piedritas en el camino, debemos valorar lo existente y lograr que mañana sean más todavía los que participen en estos concursos. Con ello, estarán dando señales de que aprueban, que confían, que creen en lo que generamos por medio del servicio de Alta Dirección Pública y que, por lo tanto, caminamos en la dirección correcta, que es lo que esperamos como país.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se encuentran inscritos los Senadores señores Chadwick, Bianchi, Orpis, Lagos y Quintana.



Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, ante todo, creo que lo más importante de la sesión es valorar que vayamos a aprobar -por lo que he escuchado- el nombramiento de María Loreto Lira en la Alta Dirección Pública, porque me parece que constituye una expresión práctica y clara de que confiamos en este sistema.



Haré algunas reflexiones sobre ciertos planteamientos formulados, en especial pensando en el futuro.



Se han interpretado las declaraciones del Senador señor Espina    -obviamente, no necesita ningún abogado, toda vez que él es un gran abogado- en el sentido de que vincula a los funcionarios públicos con la adhesión al programa de Gobierno. Al escucharlo ayer -con buena fe-, inmediatamente entendí que se estaba refiriendo a los empleados de exclusiva confianza del Presidente de la República. No se me podría ocurrir que sus palabras  estuvieren dirigidas hacia un funcionario público regido por el Estatuto Administrativo. Ello porque, en primer lugar, la política de Gobierno apunta absolutamente a respetar íntegra y completamente la carrera de los empleados públicos en nuestro país, y, en segundo término, porque estos tienen protección jurídica y legal, como el propio Senador señor Escalona ha recordado en la presente sesión. 



Por lo tanto, las expresiones del Honorable señor Espina, entendidas de buena fe, se refieren obviamente a los funcionarios de exclusiva confianza del Primer Mandatario.



Por otro lado, se ha hablado de los operadores políticos.



Esa es una expresión que no surgió de estas bancadas, sino de las de la Concertación. Si hacemos algo de memoria, se originaron específicamente con el caso de CHILEDEPORTES, en donde desde las mismas bancadas de la Concertación y por parte de personeros de los gobiernos anteriores se hablaba de que existían operadores políticos de unos y de otros dirigentes de la Concertación. Y personas muy preclaras dentro de ese conglomerado -una lamentablemente fallecida, como Edgardo Boeninger, o Genaro Arriagada- escribieron documentos y dieron entrevistas que señalaban que uno de los problemas más serios de la Concertación era precisamente la introducción en la Administración Pública de personas que ellos llamaban “operadores políticos”.



¿Y qué entendemos por operadores políticos? Algo muy simple: personas contratadas no en función de sus méritos ni para que desarrollen las labores propias de su oficio, sino para ejercer funciones que se encuentran fuera del organismo público en el cual están contratados. Por lo tanto, resulta bastante evidente y obvio a qué nos referimos. Y dentro del mundo de la Concertación creo que naturalmente lo tienen más claro que nosotros.



Cuando hablamos de la Alta Dirección Pública, comparto lo que decía el Senador señor Longueira. Creo que ha sido un paso extraordinariamente importante a los efectos de profesionalizar el servicio público chileno. Era impensable que se pudiese haber logrado un acuerdo sobre esta materia, porque en la vida política -y no hay que ser ingenuo- siempre existen, lamentablemente, intereses respecto a la Administración Pública. Pero se consiguió. Y dicho señor Senador agregó a la valorización de este nuevo instrumento algo que me parece fundamental: hay que cuidarlo.



¿Y qué he observado, desde la realidad que me corresponde conocer? Que ese cuidado ha faltado.



En una sesión anterior, mencionaba algunos ejemplos de la Sexta Región. Allí, antes y después de la Alta Dirección Pública, todos los directores del SERVIU han sido del Partido Socialista; todos los directores de INDAP han sido de la Democracia Cristiana; todos los directores del FOSIS han sido del Partido Socialista; todos los directores de salud han sido de la Democracia Cristiana...

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor CHADWICK.- Antes y después de la Alta Dirección Pública. En dicha sesión señalaba que puede ser mala suerte de la Sexta Región, o casualidad. ¡Pero, pucha, me tocó esto!



Entonces, es preciso cuidar este sistema, porque en algún momento, cuando ello no se hace, pasa la cuenta. Y así como actualmente hay que cuidarlo, como Gobierno debemos hacerlo en forma muy expresa hacia el futuro. Pero lo que se está viviendo hoy en parte se debe a la falta de cuidados en el pasado. Ojalá que hacia delante no tengamos este tipo de problemas. Pero, reitero, lo que describí corresponde a la realidad que yo conozco.



Varios de ustedes hacían referencia a lo que pasaba “al lado”. Me imagino que se alude a lo ocurrido en la Cámara de Diputados respecto del Ministerio de Educación. Y señalaban que no se respeta a la Administración Pública con los despidos ocurridos en dicha Cartera. Hoy tuvimos la presencia del Ministro Lavín en la sesión de la Comisión de Educación. Y les proporcionaré algunos antecedentes que él nos entregó.



¿Saben cuántos abogados hay contratados en dicha Secretaría de Estado? ¡130!

El señor QUINTANA.- 180.

El señor CHADWICK.- Me equivoqué.



Muchas gracias, señor Senador.



¡Hay 180 abogados en el Ministerio de Educación!



Además, cuenta con siete direcciones jurídicas distintas.



¿Sabe, Senador Escalona, cuántos periodistas -y lo digo con el mayor respeto a la dignidad de estos profesionales- están contratados en dicha Cartera? ¡60! El equivalente a los que existen en el diario “La Segunda”, que se puso como ejemplo hoy en la mañana.

El señor LAGOS.- ¿Y en qué calidad?

El señor CHADWICK.- Seguramente, en calidad de maestros.

El señor PROKURICA.- Da lo mismo.

El señor CHADWICK.- ¡Hay 60 periodistas!



Pero eso no es todo. En la exposición se agregaron cosas que son importantes de saber. Por ejemplo, debieron cursarse y pagarse 500 multas  al Fisco por parte de sostenedores. Y no se ha cobrado ninguna.



Se iniciaron cinco mil fiscalizaciones, pero no se completaron. Quedaron truncas. No obstante que el Ministerio cuenta con 180 abogados.



Además, ¿saben ustedes que hay personas que fueron contratadas en el programa Chile Califica en los meses de diciembre, enero y febrero, con un “pequeño” problema: que dicho programa terminó en noviembre?

El señor LONGUEIRA.- ¡Cómo!

El señor CHADWICK.- El Senador señor Longueira me pregunta cómo, y yo, encantado, se lo aclaro.



En noviembre terminó el Chile Califica, y el Ministerio de Educación siguió contratando personal en enero y febrero con cargo a ese programa, sin tener los recursos para ello.



Senador Escalona -se lo digo ahora, que está más atento-, ¡hay 60 periodistas en el Ministerio de Educación!

El señor PROKURICA.- ¡Está leyendo un libro...!

El señor CHADWICK.- ¿Saben ustedes que dicha Cartera tiene dos programas que constituyen su esencia: el programa de Instrucción, que es el encargado de todo el control y la ayuda pedagógica, y el relacionado con la fiscalización? Es el Ministerio que traspasa más recursos a terceros.



Y los dos programas fundamentales de esa Secretaría de Estado fueron reprobados, ¡reprobados!, por la Dirección de Presupuestos en el año 2009, en el Gobierno anterior.
El señor LONGUEIRA.- ¡Cómo!

El señor CHADWICK.- El Honorable colega pregunta cómo, y yo le respondo: esos dos programas fueron rechazados por dicho organismo debido a que estaban mal ejecutados.



El Senador Escalona hizo ciertos comentarios respecto de un e-mail que le llegó y que, según entiendo, hablaba del despido de una persona que tenía una alta evaluación. Fíjese, Su Señoría, que hoy día se nos ha informado que el sistema de evaluación del Ministerio de Educación va de 0 a 100 puntos.



¿Y saben ustedes cuál es el promedio de calificación de los funcionarios sometidos a ese sistema?

El señor ORPIS.- 99.

El señor CHADWICK.- 99.7.

El señor LONGUEIRA.- ¡Cómo!

El señor CHADWICK.- 99.7, Senador Longueira.



Y uno después se pregunta si son funcionarios de planta a los que se echó. ¡Ninguno! ¡Ninguno! Solo personas a honorarios y a contrata.



Entonces, lo que está pasando al “lado” es lo que el Ministro Lavín hizo hoy día aquí en la Comisión de Educación: demostrarnos cómo se debe respetar el servicio público en Chile, cómo se debe respetar la Administración Pública, y evitar que en ese Ministerio, que socialmente es el más importante hoy día en el país, se despilfarren los recursos de la manera en que ha ocurrido en los últimos años.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la verdad es que no pensaba intervenir. No lo iba a hacer porque se suponía que había un acuerdo entre la Concertación y la Alianza. Era un proyecto de fácil despacho que venía concordado y, por lo tanto, solo teníamos que votar. 



Obviamente, me preocupé de ver los antecedentes de la persona cuyo nombramiento se propone. Y, sin ser parte de ese acuerdo, doy mi voto a favor con el mayor agrado, porque entiendo que ella reúne todos los requerimientos para desempeñar el cargo para el cual ha sido nominada.



Pero quisiera, señor Presidente, oxigenar un poco este debate, que he seguido con mucha atención. 



Lo que se suponía que iba a demorar solo un par de minutos ha ocupado la sesión completa, y seguramente faltan todavía muchos señores Senadores por intervenir. 



Y lo quiero oxigenar porque no me siento parte de lo que me ha tocado observar de un lado y otro.



En las negociaciones que durante 20 años ha habido en el país para llenar cargos en las entidades públicas, he sido un espectador, como probablemente también le ha ocurrido a cualquier ciudadano común y corriente que, por no tener el privilegio de pertenecer a uno de los dos grandes poderes políticos del Estado, simplemente queda fuera de cualquier negociación realizada al interior de una oficina para llegar a estos acuerdos, y luego, a la posterior repartición.



Señor Presidente, yo valoro profundamente la Alta Dirección Pública, y quiero creer en ella.



Sin embargo, me preocupa el clima que vamos a experimentar en las próximas horas, en los próximos días, semanas o meses. Creo que habrá un ambiente contaminado, enrarecido. Por eso, hace un par de semanas, pedí una reunión con el Ministro del Interior para manifestarle mi inquietud.



Y no solo estoy preocupado, sino que también quiero estar ocupado en ver cómo podemos resolver el problema de la gente que se desempeña en el sector público.



Vuelvo a señalar, señor Presidente: el Estado de Chile es el peor empleador. Y hoy día lo digo con más fuerza: ¡Es el peor empleador! Tiene funcionarios a contrata, a honorarios, con una absoluta inestabilidad laboral. Nunca se cumplió la norma 80/20. ¡Nunca!



En este mismo Congreso, en todas las reparticiones públicas, en los municipios, en las distintas áreas de la Administración del Estado, hay personas que cada mes, cada año, dependen del criterio, de la voluntad de determinados personajes, que se sienten amos, dueños y señores al jugar con la esperanza de un funcionario que lo único que tiene es el mérito de su trabajo, de su función, y no cuenta con la posibilidad de ser defendido.



Lo anterior me llevó a presentar un proyecto de reforma constitucional -no podría ser de otra manera-, y se lo expuse al Ministro. Dicha iniciativa -y quiero que se escuche bien- sienta la posibilidad, por primera vez, de encontrar una solución para intentar garantizar la estabilidad laboral, fundamentalmente de los trabajadores del sector público.



¿Y en qué consiste? Crea un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de “Dirección General del Trabajo”. Aquel “será el encargado de fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales, previsionales y de higiene y seguridad en el trabajo, tanto aquellas que sean regidas por el Código del Trabajo así como también para las que se rijan por las leyes o estatutos que regulan las relaciones y contratos del personal de todos los órganos del Estado. En el caso de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública ejercerá sus competencias sólo respecto de los empleados civiles que no formen escalafón.”.



Es decir, se estaría creando hoy día una institución que, si la quiere acoger el Gobierno, daría estabilidad, seguridad y permitiría que el funcionario público tenga un respaldo, un resguardo y dónde acudir en la eventualidad de que exista una injusticia como la que yo he escuchado en esta sesión de un lado y otro. Eso ha existido desde siempre, llámese como se llame: operadores políticos, personas vinculadas a determinado sector; da lo mismo.



En definitiva, con ese proyecto de ley -espero que el Ejecutivo lo acoja-, en el que me han acompañado otros señores parlamentarios, deseo sinceramente oxigenar la discusión que Chile ha presenciado hoy, para de una buena vez dar la estabilidad tan necesaria y tan sentida por los servidores del sector público; por nuestros trabajadores, los del Congreso Nacional, quienes se hallan en la misma situación de desamparo, y por todos los funcionarios, mujeres y hombres, de nuestro país.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, al igual que el Honorable señor Bianchi, yo no iba a intervenir en este debate. Pero creo que él ha servido. Porque a mi entender, si bien hubo un salto importante con el acuerdo y el proyecto sobre la Alta Dirección Pública, no se ha dado el paso fundamental: cómo abordar el problema de la Administración Pública en general. 



Como expresaba Su Señoría, si existe un trabajo precario, es el de la Administración Pública -y esto se ha manifestado en innumerables ocasiones-: algunas personas llevan 10, 15, 20 años con contratos a honorarios; no tienen derecho a ninguna indemnización; no tienen derecho a absolutamente nada.



El diagnóstico está claro, señor Presidente.



Por lo tanto, en función de cómo se ha ido generando al final este debate, debo puntualizar que, si en un momento de crisis los distintos sectores políticos estuvieron a la altura para dar el paso que derivó en la Alta Dirección Pública -no olvidemos  que ella nació en un período de crisis-, esta debería ser la oportunidad para abordar qué ocurre con la Administración Pública, dar el paso que falta y terminar con la precariedad existente en ella.



Porque muchas veces en la precariedad se producen tales distorsiones. Cuando hay trabajo precario; cuando no existen mayores niveles de exigencia; cuando se carece de ciertos requisitos de ingreso, la Administración Pública, obviamente, se va llenando de operadores políticos. En cambio, si ella es más especializada y tiene mayores requisitos de ingreso, ese tipo de distorsiones van desapareciendo.



En consecuencia, tratando de abordar con altura la situación, veo aquí dos opciones: que frente a cada nombramiento de la Alta Dirección Pública tengamos este mismo debate, o que definitivamente nos hagamos cargo del problema de fondo, lo que aquí no ha sucedido.



Espero que, más allá de estas discusiones, las cuales a menudo no conducen a nada, los representantes de los diversos sectores políticos, quienes no solo estamos llamados a debatir proyectos de ley y resolver sobre ellos, seamos también capaces de hacer alta política y abordar los grandes temas, dentro de los que se encuentra la precariedad de prácticamente la mitad de los trabajadores de la Administración Pública.



Debemos tener la estatura de aquellos que dieron el paso para crear la Alta Dirección Pública, a los efectos de hacer lo propio respecto a los demás trabajadores de ese sector. De lo contrario, seguiremos con un clima absolutamente tensionado.



A mi entender, los problemas no deben quedar pendientes: tienen que ser afrontados y resueltos.



Espero que de este debate saquemos esa conclusión, para abordar en definitiva la modernización de la Administración Pública y contar con un estatuto razonable para todos los funcionarios.



Mientras no se realicen las enmiendas pertinentes, en tanto se mantenga esa precariedad, seguirán existiendo estas discusiones.



Repito: si fuimos capaces de crear una institucionalidad en una etapa de crisis -hoy día no estamos en crisis-, demos el paso y abordemos la cuestión con altura.



Si el acuerdo anterior fue completamente transversal, creo que deberíamos ser capaces de afrontar la situación en iguales términos. Porque (insisto) no es razonable la dificultad en que se encuentra un alto número de funcionarios públicos.



Señor Presidente, más que hacer un diagnóstico, me atrevo a sugerir dar un paso adelante y resolver el problema en que se halla la mitad de los funcionarios del país.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en primer término, anuncio que daré mi voto favorable a la solicitud de acuerdo del Senado para designar a la señora María Loreto Lira Domínguez integrante del Consejo de la Alta Dirección Pública en reemplazo de doña María Luisa Brahm, quien, como aquí se ha dicho, debió haber renunciado mucho antes, tal vez en el preciso momento en que fue objeto de un nuevo nombramiento, tal como lo hizo la actual Directora de Presupuestos, que, cuando fue designada en este cargo, de inmediato entendió que existía un conflicto de interés.



Fui uno de aquellos que el 4 de mayo último solicitaron realizar una sesión especial precisamente para analizar lo que estaba ocurriendo con la Alta Dirección Pública.



En esa oportunidad algunos Senadores, quienes hoy han hablado con mucho entusiasmo, señalaron que tal sesión era innecesaria y miraron con bastante indiferencia la convocatoria, que incluyó invitaciones a varios Ministros.



Sin embargo, durante esta semana me he podido dar cuenta de que hay interés de todos los sectores, pero específicamente de los que ahora son Gobierno, por efectuar una particular valoración de la Alta Dirección Pública.



Me alegro de aquello, señor Presidente.



Creo, entonces, que en el debate del 12 de mayo -día en que se celebró la sesión especial que pedimos- tal vez nos quedamos cortos y que, por tanto, habría que profundizar en otras materias.



Vemos también que hoy existe un contexto distinto del de hace un mes, pues ha habido una ola de despidos en distintas reparticiones públicas, algunos muy justificados, porque tenían que ver con cargos de confianza política.



Habría sido deseable que los cambios se hubiesen realizado al comienzo del Gobierno, inmediatamente después del 11 de marzo. Sin embargo, algunos se han ido produciendo en el transcurso del tiempo.



El Senador Chadwick se refería recién a la reunión que tuvimos esta mañana con el Ministro Lavín, quien señaló algunas dificultades. Por ejemplo, la gran cantidad de profesionales no docentes -si se quiere llamarlos así- que tiene el Ministerio de Educación: 180 abogados. Podrían ser 250. No sé si es una exageración. Habría que ver qué tareas cumple esa Secretaría de Estado.

El señor PROKURICA.- ¡Son muy buenos abogados...!

El señor QUINTANA.- No sé. Yo no quiero estigmatizar. Al igual que en lo de los operadores políticos, pienso que no es bueno ponerle etiqueta a nadie.



Lo concreto, sí -el colega Chadwick no señaló esta parte-, es que, de las 466 personas desvinculadas de sus cargos, la gran mayoría se dedicaba a la fiscalización, a la visita a establecimientos, a apoyo técnico-pedagógico. Ello, con deficiencias y con todo lo que hoy podamos juzgar a la luz de los resultados del SIMCE. Pero se trata de gente que fiscalizaba: a sostenedores; no solo a colegios municipales, sino también a muchos privados.



Esa es la gente que fue removida, señor Presidente.



Como bien nos dijo el Ministro Lavín esta mañana, aquello obedeció a razones, no de carácter político, sino de desempeño.



En todo caso, me parece sorprendente que en tan poco tiempo se haya hecho -no tengo elementos de juicio para sostener que eso no es factible- una evaluación tan exhaustiva del desempeño de cada uno de tales funcionarios.



Sin embargo, lo cierto es que tenemos ese proceso, que genera hoy un clima no muy favorable. 



Como le dije al propio Ministro esta mañana, pienso que tal situación termina afectando a los buenos proyectos de este Gobierno en materia educacional.



Por cierto, daremos nuestro apoyo a muchas de las iniciativas que el Ejecutivo quiere impulsar, a varias transformaciones de fondo.



Por de pronto, la agencia de aseguramiento de la calidad de la educación debe generar un debate respecto al tipo de funcionarios públicos con que contamos. Porque a la escuela ya no va a llegar solo el Ministerio, sino además la Superintendencia.



Según han dicho los especialistas, lo concerniente a los recursos humanos, al contingente; a la robustez o la debilidad del Ministerio, etcétera, todavía está -por así decirlo- bastante inmaduro.



Por eso hoy le planteé también al Ministro que debemos tomarnos un tiempo para llevar a cabo una buena discusión sobre el particular.



Retomando el asunto de la Alta Dirección Pública, señor Presidente, debo señalar que el 4 de mayo me motivó a ser uno de los convocantes a una sesión especial el haber sabido del despido de 16 directores de servicios de salud de todo el país, muchos de ellos médicos prestigiosos, expertos en salud pública, cuyos cargos ha sido difícil llenar. A varios, pese a que la exoneración se registró hace dos meses, todavía no les han pagado sus indemnizaciones ni les han entregado información alguna; pero este es un problema legal, que deberá verse en otra instancia.



No obstante, hay algo que sí me hace sentido: las declaraciones del Senador Espina.



El colega Chadwick precisó muy bien. Y quisiera quedarme con su interpretación -porque conozco al Senador Espina, y creo que apuntaba a ello- en el sentido de que tales declaraciones estaban referidas a gente que desempeña en el Ejecutivo cargos de dirección.



Con una mirada retrospectiva, yo podría decir que para estar en los empleos directivos en el actual Gobierno es necesario, desde luego, compartir su Programa. 



Puedo usar como ejemplo precisamente el caso de aquellos 16 directores de servicios de salud que fueron despedidos. A ninguna de esas personas, que fueron seleccionadas por la Alta Dirección Pública, jamás le escuché hablar de hospitales concesionados. No. Ellas tenían un Programa de Gobierno, con fondos públicos aprobados mediante la Ley de Presupuestos, para construir 10, 12, 18 hospitales.



Hoy, todos los nuevos directores de servicios de salud nombrados en reemplazo de los anteriores que seleccionó la Alta Dirección Pública están cantando en otro coro y entonando una canción distinta: la de las concesiones, que finalmente puede ser la de las privatizaciones.



Entonces, existen efectivamente funciones en las que hay que compartir el Programa del Gobierno.



Señor Presidente, quiero puntualizar que debemos defender la institución -como lo dijo el Senador Longueira- de la Alta Dirección Pública.



Mi voto, pues, será a favor de la designación de doña María Loreto Lira.



Pese a todos los cuestionamientos que se puedan hacer, hay que considerar que, desde que se puso en vigencia, han concursado mediante dicho Sistema, hasta la fecha, 100 mil personas que han creído y confiado en él.



Ahí se halla comprometida la fe pública. Por eso era tan relevante no iniciar una razia y un proceso de descabezamiento, pues, finalmente, eso también le hacía mal a un Gobierno que estaba instalándose y necesitaba desplegar todas sus  propuestas.



Señor Presidente, he escuchado varios planteamientos, entre ellos los de los Senadores señor Escalona y señora Matthei, en orden a que debemos cuidar la Alta Dirección Pública, tanto más cuanto que los propios municipios están pensando someter a ella -algo a lo que durante mucho tiempo algunos se resistieron- los cargos superiores de la administración municipal, porque la gente confía en ese Sistema.



Empero, estimo que, junto con cuidar esa institución, debemos hacer ciertos perfeccionamientos, porque ni este Gobierno ni el que venga pueden sentirse con libertad para, por la mera circunstancia de no haber sido contratadas bajo uno u otro, eliminar en la forma tan fácil como se ha hecho hoy día a personas que cumplen todos los requisitos, exhiben plena formación profesional y académica, y demuestran experiencia e idoneidad para los cargos respectivos.



Creo que las modificaciones pertinentes -lo planteo para el debate futuro- debieran prever al menos un mecanismo que evite que a los consejeros de la Alta Dirección Pública, a quienes hoy día estamos arropando, entregándoles nuestro respaldo en el Senado, dentro de algunos meses o años se los ningunee diciéndoles: “Ustedes seleccionaron a esta persona. Pero chao: la vamos a sacar igual”. No. Debería haber una instancia que permitiera consignar las razones del despido.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, parto señalando que votaré a favor de la designación de la señora María Loreto Lira Domínguez para integrar el Consejo de la Alta Dirección Pública.



Ahora, el debate suscitado esta tarde, que iba a ser de “mero trámite”, ha dado pie a sesudas intervenciones, algunas buenas, otras muy defensivas, pero todas girando en torno de algo que unánimemente valoramos y que hoy día comienza a quedar en tela de juicio: la institución de la Alta Dirección Pública, que costó mucho trabajo, bastante acuerdo político, gran esfuerzo, y que se ponía a prueba por primera vez con un cambio de Gobierno, de sistema, de signo político.



Eso es lo que tenemos hoy. Y esto, que ya era de suyo difícil para la Alta Dirección Pública, se ve complicado por un contexto que fue creado, no a partir de la llegada de la nueva Administración, sino durante la campaña presidencial.



El otrora candidato Piñera, tres días antes de la elección hizo una declaración pública que a varios dejó preocupados y helados, por la forma como la emitió: “Les quiero decir a mis amigos de la Concertación que luego de que yo gane van a tener que comenzar a levantarse más temprano, trabajar honestamente, y cuidar a su familia”.



Cada uno interpretó lo que quería: “Los vamos a echar”, “No podrán mantener a su familia”, “Los vamos a perseguir”, “Son unos flojos”.



Pero -insisto- el contexto de hoy nació durante la elección.



Voy a leer, señor Presidente, tres párrafos de la “Carta abierta a los funcionarios públicos” del otrora candidato Piñera, hoy Presidente de la República, fechada en noviembre de 2009:



“En nuestro futuro gobierno todos los funcionarios públicos -ya sean de planta, a contrata u honorarios- serán respetados en sus derechos, dignidad y promovidos en función de sus méritos.”.



“Sé también que a muchos les han dicho que, de triunfar nuestra candidatura, los servicios públicos donde laboran serán cerrados, sus plantas disminuidas o ustedes, derechamente, despedidos.”.



“Todo ello” -continúa el candidato Piñera- “es falso y constituye un abuso de poder y una campaña del terror que produce mucho daño a la administración pública y a nuestro país.”.



¿Por qué tenía que hacer esos desmentidos, esa aclaración, el candidato presidencial? Porque ya estaba instalado en la parte de atrás de la cabeza de muchos chilenos el temor de que con la llegada de la Derecha al Gobierno se produjeran despidos, como los ocurridos durante estos días.



¡Si hay un contexto para discutir sobre la Alta Dirección Pública y repensar el acuerdo! ¿Y cuál es? El de que se ha despedido a más de 1.500 funcionarios públicos; de ellos, 460 solo en el Ministerio de Educación.



¿Qué explicaciones se dan? Malas explicaciones. Porque las han cambiado.



¿En cuánto tiempo -ya lo planteó el Senador Quintana- elaboraron los argumentos sobre la eficiencia? ¿En 70 días?



¿Qué dijo el Ministro de Educación al comienzo? Que se trataba de eliminar grasa, que mucha gente sobraba.



¿Y qué expresó con antelación el Ministro Lavín? Que existían irregularidades o delitos.



Si hay delitos o irregularidades, se deben denunciar a la justicia. Y el empleado público que no lo hace puede ser acusado de complicidad o de encubrimiento.



Si un funcionario incurre en irregularidades en un servicio público, se realiza un sumario administrativo. Pero no se lo echa para la casa. Eso no corresponde.



Hay un clima malo, señor Presidente.



Algunos Senadores han sostenido que no basta con faenar a los operadores políticos, sino que, además, hay que perseguir a aquellos que no piensen como el Gobierno.



Ahora me queda claro lo que dijo el Presidente Piñera en su campaña cuando planteó que iba a gobernar con los mejores. Solo le faltó poner, después de coma, “en la medida que piensen como yo”. Eso es lo que ha quedado demostrado.

El señor PROKURICA.- ¡Para imitar a la Concertación...!

El señor LAGOS.- Si estima eso, señor Senador, discrepo de usted.

El señor PROKURICA.- Estamos en democracia. Se puede discrepar.

El señor LAGOS.- Lo importante, señor Presidente, es que ahora se hace boato y se dice que se desea gobernar con los mejores.



¿Cuántas personas que perdieron su escaño parlamentario hoy se desempeñan en el Gobierno? ¿Cuánta gente que se quedó corta en la elección popular hoy ejerce funciones en la Administración? ¿Cuántos ex parlamentarios son embajadores hoy día? ¿Cuántos de quienes perdieron la elección son embajadores o embajadoras? ¿Cuánto amiguismo hay?



Entonces, considero de una hipocresía brutal lo que hacen la Derecha y el Gobierno.



Tenemos la oportunidad de modificar la Alta Dirección Pública, señor Presidente.



Respecto de ese Sistema, hace escasas semanas hubo en este Parlamento una discusión que -para ser bien franco- duró bastante poco. Podríamos haber destinado más tiempo.



La Alta Dirección Pública -todos estamos de acuerdo- no garantiza que el Gobierno que asume, sea cual fuere su signo, no pueda pedirle la renuncia a quienes obtienen su cargo a través del mecanismo que contempla. Eso lo sabemos. Es un modelo híbrido, entre un sistema en el cual el servicio público aparece inmaculado respecto a lo que puede ocurrir en la política y otro en el que, al final, todos son cargos de confianza.



Pero aquí ayudó el contexto. Lo vimos en lo ocurrido en el caso del director del FOSIS, obligado a dimitir porque le exigían pedirles la renuncia a los 15 directores de la entidad, quienes eran de su confianza.



Entonces, el clima que señalo, que a algunos no les gusta, determina que cuando tenemos que honrar un acuerdo -lo que se hará- surgen cuestiones de esta índole a la palestra.



A la Derecha, señor Presidente, le gusta referirse al cuoteo cuando la situación se plantea respecto de la otra coalición política: “La Concertación cuoteaba los cargos”. Pero, cuando se trata de un cuerpo colegiado, como el Consejo de la Alta Dirección Pública, el Consejo del Banco Central, el Directorio de Televisión Nacional, entidades en cuyas poltronas también se hallan sentados miembros de sus filas, ya no emplea ese término: recurre al de “pluralismo”.



¡Le sacamos una sonrisa al Senador señor Prokurica! ¡Vamos bien!



Sugiero que asumamos otra manera de entender la cuestión. Se la “soplé” el otro día a quien me acompaña como representante de la Quinta Región Costa, el Honorable señor Chahuán. A este último le recomendé -porque, en esta Región, varios de los cargos exhiben un color “chahuanístico”, como lo llamo, el cual me gusta, pues no existe otro- que no hiciera caso de las críticas según las cuales aquí se registra cuoteo. Le sugerí emplear el concepto de “distribución de responsabilidades políticas”, mucho más sano que el otro. Por ejemplo, “Señor, usted tiene la responsabilidad política de hacerse cargo de la Secretaría Regional Ministerial de Gobierno”.



Entonces, hablemos con propiedad, hablemos como corresponde, y no nos hagamos los lesos. En la expulsión del sistema público existe una persecución política, y punto. Si alguien cree que mil 500 funcionarios están haciendo todos mal la pega, ello no corresponde a la realidad. El aparato público chileno funciona como los mejores de América Latina. Tiene un prestigio bien ganado. Y lo que se causa con medidas de esta naturaleza es la destrucción de las instituciones.



Los únicos que ganan son quienes denuestan la política, quienes le enfatizan a la gente que la política no sirve y que no hace la diferencia. ¿Quiénes se benefician más con eso? Los que tienen la sartén por el mango en nuestro país. La situación lleva, en consecuencia, a que los jóvenes de los barrios más modestos no se inscriban para votar y a que sí lo hagan los jóvenes del Barrio Alto, porque tienen conciencia social. ¡Eso es lo que ocurre!



¡Segunda sonrisa que le saco al Senador señor Prokurica! 



¿Qué otro factor explica que las más altas inscripciones para votar de estos últimos se registren en las comunas de Vitacura, La Dehesa, Lo Barnechea, Providencia y, en menor medida, Viña del Mar? Ahí sí que existe conciencia social y educación y saben la diferencia que hace el voto.



Cuando se enloda al sector público, cuando todos los que trabajan en este son “operadores”, cuando todos allí “meten la mano”, no ayuda en nada que llegue un Gobierno y lo primero que haga sea recordarnos lo que hizo la última vez que estuvo en el poder.



El Senador que habla se hace parte de la solicitud del Honorable señor Ruiz-Esquide para saber cuántos funcionarios públicos fueron expulsados en 1990, en particular en el Ministerio de Educación. Tal vez fueron varios.



El titular de la Cartera, señor Ricardo Lagos Escobar, habría efectuado despidos al asumir, en democracia.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Cuántos?

El señor LAGOS.- Preguntémosle al Ministerio. Quizás fueron muchos.

El señor QUINTANA.- Y cómo estaba la planta paralela.

El señor LAGOS.- También.



¿Saben Sus Señorías? Aquí se confirman las peores sospechas de que, al final del día, una parte de la Derecha sigue siendo la misma. El Senador señor Ruiz-Esquide declaró esperar otra cosa de ella. Mi respuesta es que he conocido, en vida, una sola, la misma que desde hace 30 años, en buena parte, ha estado tratando de gobernar y cogobernar el país.



Han asumido, en democracia -ganaron legítimamente una elección-, y lo primero que hacen es despedir a funcionarios en la forma en que lo han hecho. Ello no tiene explicación. Le han hecho daño al sector público y, de paso, a la Alta Dirección Pública.



Espero que podamos tener prontamente aquí un proyecto de ley que permita contar con un servicio público como corresponde, sin operadores políticos de ninguna especie, pero también sin la posibilidad del abuso de los patrones de fundo que llegan y expulsan gente por la forma en que esta piensa y se expresa. No lo dice el que habla: lo aseveraron el Presidente de la República y el Honorable señor Espina Otero.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos discutido el tema en más de una oportunidad, tratando de determinar en el análisis la eficiencia o no en el funcionamiento de la Alta Dirección Pública.



Claramente, a un Gobierno que llega le está permitido disponer de los cargos de confianza y, en definitiva, usar a la Alta Dirección Pública para elegir a los mejores, pero sobre la base de ser los mejores que piensan “como nosotros”. Y uno podría coincidir en que la Concertación, cuando le tocó tomar decisiones, también eligió a los mejores que presentaron sus antecedentes, pero con el mismo criterio.



Me parece que esta práctica, que se reitera, va a obligar a una revisión en el funcionamiento del sistema, pero, más que eso, en el funcionamiento del Estado. 



¿Somos capaces de lograr un Estado que cuente con funcionarios que, independientemente del color político, de la transitoriedad de quien ejerce el poder, puedan pertenecer a la Administración para darle fortaleza, radicar en ella su experiencia y, por cierto, potenciar la abnegada labor de quien quiere su trabajo? 



Si prevalece el sentimiento de incertidumbre y, en especial, de la volatilidad de los cargos, la verdad es que estaremos frente a un proceso de corrosión y debilitamiento del Estado que a nada bueno va a llevarnos.



En realidad, se ha abierto un debate que no se cierra hoy día con el nombramiento que nos ocupa. Al igual que el Senador señor Lagos, ya voté a favor, porque creo que, en definitiva, el Gobierno que asume tiene el derecho de efectuar designaciones, de realizar reemplazos, pues ello formó parte de un acuerdo político que le daba respetabilidad a la Alta Dirección, que le daba al menos el equilibrio requerido.



Pienso que la coyuntura actual, particularmente en cuanto a la instalación del Gobierno y los despidos masivos que hemos conocido, nos da el espacio para discutir las reformas indispensables relativas al mecanismo de funcionamiento.



Porque deseo recordar algo que señalé durante largo tiempo en la campaña, en el sentido de que personas pertenecientes a la Alta Dirección Pública se hallaban incorporadas también -y ello, sin criticar en nada su condición personal, humana, profesional- a los equipos de los candidatos presidenciales. Por tanto, muchos de los que fueron rechazados -entre comillas- me decían: “El que no me seleccionó forma parte del equipo de campaña y va a estar en el Gobierno con el próximo Presidente, si es que gana”. Y efectivamente fue así.



A mi juicio, esa es una situación insostenible, aunque se puede enmendar, y que deja como resultado este análisis necesario. 



¿Cómo la corregimos?



Juzgo que es preciso determinar de manera muy clara cuáles son los puestos de confianza política en cuya designación se demanda excelencia profesional y académica -y la Alta Dirección Pública es el organismo que dirime sobre ello-; pero que, en definitiva, por revestir la calidad de tales, no se han cuestionado. O sea, el Gobierno tiene que ejercer sus funciones y disponer de los cargos estratégicos, porque responde de su programa, porque será juzgado por la ciudadanía, y, por lo tanto, es preciso permitirle un desempeño con los mínimos instrumentos necesarios y nombrando, por cierto, a los mejores de su confianza.



En esa línea se debe llegar a un consenso. ¿Cuál es?



Otro asunto son los funcionarios llamados “de planta”, en una Administración Pública que presenta una mala forma de evaluación. El hecho de que 99,8 por ciento del personal del Ministerio de Educación obtenga el máximo puntaje posible da cuenta de que el sistema no está funcionando bien.



Mi pregunta es: ¿la responsabilidad por esa situación les corresponde a los empleados? ¡Ella es del Ministerio, del Estado, del Gobierno, el cual no ha sido capaz de generar un proceso de modernización que haga posible contar con una escala de evaluación real y asertiva, para que los buenos sean premiados y los que no lo son o no cumplen no puedan gozar de los mismos beneficios! Si no, existe cero incentivo. Y eso es comprensible en cualquier trabajo, sea del sector público o del sector privado.



Con motivo de los despidos, le expresamos nuestra opinión al Ministro señor Lavín hoy en la mañana. Si intenta llevar a cabo vía decreto una modernización de la Cartera a su cargo y recurre a la creación de instrumentos y la reducción de 10 por ciento del personal, se podría concluir: “Tiene una buena intención, pero ha elegido un mal camino”. 



En cuanto a la modernización de cualquiera de las Secretarías de Estado, aquí se ha planteado, por ejemplo, la creación del Ministerio de Desarrollo Social, en reemplazo del MIDEPLAN. No veo al titular de esta última Cartera intentando materializar el nuevo organismo con medidas administrativas y una formalización mediante decreto. ¡Tiene que dictarse una ley!



Si alguien quiere efectuar despidos de la envergadura de 10 por ciento, como en el caso del Ministerio de Educación, tiene que traer al Congreso un proyecto de ley de modernización de la Cartera en el cual tal vez esa medida sea necesaria, pero sobre la base de que se toma como consecuencia de una discusión, a fin de equilibrar los derechos y los deberes y, particularmente, para llegar a una intencionalidad consensuada acerca de cómo va a funcionar ese órgano estatal.



Si el señor Ministro insiste en llevar adelante despidos sin que medie un proyecto de ley, entonces significa que ha asumido todo el poder y que va a encontrar escollos. No vamos a permitir que esa Secretaría de Estado se modernice vía decreto, vía facultades administrativas.



Si deseamos modernizar el Estado, queremos discutirlo en el Congreso. Eso es lo que pedimos.



Y la reevaluación que hagamos de la Alta Dirección Pública, en cuanto a su aplicación, tiene que ponerse en ese nivel.



Cabe recordar que hoy día se nos asegura que no existe ningún funcionario de planta despedido. ¿Es o no de planta alguien que cumple una función estratégica, que toma decisiones, que cuenta con facultades, que tiene personal a cargo, que asume la responsabilidad de manejar un conjunto de personas y lleva 18, 19 ó 20 años en un Ministerio? ¿Se podría decir que se halla a honorarios o a contrata o sucede que, en definitiva, la figura jurídica es una u otra, pero su función es efectivamente de planta, y que la asimilación a esta no ha prosperado por la imposibilidad de la modernización del Ministerio?



Porque este es un debate interminable, en las Comisiones de Presupuestos, entre Gobierno y Oposición. La Derecha nunca ha querido que el Estado crezca, y, por tanto, aprieta y recorta, cada vez que puede hacerlo, los recursos que hacen posible aumentar las plantas, y se afirma que existe grasa. ¡Y la grasa existe con planta, a honorarios o a contrata! ¡Y se lleva a cabo un ingreso por esa vía! En algunos casos, ello llega a representar 60 por ciento de los funcionarios de algunos servicios públicos. Ahí está el SERNAM.

El señor PROKURICA.- ¡Ochenta por ciento!

El señor NAVARRO.- Pero esa anomalía absoluta de que, en un servicio público, 80 por ciento de sus funcionarios estén a contrata o a honorarios y la planta sea mínima, completamente insuficiente, no es responsabilidad de quienes allí trabajan.



Porque sé de personas que han prestado servicios en forma leal, esforzada, conforme a esas dos primeras modalidades y que hoy día, con los despidos, reciben “el pago de Chile”. No basta ser un funcionario probo, trabajador. De repente, pagan justos por pecadores. 



Algunos preguntarán: ¿“Había operadores políticos de la Concertación en los Ministerios”? Sí, los había. ¿Ascendían a 10 por ciento del personal en la Cartera de Educación? Desde luego que no. Se trataba de un grupo reducido de personas de confianza política, quienes podrían haber desarrollado tareas técnicas y también políticas. Mas no correspondían a dicho porcentaje. Me parece, por lo tanto, que se esgrime un argumento que, tal vez, pudiera incluir un elemento de certeza, pero del cual se ha abusado.



Entonces, señor Presidente, al calor de lo que viene, lo cual comprende el proceso de modernización del Ministerio de Educación y la creación del Ministerio de Desarrollo Social -y la transformación del MIDEPLAN-; al calor de lo que debe ser el debate de la nueva institucionalidad pesquera, porque, a todas luces, el país requiere un Ministerio de Pesca; al calor, por cierto, de la posibilidad de reconstruir un conjunto de iniciativas planteadas por el Primer Mandatario, que requerirán una nueva institucionalidad descentralizada, acorde con la regionalización, se presenta la oportunidad de poder determinar cómo el Estado escoge a los mejores, cuestión que pasa, entre otras cosas, por elevar las remuneraciones en el sector. Claramente, con el nivel actual de estas últimas, se ha comprado mucha mediocridad. Si no somos capaces de otorgarles a los cargos estratégicos ingresos adecuados al mercado, con el objeto de que el Estado sea un competidor eficiente cuando lo enfrente, sufriremos un grave desmedro. O sea, el proceso de modernización completo de este último constituye un desafío que espero que el Gobierno pueda asumir.



Algunos dicen que la actual es una Administración con mayores capacidades, que existe experiencia de empresa y que, en definitiva, un Estado “estatal, pero también empresarial” es una fórmula potente y que la modernidad que podría brindarle el Presidente Piñera es un elemento y un insumo extraordinariamente vigoroso.



El programa de Gobierno no plantea la modernización del Estado, y, en ese aspecto, estamos corrigiendo a parches, a pedazos. Y la discusión sobre un cargo de la Alta Dirección Pública o un conjunto sistemático y progresivo de despidos forma parte de un tratamiento parcial, absolutamente insuficiente, a pedacitos, que no va a dar buenos resultados. La vía de una “tesis de mosaico” para discutir los problemas del Estado y la condición de los funcionarios públicos constituye un error.



Solo espero que, tal como ocurre en la política real, los programas evolucionen y que el expuesto en 2010 pueda ser objeto de las adaptaciones necesarias para situarse ante los desafíos que impone el hecho de ser Gobierno, y que, en ese sentido, exista la posibilidad de incorporar dentro de los consensos que se demandan de todos lados la posibilidad de modernizar el Estado de manera eficiente, con una preocupación central en los funcionarios públicos.



Hace un momento me reuní con representantes de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación (ANDIME) y con gente del SENAMA.



Perdón, señor Presidente. Quise decir del Servicio Nacional de Menores. No sé si habrá despidos también en el Servicio Nacional del Adulto Mayor. Es posible que ocurran.



Considero deseable que el Gobierno dé una señal más nítida acerca de cómo se va a llevar adelante el proceso y de si los Ministros tienen libertad de acción, de si existe algún tipo de control que no sea la propia voluntad y evaluación de cada uno de ellos, o bien, en definitiva, el proceso va a ser parte de una política más estructurada de la Administración. Si no, va a terminar por sufrir un daño, porque se está percibiendo que ha llegado un Gobierno que va a hacer una limpieza, una verdadera razia.



Estimo que muchos funcionarios creyeron en las palabras del Presidente Piñera que leyó el Senador señor Lagos. Y me parece que ese también es el caso del propio Primer Mandatario, desde luego. La cuestión radica en cómo están operando los Ministerios. Y el Gobierno y, en particular, el Senado, que es el lugar de los acuerdos, tienen claramente que cumplir una tarea muy importante al respecto.



Voy a plantear a la Concertación la necesidad de incorporar los despidos colectivos y masivos como parte de los temas de la Oposición, de manera de fijar posiciones. Y espero que, políticamente, exista una posición que defender y que el Gobierno también presente una que sea definida, más allá de la voluntad de un Ministro.



Hay quienes creen que la cuestión pasa por el legítimo derecho del Ministro señor Lavín de aspirar a la Presidencia de la República. Fue la fórmula de Ricardo Lagos: una buena gestión en Educación. En mi opinión, resulta claro que la Unión Demócrata Independiente difícilmente aceptará que un militante de Renovación Nacional sea de nuevo el candidato a la Primera Magistratura en 2013, de modo que respaldará a un hombre de sus filas. Y parece que el elegido es Lavín. Y el Ministerio escogido para consagrar ese camino es el de Educación. Y quiere hacerlo de la mano, entonces, no de la ley, sino de la gestión brillante de un Ministro que realizó una labor importante en un municipio, que sabe de modernización y de movilización. Porque hoy día, en la Cámara de Diputados, la mitad de las tribunas estaban ocupadas por funcionarios que reclamaban su reintegro, y la otra, por personal que apoyaba al titular de la Cartera. Por lo tanto, este cubre todos los terrenos: el popular, el de la movilización social, y también el intelectual, el político.



Estimo que, si ese es el camino, a poco andar dicho Ministerio ya no va a discutir las cuestiones de la modernización ni de la revolución educacional, sino si servirá o no al señor Lavín como trampolín, camino, alfombra, vía o carretera hacia La Moneda. Porque si dejan a este hacer todo lo que quiere -es un Ministro independiente-, será preciso entenderse con él.



Pero como creo que el Presidente sí tiene autoridad -y, a veces, por lo mismo, muchos de sus Ministros poco hablan, sino que más bien escuchan-, tenemos que saber claramente si para abordar los asuntos relativos a lo que se hará con el Estado es necesario entenderse con los Ministros o con el Primer Mandatario. Es necesario conocer, en definitiva, quién va a mandar respecto de estas materias, que son de Estado. No son cuestiones particulares ni políticas, sino que dicen relación a la esencia de la voluntad y del perfil de un Gobierno.



Por eso, reitero que he votado a favor del cambio que se efectúa, porque creo legítimo que el Gobierno pueda nombrar a quienes forman parte del equilibrio necesario en la Alta Dirección Pública. Sin embargo, considero que la metodología que se utiliza tiene que ser revisada.



Asimismo, pienso que la Oposición debe adoptar una postura frente a la ola de despidos masivos, de manera de no hacer del Estado un botín, una oportunidad para el saqueo o para tomárselo, como tantas veces se criticó. Y eso se hace de manera transparente, con las cartas sobre la mesa, tal como espero que suceda en los próximos días, como parte del debate.



¡Patagonia sin represas!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, nos encontramos en una sesión cuyo motivo es el nombramiento de la señora María Loreto Lira Domínguez como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública.

El señor LONGUEIRA.- ¿Eso es lo que nos convoca...?

El señor GÓMEZ.- En eso estamos.


Y dicha proposición se traduce finalmente en algo que no deja de ser importante. 



Señor Presidente, a pesar de la hora y -me imagino- del cansancio de los señores Senadores, pedí la palabra para contar un poco la experiencia que me tocó vivir como concejal, alcalde subrogante, subsecretario, ministro y funcionario público.

El señor NAVARRO.- ¡Y operador político...!

El señor GÓMEZ.- En cada una de esas actividades trabajé con distintas personas. Una de ellas fue Joaquín Lavín, entonces Alcalde de Las Condes. Yo era funcionario ahí antes de que él asumiera. 



Cuando llegamos a ese lugar, nombrados por el Presidente Aylwin, había una persecución atroz contra los funcionarios que eran identificados como pinochetistas...

El señor LAGOS.- ¡Pero en el Municipio de Las Condes no hay pinochetistas...!

El señor GÓMEZ.- ¿Qué hicimos entonces? Esto lo pueden corroborar los propios funcionarios de dicha municipalidad: en definitiva, toda la gente que laboró con nosotros no experimentó ninguna dificultad por pensar de manera distinta, pues nos integramos, llevamos a cabo una excelente gestión y mantuvimos una buena relación de trabajo.



Por eso, me extraña hoy día lo que está pasando en el Ministerio de Educación. Lo que aquí se ha dicho está en consonancia con lo que nos ha señalado la directiva de la ANEF: que se ha despedido a mil 500 funcionarios; en Educación, a alrededor de 500. Y no se trata de funcionarios de confianza.



En lo personal, nunca estuve de acuerdo con el compromiso a que se llegó respecto de la Ata Dirección Pública, a pesar de las grandes firmas de los hoy Senadores Longueira y Escalona, etcétera, porque me parece que quienes entran a una Administración deben gobernar con las personas de pensamiento afín, pero en las líneas directivas. Pero lo que aquí ocurre es que se está persiguiendo políticamente a quienes no están en esas líneas.



Y quiero repetir algunas palabras de mi amigo Alberto Espina Otero...

El señor PROKURICA.- ¿Amigo...?

El señor GÓMEZ.- Es amigo mío. No lo oculto.

El señor LONGUEIRA.- ¿Por lo Espina o por lo Otero...?

El señor GÓMEZ.- Pero tengo la impresión de que algo le está pasando al colega Espina, porque no solo se refirió a los casos que voy a mencionar, sino que, además, “les ha dado muy duro” al Senador Allamand, al Senador Longueira, porque pareciera que nadie puede opinar distinto del Gobierno. ¡Cómo va a ser posible!



Entonces, cuando él dice que hay operadores políticos...

El señor PROKURICA.- ¿De la Concertación?

El señor GÓMEZ.- Senador Prokurica, usted, con sus interrupciones, ¡ha sumado más minutos que los usados por quienes hemos hablado...!

El señor LAGOS.- ¡Que aprenda a contar hasta diez...!

El señor PROKURICA.- ¡Ustedes tuvieron este problema con el Senador Escalona en el Gobierno pasado!

El señor GÓMEZ.- Decía que el Senador Espina habló de “operadores políticos”, de “enquistados”; de  denuncias respecto de “personas identificadas”. 



En verdad, uno pensaba que ese lenguaje estaba totalmente erradicado en una democracia. 



Entonces, pedí el uso de la palabra por ese tipo de cosas y por la forma como se han dicho. Porque lo que está sucediendo con los funcionarios públicos es preocupante. 



Muchos de ellos son de la Concertación e ingresaron a la Administración durante sus Gobiernos. Llevan veinte años trabajando como servidores públicos. Y no se producirá lo que algunos están pidiendo: poco menos que cambien de pensamiento y se transformen ahora en piñeristas, aliancistas o como se quiera decir. Esos trabajadores seguirán pensando de la manera en que lo han hecho siempre, y no debiera existir ninguna razón, menos en democracia, para echarlos por tal causa.



Por su parte, el Senador Chadwick hizo una serie de afirmaciones...

El señor LONGUEIRA.- ¡Es Chadwick Piñera...! 

El señor GÓMEZ.- Es verdad. ¡Está la familia completa...!

El señor LAGOS.- ¡Hay parientes en todas partes...!

El señor NAVARRO.- ¡Falta Girardi Lavín...!

El señor GÓMEZ.- En todo caso, quiero adherir a lo que solicitó el Honorable señor Ruiz-Esquide, porque considero muy importante que se diga claramente cuántas personas han sido despedidas y de qué nivel, y que se expliciten las razones por las cuales se tomó esa determinación.



Si la situación se transformara en lo que uno está viendo, cual es, la persecución de personas que son echadas del servicio público por pensar distinto, cabría afirmar que sería lo peor que podría pasar en una democracia. ¡Y eso no es aceptable!



Por lo tanto, me parece fundamental que enfrentemos el asunto de buena manera. De lo contrario, terminaremos en un problema grave de institucionalidad política. 



Si no contamos con otros mecanismos para defender a la gente que trabaja en las instituciones públicas y que es despedida por pensar ahora, como opositora al Gobierno, igual que siempre, habrá una guerra compleja y difícil, pues en las distintas instancias del Parlamento existen instrumentos institucionales que se pueden utilizar ante conductas como esa.



Llamo, pues, a la cordura, tal como lo han pedido los Senadores señores Longueira, Ignacio Walker y otros. 



Sin duda alguna, quien gobierna tiene derecho a hacerlo con las personas que piensan como él. ¡Pero no vengan aquí a echar a funcionarios que llevan 20 años o más en la Administración Pública solo porque piensan distinto del Ejecutivo! ¡Eso es inaceptable! Y vamos a ocupar los mecanismos que sean necesarios para evitarlo.



Con respecto a la situación que se discute sobre la Alta Dirección Pública, en su momento tuvimos una sesión especial durante la cual se debatieron diversos criterios sobre el particular. Pero a las personas que se desempeñan hoy en cargos para los cuales fueron seleccionadas mediante dicho Sistema -se supone que se trata de profesionales que tienen las capacidades requeridas y son nombrados por quienes conforman el Consejo; entre ellos, la señora María Luisa Brahm, que renunció a él-, debiera respetárseles por lo menos el tiempo por el cual fueron elegidas.



Lo señalo porque conozco casos de personas que han dejado un cargo de planta por asumir en la Alta Dirección y hoy día están siendo obligadas a renunciar o despedidas. En mi opinión, esto es incorrecto. Porque esa gente dejó una situación que le brindaba cierta seguridad para integrarse a este Sistema, y ahora está siendo despedida. 



Finalmente, señor Presidente, cabe agregar que lo que señaló el Senador Escalona con tanta fuerza hace un momento es parte de la mucha información que los funcionarios públicos que piensan distinto del Gobierno nos han hecho llegar. Y algunos de los problemas que mencionan les impiden, incluso, tener tranquilidad en sus lugares de trabajo. Están inquietos. 



Las dificultades que hay en la Administración Pública dan cuenta de una situación compleja, que puede llevar a graves consecuencias sociales. 



Nuestra obligación en el Parlamento, y sobre todo en el Senado, es buscar soluciones equitativas, claras, a fin de terminar con el amedrentamiento que hoy día existe en la Administración Pública.



Señor Presidente, quise tomar la palabra para expresar que durante todo el período que señalé, y en las distintas instancias, jamás perseguí ni eché a un funcionario público por su forma de pensar. Muchos de ellos no pensaban como nosotros. Sin embargo, trabajaron en los distintos Gobiernos en que he participado, de los Presidentes Frei y Lagos, con altura de miras, en forma eficiente y correcta. 



Por lo tanto, lo que está sucediendo hoy con los funcionarios públicos es de extrema gravedad y debe ser detenido por quienes pueden hacerlo; o sea, por quienes gobiernan.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la proposición del Presidente de la República para nombrar a la señora María Loreto Lira Domínguez integrante del Consejo de la Alta Dirección Pública (32 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Letelier.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- De conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala al comienzo de la sesión, podemos tratar el proyecto modificatorio de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que el Senador señor Horvath solicitó discutir en general.

ENMIENDAS A LEY DE PESCA ANTE CATÁSTROFE DE 27 DE FEBRERO 

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y establece normas transitorias para enfrentar la catástrofe del 27 de febrero pasado, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6917-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 22ª, en 1 de junio de 2010.


Informe de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 26ª, en 9 de junio de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son:



1.- Establecer la obligación de inscribirse en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca a las personas naturales o jurídicas que deseen desarrollar actividades pesqueras de transformación.



2.- Modificar la definición de embarcación pesquera artesanal o embarcación artesanal, eliminando la exigencia de contar con un registro grueso máximo de 50 toneladas.



3.- Disponer que la reserva de cuota global de captura en caso de catástrofe natural o de daño ambiental será de hasta un 3 por ciento de la fracción regional respectiva o del promedio de desembarque en los tres años anteriores en la Región de que se trate.



4.- Eliminar la exigencia de acreditar residencia efectiva por tres años consecutivos en la Región pertinente para la inscripción en el Registro Artesanal, y



5.- Facilitar el retorno a sus actividades de los pescadores artesanales que perdieron sus embarcaciones en el terremoto y posterior maremoto del 27 de febrero.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Horvath y Sabag.



El texto que se propone aprobar en general, que es el mismo despachado por la Honorable Cámara de Diputados, se transcribe en el informe pertinente de la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general. 

El señor HORVATH.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, señor Senador.



Recuerdo a Su Señoría que está por terminar el tiempo del Orden del Día. De tal manera que solo si efectúa una rápida relación podremos votar la idea de legislar hoy.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa fue calificado de “suma” urgencia porque permite rehabilitar a los pescadores artesanales damnificados entre las Regiones de Valparaíso y de La Araucanía mediante la sustitución de sus naves, lanchas, botes pesqueros, de acuerdo a sus características.



En segundo lugar, se reemplaza la frase “y de hasta 50 toneladas de registro grueso”, a fin de garantizar la seguridad marítima sin aumentar el esfuerzo pesquero, como lo señalaron las autoridades competentes de la Subsecretaría de Pesca y de la Dirección General del Territorio Marítimo.



Por otro lado, se establece la posibilidad de que en las zonas de catástrofe los rangos históricos para entrar en los regímenes especiales de pesca sean considerados con la debida ponderación.



Solo un punto concitó discusión -de hecho, no llegamos a acuerdo-: el relativo a la acreditación de residencia efectiva de al menos tres años de los pescadores artesanales para actuar en la Región respectiva. Como ahora nos encontramos en el debate general, dicho asunto quedará para ser resuelto durante la discusión particular.



Por las razones expuestas, y dado que se trata de un proyecto con “suma” urgencia, solicitamos a la Sala que apruebe la idea de legislar y fije un plazo breve para presentar indicaciones, ojalá de aquí al próximo lunes. Se trata de una iniciativa simple y muy efectiva para ese importante sector.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (15 votos afirmativos), y se fija como plazo para formular indicaciones el lunes 14 de junio, a las 12.



Votaron la señora Matthei y los señores Cantero, Escalona, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Walker (don Patricio).

El señor CHAHUÁN.- ¿Puede agregar mi pronunciamiento afirmativo, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dejaremos constancia en la Versión Oficial de su intención de voto en tal sentido, Su Señoría.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole OBRAS DE CONECTIVIDAD VIAL Y CONSTRUCCIÓN DE PUENTE SOBRE RÍO BAKER EN SECTORES DE COMUNAS COCHRANE Y TORTEL, y al señor Ministro de Agricultura y a las señoras Ministras de Bienes Nacionales y de Medio Ambiente, pidiéndoles DECLARACIÓN COMO ÁREA SILVESTRE PROTEGIDA DE SECTOR FISCAL DE CERRO SAN LORENZO (ambos de Undécima Región). 

)------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Renovación Nacional.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.
HOMENAJE EN MEMORIA DE DON DANIEL LLORENTE GONZÁLEZ

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero rendir un homenaje a don Daniel Llorente González, recientemente fallecido en la ciudad de Vallenar.



Hoy, con tristeza, la Región de Atacama lamenta la sensible partida de este empresario y amigo.



Don Daniel llegó a Chile en 1952 desde la provincia de León, en España, cuando la minería del hierro estaba en pleno apogeo. Como inmigrante, se desempeñó en diversas actividades relacionadas con la metalmecánica.



El 15 de enero de 1958 fundó la empresa Llorente Industrial S.A., un desafío y emprendimiento que llevó el nombre de la Región al extranjero. Además, entre sus esfuerzos se destaca la industria olivícola con el aceite Don Daniel. Así, fue el iniciador de una actividad agroindustrial que cada día cobra mayor importancia, haciendo conocidos sus productos en todo Chile y en el extranjero.



Integró la Junta de Vigilancia del Río Huasco y se destacó por ser un socio activo de la Corporación de Desarrollo de Atacama (CORPROA), donde efectuó siempre aportes interesantes, sacados de la experiencia de su vida personal. Esto le valió a lo largo de su trayectoria empresarial recibir diversas distinciones, tanto en Chile como en Europa: el Premio Guillermo Wheelwrigth, otorgado por la Corporación de Desarrollo de Atacama en 1998, como uno de los empresarios más destacados de la Región; la Medalla Ambrosio O’Higgins, símbolo de la ciudad de Vallenar, por su alto espíritu de participación y colaboración en la comuna; y el galardón a la trayectoria empresarial en el exterior, entregado por el Colegio de Economistas de León (España), por su esfuerzo y constancia en el mundo de los negocios.



La Región llora su partida. Y don Daniel Llorente es recordado por su familia, amigos y comunidad como un hombre de esfuerzo, emprendedor y bondadoso.



Le sobreviven su esposa, Sara, con quien compartió 50 años de matrimonio -estaban muy cerca de celebrarlos-; sus hijos, Daniel y Loreto, y también sus nietos.



He dicho.



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los turnos de los Comités Independientes, Socialista, Demócrata Cristiano, Partido Por la Democracia, Radical Social Demócrata e Independiente y Unión Demócrata Independiente, ninguno de sus integrantes hace uso de ella.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:14.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 22ª, ORDINARIA, EN MARTES 1° DE JUNIO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones decimonovena especial y vigésima ordinaria, ambas del día 18 de mayo del año en curso, y de la sesión vigésimo primera ordinaria, del día 19 del mismo mes, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Ocho de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los tres primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” (Boletín N° 6.813-10).



2.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y establece normas transitorias para enfrentar la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (Boletín N° 6.917-21).



3.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país (Boletín N° 6.927-05).



Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



2.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (Boletín N° 6.747-12).



3.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).



Con los dos últimos, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina y García y del ex Senador señor Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 6.756-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 41, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, informa de las medidas adoptadas en virtud del Estado de Excepción Constitucional de Catástrofe, declarado a raíz de los sucesos acaecidos el pasado 27 de febrero.



Con el segundo comunicó su ausencia del territorio nacional entre los días 25 y 26 de mayo del presente año, ambas fechas inclusive, para participar en la ceremonia de celebración del Bicentenario del pueblo argentino, en la ciudad de Buenos Aires, República Argentina.



Informó, además, que durante su ausencia lo subrogaría, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



-- Se toma conocimiento.



Del Congreso de la República de Perú, con el cual transcribe la Moción aprobada por la unanimidad de su Pleno, por medio de la que expresa su preocupación y rechazo a la normativa adoptada recientemente por el Estado de Arizona que afecta los derechos humanos de los inmigrantes y fomenta el odio y la discriminación contra los mismos.



-- Se toma conocimiento.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y establece normas transitorias para enfrentar la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.917-21).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



2.- Proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (Boletín N° 6.884-05).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el cual emite su opinión, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán, relativo a la orden de no innovar en materia procesal penal (Boletín N° 6.890-07).



-- Se toma conocimiento y se agrega el documento a sus antecedentes.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los tres primeros remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.



Con el cuarto, remite copia autorizada de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad que señala, con la cual se acompañan antecedentes que indica.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los cuatro siguientes, envía igual número de copias autorizadas de las sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 1°, inciso segundo, del Código Penal; 168, inciso segundo, y 176 de la Ordenanza General de Aduanas; 8°, número 2°, de la ley N° 18.101, y 248, letra c), del Código Procesal Penal.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor  Horvath, acerca de la necesidad de crear una base mínima de la Fuerza Aérea en Balmaceda y realizar la habilitación por etapas del camino continuo entre Chaitén y Puerto Montt.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, con el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Letelier, en relación con la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la Moción que presentara para condonar el cobro de intereses respecto de obligaciones comerciales contraídas con proveedores públicos o privados damnificados por situaciones de catástrofe, que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a los daños que provoca la extracción de áridos en los ríos, como en el caso del río Simpson.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las obras de reparación de las plantas elevadoras de la Región del Biobío.



Tres de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con los dos primeros, contesta igual número de oficios enviados en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en relación con la posibilidad de establecer subsidios para el pago de arriendos o hipotecas a jefes de hogar que acojan a familias cuyas viviendas fueron declaradas inhabitables a raíz del terremoto y de habilitar a los municipios para demandar colectivamente por fallas en la construcción de inmuebles.



Con el tercero, da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la Moción que presentara para extender el ámbito de aplicación de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores a los asuntos sobre calidad de las construcciones, que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, respecto del comportamiento de servicio público de telefonía móvil en momentos críticos.



Dos de la señora Ministra del Medio Ambiente:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en relación a los instrumentos que utilizará el Ejecutivo para que los proyectos de reconstrucción nacional se ejecuten respetando la normativa ambiental.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la iniciativa de ley que presentara para incluir el concepto de capacidad de carga turística en el sistema de áreas silvestres protegidas, que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Dos del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca del suministro eléctrico para la localidad de Puerto Gaviota, comuna de Cisnes, Región de Aysén.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la posibilidad de acelerar en la Región del Biobío el proceso de regularización de títulos de dominio y los trámites concernientes a la construcción de nuevas viviendas.



Trece del señor Subsecretario General de la Presidencia:



Con los seis primeros, responde igual número de oficios dirigidos por el Honorable Senador señor Navarro, respecto de las siguientes materias:



Los cinco primeros, referidos a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa los proyectos de ley que recojan las ideas contenidas en las Mociones que presentara para someter los balances de las fundaciones a la Ley sobre Acceso a la Información Pública; incluir el concepto de capacidad de carga turística en el sistema de áreas silvestres protegidas; establecer un mecanismo de compensación de gastos municipales por aumentos transitorios de población y extender el ámbito de aplicación de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores a los asuntos sobre calidad de las construcciones, que fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



El sexto, relativo a la conveniencia de otorgar el bono solidario concedido en marzo a las mujeres que asumen el rol de jefas de hogar.



Con el séptimo y octavo, responde dos oficios dirigidos en nombre de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, relativos a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa los proyectos de ley que recojan las ideas contenidas en las Mociones que presentaran  para modificar la Ley de Rentas Municipales en materia de mitigación y compensación de mayores gastos municipales por aumentos transitorios de población y establecer la obligación de la Corporación Nacional Forestal y de Protección de Recursos Renovables de fijar límites a la carga turística en el sistema de áreas silvestres protegidas, que fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el noveno, contesta un oficio dirigido en nombre de los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, en relación con la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la Moción que presentaran relativa al efecto de las deudas de cotizaciones de salud respecto del despido, que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el décimo, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Gómez, referido a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la Moción que presentara para crear un Fondo de Desarrollo para la Región de Antofagasta, que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el decimoprimero, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Letelier, referido a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la Moción que presentara para condonar el cobro de intereses respecto de obligaciones comerciales contraídas con proveedores públicos o privados a los damnificados por situaciones de catástrofe, que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el decimosegundo, responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en relación con la posibilidad de integrar el Metrotrén al Transantiago en la forma que expone.



Con el decimotercero, responde un oficio dirigido en nombre de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Lagos, Longueira y Zaldívar, referido a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la Moción que presentaran para establecer una incompatibilidad para el ejercicio del cargo de consejero de la Alta Dirección Pública, que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Del señor Subsecretario de Pesca, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la entrega de las actas del Comité de Áreas Contiguas, a contar del inicio del funcionamiento del Plan de Manejo de las referidas áreas.



Del señor Subsecretario del Trabajo, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, en relación con la posibilidad de dar continuidad a los programas de empleo que se han aplicado en la comuna de Valdivia.



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, referente a los servicios sanitarios que presta la empresa Aguas Andinas S.A., en la comuna de San José de Maipo.



Dos del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en relación con los problemas derivados del funcionamiento de la planta de tratamiento de aguas servidas de la comuna de Paine.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, respecto de los sumarios sanitarios instruidos en relación con la empresa MOLYMET S.A.



Del señor Director Suplente del Servicio de Salud Araucanía Norte, con el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Quintana, respecto de las dificultades que afectan al funcionamiento de la Posta de Quechereguas, en la comuna de Traiguén.



Dos del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro del Interior: 



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, acerca de los Fondos Sociales Presidente de la República para el año 2010.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de la situación de empleo de la Región de Aysén y de la necesidad de emprender su reactivación económica.



Del señor Presidente Nacional de Bomberos de Chile, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Quintana, en relación con el otorgamiento al Cuerpo de Bomberos de la Región de La Araucanía de los medios necesarios para el desarrollo de sus funciones.



-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informes



Segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 6.756-07).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De la Honorable Senadora señora Alvear, con la que inicia un proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín N° 6.965-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Girardi, con la que inicia un proyecto de ley que prohíbe la publicidad del tabaco (Boletín N° 6.966-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Tuma, Kuschel, Larraín, Letelier, Sabag y Walker, don Ignacio, que lamenta y condena los hechos ocurridos frente a las costas de Gaza (Boletín N° S 1.252-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de esta sesión ordinaria, de conformidad a lo propuesto por la Comisión de Relaciones Exteriores.

Rehabilitación de ciudadanía



Solicitud del señor Renán Gilberto Aguirre Fuentes, con la cual pide al Senado la rehabilitación de su ciudadanía, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 17 de la Constitución Política de la República (Boletín N° S 1.251-04).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Permiso constitucional



Solicitud del Honorable Senador señor Orpis para ausentarse del territorio nacional entre los días 2 y 5 de junio del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

Comunicaciones



Dos del señor Secretario General de la Honorable Cámara de Diputados, con las que comunica la nómina actualizada de los Honorables Diputados que integrarán las Comisiones Mixtas de las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto de ley sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (Boletín Nº 4.670-07).



3.- Proyecto de ley que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).



4.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



5.- Proyecto de ley sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a sus antecedentes.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto del proyecto de ley que suspende temporalmente la aplicación de normas que regulan la comunicación de anotaciones comerciales respecto de las personas domiciliadas en Regiones declaradas Zonas de Catástrofe (Boletín N° 6.854-03), hasta las 12 horas del día lunes 7 de junio del presente año, en la Secretaría de la Comisión de Economía, y sugerir a esta Comisión que procure fusionar tal iniciativa con el proyecto referido a la publicación de protestos (Boletín N° 6.914-03).



2) Incluir en el Tiempo de Votaciones de la sesión del día de hoy el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Tuma, Kuschel, Larraín, Letelier, Sabag y Walker, don Ignacio, que lamenta y condena los hechos ocurridos frente a las costas de Gaza (Boletín N° S 1.252-12).



3) Efectuar la Hora de Incidentes en la sesión del día de hoy, suprimiéndola en la sesión del día miércoles 2 de junio en curso.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

Votación de la proposición de los Comités sobre la integración de la Comisión de Ética y 

Transparencia del Senado


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que en la sesión del martes 18 de mayo último se dio cuenta de la proposición de los Comités para nombrar como integrantes de la Comisión de Ética y Transparencia a los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear, y señores Allamand, Larraín y Tuma.


Agrega que para aprobar tal propuesta se requieren los votos conformes de tres cuartas partes de los Senadores presentes.

- - -



Puesta en votación la referida proposición, es aprobada por 24 votos a favor y una abstención, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 230 del Reglamento de la Corporación.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Se abstiene, la Honorable Senadora señora Allende.

- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Chahuán, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la propuesta en análisis.

- - -



Acto seguido, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Larraín.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley Nº 19.628, suspendiendo por un plazo determinado la información comercial de las personas cesantes, 

con informe de la Comisión de Economía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.628, suspendiendo por un plazo determinado la información comercial de las personas cesantes, y que tiene el Boletín N° 4.436-03.



Añade que esta iniciativa se inició en Moción en la Honorable Cámara de Diputados y su principal objetivo es modificar la Ley sobre Protección de la Vida Privada para suspender por un tiempo determinado la comunicación o publicación de información comercial -en especial, protestos y morosidades- sobre personas que acrediten encontrarse en situación de cesantía.



La Comisión de Economía discutió este proyecto solamente en general, aun cuando se trata de una iniciativa de artículo único, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, García, Novoa y Zaldívar.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García, Tuma, Longueira, Novoa y Letelier.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 23 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -



Concluida la votación, y a solicitud de los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath, Longueira, Pizarro y Rossi, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la iniciativa en análisis.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 7 de junio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Introdúcense en el artículo 17 de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, nuevos:



“Las entidades responsables que administren bancos de datos personales no podrán publicar o comunicar la información referida en el presente artículo, en especial los protestos y morosidades contenidas en él, cuando éstas se hayan originado durante el período de cesantía que le afecte.



Para estos efectos, la Administradora de Fondos de Cesantía comunicará los datos de sus beneficiarios a los responsables de bancos de datos personales sólo mientras subsistan sus beneficios para los efectos de que éstas bloqueen la información concerniente a tales personas.



Sin embargo, las personas que no estén incorporadas al seguro de cesantía deberán acreditar dicha condición ante las entidades responsables de bancos de datos personales, acompañando el finiquito extendido en forma legal o, si existiese controversia, con el acta de comparecencia ante la Inspección del Trabajo, para los efectos de impetrar este derecho por tres meses renovable hasta por una vez.


Para que opere la renovación se requiere que la situación de cesantía persista y, al efecto, se deberá adjuntar un certificado de la Administradora de Fondos de Pensiones o bien del Instituto de Previsión Social, donde conste que al deudor no se le ha efectuado imposición previsional alguna desde la fecha del finiquito.



Toda la información contenida con anterioridad a lo preceptuado en los incisos anteriores seguirá siendo dada a conocer.



Las entidades responsables de la administración de bancos de datos personales no podrán señalar bajo ninguna circunstancia, signo o caracterización que la persona se encuentra beneficiada por esta ley.”.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Tuma, Kuschel, Larraín, Letelier, Sabag y Walker, don Ignacio, que lamenta y condena los hechos ocurridos frente 

a las costas de Gaza


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, pide a la Sala guardar un minuto de silencio en memoria de las víctimas de los incidentes acaecidos frente a las costas de Gaza.



La Sala guarda un minuto de silencio.



A continuación, el señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.252-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 25 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que una flota de barcos mercantes integrada por organizaciones no gubernamentales de carácter civil, denominada “Flotilla de la Libertad”, pretendía ingresar ayuda humanitaria a los territorios palestinos de Gaza. Las naves transportaban más de 10 mil toneladas de ayuda humanitaria y a 750 civiles provenientes de distintos países de América, Europa y Asia, incluyendo una delegación de parlamentarios de Alemania, Bulgaria, Irlanda, Noruega y Suecia, quienes querían demostrar su solidaridad con el pueblo palestino y su repudio al bloqueo de Gaza;

2. Que dicha flotilla fue interceptada por efectivos de las Fuerzas Armadas del Estado de Israel, en aguas internacionales, en forma violenta e injustificada;

3. Que en el mencionado asalto las tropas israelíes atacaron a tripulantes y pasajeros, producto de lo cual falleció un número considerable de civiles, integrantes de las organizaciones humanitarias que participaron en esta actividad;

4. Que no se tienen noticias ciertas de los sobrevivientes, los cuales fueron detenidos ilegalmente y estarían siendo interrogados, para su posterior deportación o juicio en Israel. Entre los detenidos estaría una mujer de nacionalidad chilena, respecto de la cual no se conocen las condiciones en que se encontraría;

5. Que es necesario que las partes involucradas en el conflicto del Medio Oriente perseveren en la búsqueda de la paz, respetando estrictamente el derecho internacional y las resoluciones de la Organización de las Naciones Unidas, garantizando el derecho del Estado de Israel y del Estado Palestino a una existencia plena, con fronteras seguras y estables, y

6. Que la Cancillería chilena emitió, en el día de ayer, un comunicado que en su parte principal expresa:

“El Gobierno de Chile deplora la violenta reacción de fuerzas israelíes contra un grupo de embarcaciones civiles, entre ellos uno de bandera turca, que se dirigían a las costas de la Franja de Gaza.

Chile condena el uso de la fuerza en todas sus formas y especialmente en este caso ocurrido en aguas internacionales, produciéndose muertos y heridos entre tripulantes y pasajeros civiles de embarcaciones que, de acuerdo a antecedentes que se disponen, llevaban ayuda humanitaria.”.


El Senado acuerda:


a) Lamentar profundamente la pérdida de vidas humanas y manifestar su total repudio y condena a este acto de violencia ejecutado por el Gobierno de Israel en aguas internacionales, en contravención a las normas del derecho internacional y al concepto de uso proporcionado de la fuerza.


b) Solicitar la liberación incondicional de todos los detenidos en esta operación y, en especial, pedir a la Cancillería que vele por la situación de la mujer chilena que se encontraría detenida.


c) Instar a los organismos internacionales a que investiguen en profundidad los hechos, a fin de sancionar a los responsables de conformidad a la Carta de las Naciones Unidas, pues lo sucedido viola el derecho internacional y afecta objetivamente el curso de las negociaciones pacíficas para alcanzar la paz en el Medio Oriente.”.

_______________

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Girardi, Quintana y Rossi, con el que solicitan medidas de ayuda en el ámbito educacional en beneficio de las regiones y comunas afectadas por la reciente catástrofe, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, 

Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.248-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.



Resalta que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Navarro, Quintana y Walker (don Ignacio), informa a la Sala que tiene una opinión favorable sobre esta iniciativa.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 24 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón, y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Longueira, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la iniciativa en análisis.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que en atención a la situación económica en que se encuentra el país para enfrentar los gastos necesarios para la reconstrucción, y considerando que las regiones afectadas agrupan a gran parte de la población nacional, dirigentes del Magisterio han propuesto destinar los recursos que se utilizan para realizar el Simce y la evaluación docente a un fondo de reparación de escuelas, señalando que más importante que la realización de esas pruebas, al menos en las regiones afectadas, es recuperar la confianza y estabilidad emocional que permitan condiciones favorables para la enseñanza y el aprendizaje;

2. Que el señor Ministro de Educación descartó suspender el Simce y la evaluación docente, declarando que “no queremos aflojar en nada en la calidad, queremos que los niños no pierdan el año, pero que además sea un año escolar de verdad y, por tanto, mantener las evaluaciones, mantener las pruebas tal como se había señalado con anterioridad al terremoto y al tsunami”;

3. Que la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios de la ONU estimó que los establecimientos educacionales operando con restricciones en la Región del Biobío alcanzan a un 47% del total, mientras que los que no están habilitados para funcionar debido a los daños llegan al 22%, con la consecuente afectación del proceso educativo;

4. Que en lo referido a la evaluación docente, los educadores de la Región del Biobío han obtenido en general resultados positivos: el 2007 sólo un 1% recibió nota insatisfactoria y de los 3.106 profesores que participaron en la evaluación ese año el 65,8% resultó competente y el 9,1% destacado, quedando entre los mejores del país;

5. Que los resultados de la evaluación docente para el período 2003-2006 entregados por el Programa Red Maestros de Maestros del Ministerio de Educación muestran el siguiente cuadro para algunas de las comunas más afectadas por el terremoto y el maremoto:

	Comuna

	Insatisfactorio %

	Básico %

	Competente

	Destacado

	Total General

General


	Talcahuano

	0; 0,0%

	66; 23,8%

	171; 61,7%

	40; 14,4%

	277; 100%


	Tomé

	2; 1,2%

	28; 16,9%

	126; 75,9%

	10; 6,0%

	166; 100%


	Cobquecura

	0; 0,0%

	1; 2,9%

	31; 88,6%

	3; 8,6%

	35; 100%


	Concepción

	1; 0,4%

	63; 23,4%

	185; 68,8%

	20; 7,4%

	269; 100%


	Penco

	0; 0,0%

	18; 20,5%

	63; 71,6%

	7; 8,0%

	88; 100%


	Coronel

	2; 1,0%

	48; 24,4%

	130; 66,0%

	17; 8,6%

	197; 100%


	Chillán

	2; 1,0%

	60; 28,6%

	136; 64,8%

	12; 5,7%

	210; 100%



6. Que el Reglamento sobre Evaluación Docente, de fecha 30 de agosto de 2004, señala que se podrá, a solicitud del docente, suspender la evaluación para el año inmediatamente siguiente, entre otros casos, por razones de fuerza mayor;

7. Que el objetivo de los profesores de la Región del Biobío no es eludir la evaluación docente, sino postergarla en atención a los daños materiales que sufrieron tanto profesores como alumnos y a los efectos psicológicos que persistirán en los alumnos y en los maestros por largo tiempo, y

8. Que en el caso de quienes rinden la PSU, si ya antes del terremoto existía la percepción de que la evaluación no daba cuenta de las diferencias iniciales entre los establecimientos educacionales municipalizados y particulares subvencionados respecto de los particulares pagados, un proceso educativo precario derivado del terremoto y la imposibilidad de parte de las familias afectadas de financiar un pre-universitario incrementarán todavía más la brecha, poniendo en riesgo el acceso a las carreras escogidas por parte de los estudiantes.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir al señor Ministro de Educación y a las autoridades pertinentes para que se adopten las siguientes medidas:


a) Suspender transitoriamente el proceso de evaluación docente a los profesores de las comunas y regiones más afectadas por el terremoto y maremoto de febrero pasado, con excepción de aquellos que manifiesten estar en condiciones de querer realizarlo.


b) Establecer un reforzamiento general, contratando el apoyo académico necesario, que les permita a los estudiantes de las regiones más afectadas rendir la PSU en igualdad de condiciones.


c) Establecer un subsidio para el pago de la inscripción en un pre-universitario y en la PSU de todos aquellos estudiantes de cuarto medio que lo requieran, especialmente de la educación municipalizada de las comunas más damnificadas.


d) Diseñar y concordar, mediante un diálogo con los planteles de educación superior, un mecanismo que permita asegurar la asignación de becas para todos aquellos estudiantes con buenos puntajes de comunas afectadas por el terremoto y el maremoto cuyas familias no estén en condiciones de solventar sus gastos de estudios.”.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Ministro de Salud, solicitando la ampliación, a los Hospitales de Puerto Natales y Porvenir, de la licitación de una farmacia para el nuevo Hospital Regional de Punta Arenas.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo revertir el llamado a licitación para la operación de la barcaza Padre Antonio Ronchi.


2) Al señor Director Nacional del SERNATUR, planteando la inclusión de la XI Región en programas vacacionales de la tercera edad.



- De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín al señor Ministro de Obras Públicas -y, por su intermedio, a la Subsecretaría de Obras Públicas y a la Dirección General de Aguas-, solicitando información respecto a la contención de aguas superficiales del arroyo Los Culenes y a la contención de aguas superficiales y subterráneas del estero El Chorrillo, comuna de Olmué.



- De la Honorable Senadora señora Rincón al señor Ministro del Interior, requiriendo antecedentes en cuanto a denuncias sobre inflamabilidad de kits de impermeabilizantes para viviendas de emergencia.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien pide oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, para que se completen las obras de enrocado y reencauzamiento del río Blanco, en la zona sur del país.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Radical Socialdemócrata e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Gómez, quien solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra Secretaria General de Gobierno -y, por su intermedio, al señor Subsecretario de Deportes-, en relación con las dificultades para ejecutar ciertos proyectos en la II Región -particularmente, el que normaliza el Estadio Regional de Antofagasta-, debido a las rebajas presupuestarias para afrontar el proceso de reconstrucción de la zona afectada por la catástrofe de febrero pasado.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Rincón, quien pide oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda, para reiterar la petición de antecedentes respecto de la ejecución de los 700 millones de dólares reasignados presupuestariamente por el Ejecutivo a fin de enfrentar la emergencia producto del terremoto y del maremoto.


Asimismo, pide dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior, con el objeto de que remita información precisa acerca de los Fondos Sociales Presidente de la República para el presente año.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por la señora Senadora, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido por la Democracia, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Quintana, quien solicita oficiar, en su nombre, al señor Director General de Aeronáutica Civil, en cuanto a las alternativas de emplazamiento del nuevo aeropuerto de la IX Región.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Independientes, y Partido Socialista.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 23ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 2 DE JUNIO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones decimonovena especial y vigésima ordinaria, ambas del día 18 de mayo del año en curso, y de la sesión vigésimo primera ordinaria, del día 19 del mismo mes, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los dos primeros, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que prohíbe el uso de bolsas plásticas no biodegradables (Boletines números 6.045-12; 6.080-12; 6.520-12, y 6.585-12, refundidos).


-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


2.- Proyecto de ley que establece como feriados los días 17 y 20 de septiembre de 2010 (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.919-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el tercero, comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (Boletín N° 6.692-05).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que envía igual número de copias autorizadas de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005, y 365 del Código Penal.


-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De la señora Intendenta de la Región de Aysén, con el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de las proposiciones que formulara en relación con la situación de desempleo que afecta a la Región y su reactivación económica.


Del señor Jefe de Fiscalización de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, en relación con la instalación de una antena de telefonía móvil por parte de la empresa CLARO CHILE S.A., en la comuna de Olmué.


-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informe


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.813-10).


-- Queda para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Patricio, señora Rincón y señor Rossi, con la que inician un proyecto de ley que declara imprescriptibles los delitos sexuales contra menores (Boletín N° 6.956-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Tuma, con la que inician un proyecto de ley que extiende los acuerdos de compensación o mitigación ambiental a la totalidad de los interesados (Boletín N° 6.957-12).


-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


De los Honorables Senadores señora Rincón y señores Quintana, Pizarro, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de ley que prohíbe plaguicidas de elevada peligrosidad (Boletín N° 6.969-01).


-- Pasa a la Comisión de Agricultura.


De los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Longueira, con la que dan inicio a un proyecto de ley que amplía el recurso de apelación en materia laboral (Boletín N° 6.970-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

- - -



Luego, el señor Presidente informa del fallecimiento de la señora esposa del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en virtud de lo cual recaba el consentimiento de la Sala para enviar, en nombre de la Corporación, las condolencias correspondientes, y para que el Orden del Día de esta sesión concluya a las 17 horas, de manera de poder concurrir al velatorio.

Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, con segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, 

unidas

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, que modifica el artículo 126 bis de la Carta Fundamental, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.756-07.


Agrega que esta iniciativa cuenta con un segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, el cual deja testimonio de que se presentaron cinco indicaciones al texto acogido en general, tres de las cuales fueron rechazadas, y dos, declaradas inadmisibles.



En consecuencia, tales Comisiones resolvieron ratificar el texto aprobado en general, decisión que fue adoptada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero y Zaldívar -con dos votos cada uno- y señores Chadwick, Pérez Varela, Sabag y Walker (don Patricio).



Cabe resaltar que para la aprobación en particular del proyecto se requiere el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio.



El señor Secretario General añade que las Comisiones informantes, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejan constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


4.- Indicaciones rechazadas: números 3, 4 y 5.


5.- Indicaciones retiradas: no hay.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1 y 2.

- - -



En discusión en particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag, Letelier, Navarro, Cantero, Novoa, Chahuán, Tuma, Zaldívar y Orpis.


Es menester destacar que, durante su intervención, el Honorable Senador señor Novoa pide votación separada de la palabra “sólo”, contenida en el texto del artículo único del proyecto.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión en particular de la iniciativa, e inscritos para hacer uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa -en su segundo discurso- y Lagos.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General expresa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Director General de la Policía de Investigaciones, solicitando información acerca de la factibilidad de establecer una dotación policial permanente en la comuna de Porvenir.


- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Planificación, en lo relativo a la importancia de concretar una vía de integración Puerto Montt-Puerto Yungay.


2) Al señor Ministro de Obras Públicas -y, por su intermedio, a las Direcciones de Vialidad, de Obras Portuarias y de Obras Hidráulicas-, pidiendo la realización de obras en el cauce del río Blanco, en la zona sur del país.


3) A los señores Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas y Director Regional de Vialidad de Aysén, comunicando solicitud formulada a la empresa Edelaysén S.A. para la reposición del servicio eléctrico entre Puyuhuapi y Ventisquero Colgante.


- De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín al señor Ministro del Interior, requiriendo información acerca del aumento de la dotación policial y del establecimiento del Plan Cuadrante en la comuna de La Cruz.


- De la Honorable Senadora señora Rincón al señor Contralor General de la República, pidiendo antecedentes relativos al sistema de postulación a los Fondos Sociales Presidente de la República, para el año en curso.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.087, PARA INTRODUCIR ADECUACIONES PROCESALES A LIBRO V DE CÓDIGO DEL TRABAJO

(6470-13)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo en el sentido siguiente:


1. En el artículo 429, agrégase en el inciso primero, la siguiente oración, pasando su punto aparte (.) a ser seguido (.):


"Con todo, si las partes no hicieren uso del derecho establecido en el párrafo segundo del N° 1) del artículo 453, el tribunal podrá decretar de oficio o a petición de parte, el abandono del procedimiento, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 152 del Código de Procedimiento Civil.".

2. En el artículo 500, agrégase en el inciso quinto, la siguiente oración, pasando su punto aparte (.) a ser seguido (.):


"La reclamación que presente el demandado se entenderá para todos los efectos, como contestación de la demanda.".

3. En el artículo 501, agrégase en el inciso final, la siguiente oración, pasando su punto aparte (.) a ser seguido (.):


"Con todo, el juez podrá diferir hasta por tres días la redacción de la sentencia, siempre que al término de la audiencia de a conocer la forma en que se resolvieron las pretensiones de las partes; en este caso, la sentencia respectiva deberá notificarse a éstas mediante carta certificada, en conformidad a lo señalado en el artículo 440.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

2

SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE ECONOMÍA Y DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONSAGRA PRINCIPIO DE NEUTRALIDAD EN LA RED PARA CONSUMIDORES Y USUARIOS DE INTERNET

(4915-19)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Economía y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, tienen el honor de informaros el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en Moción de los Honorables Diputados señores Gonzalo Arenas, Marcelo Díaz, Enrique Estay, Alejandro García-Huidobro, Patricio Hales, Javier Hernández, Tucapel Jiménez, José Antonio Kast, Carlos Recondo y Felipe Ward.
- - -

Cabe dejar constancia que Su Excelencia el señor Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho del proyecto, en el carácter de “suma”.

- - -

A una de las sesiones en que las Comisiones unidas estudiaron este proyecto asistieron, además de sus integrantes, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Felipe Morandé, y el Honorable Diputado, señor Gonzalo Arenas.


Asimismo, a una o más de las sesiones en que las Comisiones unidas estudiaron el proyecto de la referencia asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:


De la Subsecretaria de Telecomunicaciones: el Subsecretario, señor Jorge Atton; el ex Subsecretario, señor Pablo Bello; la asesora, señora Carolina Tagle; la abogado de la División Jurídica, señora Vitalia Puga, y el Jefe de la División Política Regulatoria y Estudios, señor Cristian Nuñez.


De la Asociación de Proveedores de Internet API A.G.: el Presidente, señor Miguel Moya G.; el Secretario Ejecutivo, señor Marcelo Brodsky; el Director señor Gianpaolo Pairano: y los señores José Ignacio Alvear, de la Empresa Asociada Telmex y el señor Matías Danus, de la Empresa VTR.


De Liberación Digital: el Presidente, señor Thomas Pollak, y el Representante del Movimiento Neutralidad SI, señor José Huerta.
- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO 


En general, garantizar a los usuarios de Internet el respeto al principio de neutralidad en la red. En tal sentido, las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet, y también estos últimos, no podrán bloquear, interferir, discriminar, entorpecer ni restringir arbitrariamente el derecho de cualquier contenido, aplicación o servicio legal a través de Internet, así como cualquier otro tipo de actividad o uso legal realizado a través de la red. Deberán ofrecer a cada usuario un servicio de acceso a Internet o de conectividad al proveedor de acceso a Internet, según corresponda, que no distinga contenidos, aplicaciones o servicios, basados en la fuente de origen del mismo o de la propiedad de éstos, habida cuenta de las distintas configuraciones de la conexión a Internet según el contrato vigente con los usuarios.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Ninguno.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 3, 4, 5 y 9.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nº 10, 11, 12, 13, 14, 15, 25, 26, 27,  30, 31, 32, 34, 35, 36, 37, 38 y 39.


IV.- Indicaciones rechazadas: 1, 2, 6, 7, 8, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24 y 28.

V.- Indicaciones retiradas: Nº 29, 33 y 40.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Al iniciar la discusión particular de este proyecto, en sesión de 13 de octubre de 2009, el entonces Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pablo Bello, destacó dos objetivos principales del mismo. 

En primer término, proteger que el acceso a Internet no establezca discriminaciones, distorsiones o bloqueos, que tengan como consecuencia afectar o minimizar el acceso de los usuarios a todos los contenidos de Internet. En este punto manifestó que una característica de Internet es que los proveedores de acceso son siempre menos que los proveedores de contenidos y aplicaciones. En el ámbito de los contenidos y aplicaciones, hay una posibilidad cierta de competencia, que aparezcan nuevos actores, innovaciones, pero para ello es una condición esencial que el proveedor de acceso no pueda establecer un tratamiento discriminatorio sobre estos contenidos y aplicaciones. Ese es el planteamiento esencial del mal denominado principio de neutralidad de red, que busca en definitiva, establecer una suerte de muralla entre el proveedor de acceso y los contenidos y aplicaciones.  Agregó que en nuestro país, incluso se han planteado casos ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia sobre este ámbito. 


Este proyecto de ley incorpora en la Ley General de Telecomunicaciones, por primera vez, el concepto de Internet, de manera de poder establecer ciertas regulaciones mínimas, básicamente consagrar este concepto de no discriminación arbitraria. Destacó la importancia del elemento “arbitrariedad” para estos efectos, pues se trata de un proyecto de libre competencia, que pretende generar un espacio para la innovación, la creatividad; y pueden existir casos en que, existiendo un trato discriminatorio, éste no sea arbitrario, como ocurre con ciertos productos de acceso, a modo de ejemplo, con la empresa Telefónica, que provee una solución de acceso a Internet gratis para todos los sitios .cl, y un cobro adicional tratándose de los .com, hay un trato discriminatorio pero no arbitrario, más bien una estructura tarifaria que favorece el acceso a Internet para los sectores de menores ingresos.


Como segundo gran objetivo del proyecto, el señor Subsecretario expresó que una vez que se incorpora en la Ley General de Telecomunicaciones la figura de acceso a Internet, se establece la obligatoriedad de dictar un reglamento que regule las condiciones mínimas de operación de este servicio. Ello es fundamental, pues en esta materia existe una percepción generalizada entre los usuarios que miden su velocidad, que la calidad de servicio es inferior a la que contrataron. A este respecto, si bien concuerda que no existe la posibilidad de garantizar una calidad de servicio en Internet, por definición es probabilística pues depende del estado de la red en cada momento, pero consideró que no es posible que las probabilidades vayan siempre en contra del usuario. Sí hay parámetros técnicos que es posible establecer al momento de configurar las redes, para que las probabilidades en términos de calidad de servicio se asemejen en promedio, a lo menos, a lo que se está comercializando. Y precisamente el Reglamento regulará estos aspectos mínimos, como por ejemplo: el derecho a reclamar; a terminar un contrato; a que exista una relación mínima entre la cantidad de veces que se revende el acceso a Internet, de la banda ancha internacional que se contrata. Nuevamente acá hay una relación probabilística, no se contrata a nivel del ancho de banda internacional toda la conectividad potencial que todos los usuarios puedan hacer en un momento determinado, sino que se supone que se reparte entre 1 a 20 generalmente, sería importante que una regulación abordara este aspecto, que es fundamental para las velocidades que uno finalmente reciba. Algo similar ocurre en el caso de acceso final; en Chile, de acuerdo a las normas técnicas, se mide la velocidad en el punto de intercambio de tráfico, donde el proveedor de acceso se conecta con su ISP, y eso está al margen de la oferta de contenidos y aplicaciones  reales, y por eso el resultado de la medición de velocidad con el medidor del propio ISP del usuario, se obtiene un resultado determinado, muy inferior a cuando se mide efectivamente la experiencia real de navegación.


Agregó como materias adicionales que aborda este proyecto de ley, la posibilidad de establecer un control parental, de modo que el ISP pueda establecer ciertas restricciones y bloqueos, siempre con información completa, y a solicitud de la persona interesada; y ciertos aspectos de transparencia, hoy en día las condiciones de prestación de servicio son desconocidas por los consumidores, se publicitan de manera imperfecta, y hay un conjunto de parámetros, más allá de la velocidad, que tienen que ver con especificades del servicio, que son desconocidos para los usuarios. 


El señor Bello recalcó que se está hablando de la protección del acceso  a contenidos y aplicaciones legales. No entra en absoluto de contradicción con lo que se discutió en el marco de la tramitación del proyecto de ley sobre propiedad intelectual.


El proyecto va en la misma dirección de otros países en este ámbito, como la FCC, organismo regulador en USA, que acaba de anunciar una iniciativa legislativa muy similar a la refrendada en este proyecto de ley, donde más que establecer un concepto “duro” de neutralidad, reconoce que la red se puede administrar, puede ser eficiente administrarla, pero lo fundamental es que el proveedor de acceso no pueda discriminar arbitrariamente entre los distintos proveedores de contenido, entre la oferta de servicios y aplicaciones que tiene que estar abierto, libre y disponible para todos los usuarios.


Finalmente manifestó que se trata de un proyecto de la mayor relevancia, urgente dado el nivel de desarrollo de Internet en nuestro país.


Finalizada la exposición del señor Subsecretario, intervinieron distintos Honorables Senadores.


El Honorable Senador señor Pérez se refirió a las indicaciones presentadas al proyecto, y consultó al señor Subsecretario por su opinión al respecto, en el sentido de si éstas van en la línea de su perfeccionamiento, o, por el contrario, introducen modificaciones sustanciales al proyecto.


El señor Subsecretario expresó que las indicaciones presentadas al proyecto tienen por objeto, en general, perfeccionar sus aspectos fundamentales, ya señalados, y mejorar su redacción.


El Honorable Senador señor García, atendido que actores relevantes en este ámbito ya fueron recibidos por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, pidió al señor Subsecretario que diera cuenta, en grandes líneas, la posición de aquéllos respecto al proyecto.


El señor Bello hizo presente que, en general, las concesionarias y proveedores de servicios de Internet, aceptan que es un proyecto técnicamente adecuado a la naturaleza de la red, y si bien en principio son más bien reacios a la introducción de regulaciones, les parece razonable. Valoran especialmente que esta regulación se introduzca en la Ley General de Telecomunicaciones, particularmente por la mayor expertiz técnica de la Subsecretaria de Telecomunicaciones en esta materia, y que genera mayor transparencia en términos de información a los consumidores, a fin de que haya más competencia.


El Honorable Senador Flores consultó quiénes son los proveedores de Internet, y cuáles son sus diferencias. 

El señor Bello estimó necesario para ello tener presente el Protocolo IP, que es un protocolo integrador y convergente, sobre el cual se pueden dar múltiples prestaciones, con o sin calidad de servicio. Hay telefonía IP, televisión IP; e Internet, que es una red que utiliza el Protocolo IP, red distribuida, que no tiene calidad de servicios, y en la que hay un conjunto de aplicaciones y de servicios distribuidos en la nube. El proyecto en estudio se refiere específicamente a Internet, no a todas las aplicaciones y contenidos que se pueden desarrollar aplicando el Protocolo IP. Tratándose de prestaciones con calidad de servicio que utilizan tecnología IP,  en nuestro país se asimilan jurídicamente a la prestación respectiva, independientemente de la tecnología, es decir, a modo de ejemplo, la televisión IP está regulada de la misma forma que la televisión de pago.


Manifestó que en Chile hay una estructura de acceso al usuario final duopólica, dos empresas concentran el 90% del acceso, pero hay tendencias de cambio, en términos positivos: irrupción de tecnologías de acceso inalámbrico, particularmente asociadas a la telefonía móvil de tercera y cuarta generación. La evolución esperada para los próximos dos o tres años es que las tecnologías inalámbricas móviles van a ser tan competitivas en términos de calidad de servicio como lo es hoy día el acceso alámbrico tradicional; y, en segundo lugar, han entrado nuevos actores a la industria. La calidad del acceso en Chile, si bien lidera América Latina, está lejos de lo que algunos estudios señalan como los requerimientos de calidad de servicio necesarios para un país desarrollado, por lo que se requieren inversiones importantes en materia de construcción de nuevas redes, y extensión de las redes de fibra óptica, a nivel nacional y a nivel de las ciudades. Con la infraestructura actual, no es posible ofrecer velocidades de acceso a Internet de más de 6, 7 u 8 megabites por segundo. Para mejorar se requieren redes más complejas, que tengan fibra óptica más cerca del hogar del usuario final. 


Es un mercado dinámico, en el cual uno de los riesgos más importantes que se presentan hacia el futuro y que se ha observado también en otros países, es la integración vertical entre proveedor de acceso y de contenido, pues podría reducir la competitividad del mercado, y afectar el desarrollo futuro, en los espacios para la innovación y creatividad.  Es un aspecto fundamental, y es uno de los motivos por los que se plantea el proyecto, evitar que se produzca esta integración vertical, y tener un acceso más competitivo, con mayor presión regulatoria donde sea necesario, con más tecnologías.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que es importante ver el escenario futuro. Chile, en su opinión, se ha quedado atrás en los avances tecnológicos. Japón, por ejemplo, cuya realidad le tocó conocer hace un tiempo, ofrece una velocidad de 300 megabites por segundo inalámbrico, y pretenden llegar a 1 gigabite por segundo inalámbrico. Destacó la importancia de la tecnología inalámbrica, pues consideró que el aparato celular se presenta como el aparato de convergencia, no sólo para la televisión y hablar por teléfono, sino también para conectarse a Internet y desarrollar distintas aplicaciones. A nivel país, no existe una política de desarrollo de conectividad y estrategia digital.


En cuanto al proyecto en estudio, destacó su importancia, pues en definitiva es el desarrollo de distintos contenidos y aplicaciones lo que revoluciona el uso del Internet.


El señor Subsecretario señaló que si bien la carrera de más velocidad es importante, no puede ir sólo desde la oferta de las redes, sino que debe estar acompañada de una mayor sofisticación en el uso, y de una oferta de contenidos y aplicaciones que permitan llenar esas redes. Velocidades muy altas generalmente se sustentan en la televisión digital.


Presentó un cuadro con diversas tecnologías y sus principales características. Los pares de cobre son el pasado en materia de telecomunicaciones, un pasado que no tiene más de 2 o 3 años, lo que demuestra la rapidez con que cambia este mercado. Para entrar a la carrera de velocidad, es fundamental un desarrollo de la tecnología de fibra óptica, y se requieren instrumentos de política pública, incentivos regulatorios para que se puedan desarrollar esas tecnologías. Probablemente tiene sentido adoptar el camino de Australia y Singapur, que constituyen consorcios público-privados, para la construcción de estas carreteras de fibra óptica, con la ventaja que sus ampliaciones son básicamente electrónicas.


Agregó que el proyecto en estudio va alineado con lo que se ha conversado, en pro del avance tecnológico y de que Internet avance. Es un proyecto muy simple, que en ningún caso pretende generar una sobreregulación, sino por el contrario, fomentar y garantizar que Internet desarrolle toda su potencialidad, permitir que los creativos nacionales desarrollen nuevos y mejores contenidos y aplicaciones, con la garantía que el proveedor de acceso no le va a bloquear el acceso, y donde el usuario, el internauta, va a estar más protegido.


Atendido lo expuesto, las Comisiones unidas estimaron importante celebrar una sesión a fin de recibir a algunos invitados, para conocer su opinión respecto a estos temas.


En una nueva sesión que las Comisiones unidas celebraron el día 27 de octubre de 2009, expusieron representantes de diversas entidades relacionadas con la materia en discusión.


Matías Danus, Director de la API y representante de la empresa VTR, luego de agradecer la invitación a exponer sus puntos de vista, destacó el nivel del debate que ha habido en torno a este proyecto, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, y la colaboración de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, todo lo cual ha contribuido a que éste avance en la dirección adecuada de establecer un marco de acción suficientemente flexible para ordenar el mercado de Internet, cómo se ofrece en estos servicios, con la dificultad de definir legalmente todas las características del servicio que se entrega, y la constante introducción de nuevas tecnologías que inciden en el mismo.



En su opinión, el proyecto se estructura básicamente, por una parte, en torno a la idea de arbitrariedad y de igual trato entre los distintos suministradores que compiten sobre Internet, de modo de evitar prácticas contrarias a la libre competencia, y por otro lado que se permita establecer un esquema en que los usuarios de Internet tengan cabal conocimiento de lo que están contratando y de las características del producto contratado, de modo de poder elegir al proveedor que se ajuste más a sus necesidades y a sus capacidades de pago.  



Es peligroso, continuó señalando, establecer prohibiciones absolutas o exigencias absolutas en algo que es dinámico. En ese sentido, apuntan en la línea correcta calificativos tales como que no se pueda establecer lo que es una interferencia de restricciones o de restricciones arbitrarias, que se permita en una segunda evaluación a través del Consejo de Arbitrariedad, que pueda definir cuál es el sentido, cuál es la intervención y la discriminación que hacen los operadores. Ello  permite seguir evolucionando, y al mismo tiempo, ofrece un marco de garantía para los usuarios y para los proveedores que están en el mercado de Internet, que ofrecen contenidos, servicios o productos que utilizan esta tecnología y que es su forma de llegar a los usuarios finalmente.



En su opinión, hay un segundo concepto que podría trabajarse mejor, pues no se encuentra suficientemente claro, que es la referencia al contrato vigente con los usuarios, contemplado en la última frase del primer párrafo del artículo 24 H, letra a). Explicó que establecen relaciones comerciales con sus clientes y se basan principalmente en un esquema contractual y se le propone al cliente. Es una relación bastante más cercana a un contrato de adhesión, porque básicamente por la masividad es muy posible que se establezca una negociación en un módulo, pero hay mercados que son menos masivos y sus usuarios son mas selectivos y cuando aumenta el tipo de  servicio que se requiere, la especificidad de las condiciones (por ejemplo en el segmento corporativo), es una negociación bastante más abierta. En uno y otro caso la compañía le ofrece al público las características del producto, tanto en sus condiciones técnicas como comerciales. Si el cliente conoce correctamente lo que está contratando, es muy probable que va a tomar una decisión adecuada.  Exigir que el servicio tenga una característica estándar, única y del mismo tipo para todos los usuarios y para todos los proveedores, va a resultar cada vez mas difícil, como ocurre en el caso de las compañías de teléfonos móviles. Los usuarios pueden decidir qué contratar de acuerdo a lo que claramente informa el proveedor.  



El señor Danus consideró medular destacar lo que se ha construido hasta ahora.  Básicamente se consagra la posibilidad de los operadores de administrar su red. Todos los proveedores del servicio Internet toman decisiones, dimensionan su red e ítem de tecnologías, que en algunas ocasiones son mejores, otras son peores y eso es parte del riesgo del negocio. Toman decisiones respecto del riesgo, de qué medidas aplicar para hacer que esta red funcione mejor; es de vital importancia consagrarlo, para fijar en qué consiste el servicio de Internet. No son carreteras únicas y cerradas para que cada vehiculo y cada uno de los clientes pase y transite a su discreción, son vías compartidas y eso significa que están sujetas a congestión. Lo que hacen las compañías es mejorar y administrar adecuadamente esa congestión. Hay otros productos en el mercado de Internet que se refieren a las conexiones dedicadas, que usan otros parámetros de conexión. Destacó que este segundo párrafo, recoge cual es el criterio principal, que es amparar la libre competencia, que estas definiciones que tomen las compañías no afecten a los distintos proveedores que están en Internet, vinculadas o no por alguna relación societaria con el proveedor de acceso a Internet. En su entender, es la definición que se propone en este párrafo, y al mismo tiempo que las compañías puedan establecer las medidas de administración que estimen adecuadas para prevenir algunos de estos grandes objetivos, lo que ellos comparten. No les parece que esta definición sea modificada, porque se podría desvirtuar la naturaleza del servicio que entregan.



En cuanto a las demás disposiciones del proyecto en estudio, indicó que van en la misma línea de consagrar estos dos grandes criterios, y no le merecen mayores comentarios. Sólo manifestó cierto reparo en relación al artículo 24 J), que otorga la facultad al Ministerio y a la Subsecretaria de dictar un Reglamento, pues les preocupa que en definitiva las bases esenciales de esta materia se consagren en sede reglamentaria. 



Finalizada la exposición del señor Danús, el señor Moya se refirió brevemente al Código de Buenas Prácticas, cuyo desarrollo fue encargado por la Subsecretaría, y que estimó fundamental para que regule a la industria, el poder transparentar al usuario lo que contrata, proporcionarle información precisa en las páginas web y dar la seguridad que si la persona contrata A, eso es lo que se le está otorgando. El documento ya se le hizo llegar a la Subsecretaria para su análisis, y ahí se define todo lo relativo a la velocidad y otros términos relevantes. 



A continuación, el Presidente de las Comisiones unidas dio la palabra al señor Thomas Pollack, representante de Liberación Digital, quien en primer término agradeció la invitación, y comentó que la empresa que representa nació a raíz de un polémico acuerdo firmado entre el Gobierno y Microsoft hace dos años. Liberación Digital está concebida como una red descentralizada a través de Internet, que sin embargo es muy proactiva, teniendo muchas iniciativas en términos de discusión, de participar en mesas de trabajo, en el Ministerio de Economía, y organizando varios encuentros. Agregó que han tenido una buena acogida de parte de la prensa, y actualmente son unos 500 inscritos de correos que participan activamente. Señaló que el tema en discusión les importa muchísimo, pues creen en Internet como un medio que les permite expresarse libremente, y el proyecto permite mantener la red abierta, democrática. 



Continuó señalando que si hay un cambio que ha tenido la web en estos últimos años es que ha dejado de ser un medio de consumo de información solamente, y ha pasado a ser un medio o más bien una plataforma de servicio y aplicaciones, es decir, se está usando cada día más la web como un ecosistema de software al cual se accede a través del navegador y obviamente a través de la conexión.  Es la famosa nube que significa que el software esta cada día más en la web y no tanto en el escritorio, es decir, cada día se compra menos software en discos compactos y por el contrario se usan softwares que están disponibles gratuitamente en Internet.  



Agregó que, además de representar a Liberación Digital, también representa a toda una generación de emprendedores chilenos, de emprendedores web chilenos, que están desarrollando productos desde Chile hacia el mundo y que usan la web como una plataforma para hacerlo. La empresa se llama Folk, y ha ido desarrollando productos específicos para resolver problemas muy simples y hay uno que tiene ver con la neutralidad.  Es un software que se llama Prike, permite rastrear computadores robados, para explicar en términos muy simples tres funciones en base a un sistema a través de Internet, es decir, el software se instala en el computador y permite, a través de un sitio Web, dar el aviso al software de que el computador ha sido robado y de esa forma el computador empieza a recopilar toda la información y la envía, incluyendo varias cosas como por ejemplo, una foto del ladrón, en caso de que el computador tenga una webcam. Este recurso requiere tener una vía despejada de comunicación entre el computador del usuario y el servidor en Internet para poder funcionar. No obstante, cabe preguntarse qué ocurriría si es que  por una decisión algún ISP hace bloqueo del o los puertos que usa el software para poder comunicarse, es decir si algún día imposibilita su aplicación, instalando el software en el computador de un usuario que se comunique con el servidor que debe dar el aviso al computador para que empiece a funcionar, e incluso para recibir información. Si no hay una ley que impida que esto ocurra, o permita que se tenga una vía de acceso abierta y sin bloqueo, se corre el riesgo de que el software no pueda funcionar.



Se refirió también a otra empresa chilena, MIDIACE, que hace striding de contenido a través de Internet, trabaja derechamente  con contenido. En base a una alianza de un ISP con otra empresa, podría reducir el ancho de banda para que esta empresa entregue sus contenidos a través de Internet, y por lo tanto perjudicando su capacidad para poder emprender.



La ley de la neutralidad en la red aborda un tema de libre competencia, porque asegura que una empresa no intervenga en los negocios de otra, garantiza un mercado sano y fomenta el emprendimiento.  



El señor Pollak hizo mención del caso emblemático de ATT contra Skype. Explicó que ATT limitó el uso de la tecnología Skype en los teléfonos móviles, bloqueando la posibilidad de que Skype pudiera ser consumido por los usuarios de ATT. En Chile también hay un caso emblemático de Telefónica con Redvoice, que se presentó al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, pero el juicio duró dos años; plazo que es una eternidad en el mundo de la tecnología y específicamente de Internet. El fallo favoreció a Redvoice, pero el tiempo y costo de ello muchas veces no puede ser asumido por empresas más pequeñas.



Por otra parte, en el tema de Internet se presentan una serie de problemas para los consumidores, como por ejemplo, no tener un organismo a quien reclamar ante situaciones como corte del servicio, problemas de velocidad y otros. De acuerdo a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, un 92% de los hogares chilenos con banda ancha declara haber tenido problemas con la velocidad de su conexión. En la página web “Reclamos.cl”, 5 de las empresas con mayores denuncias en el sitio son de aquéllas que proveen acceso a Internet. El usuario está indefenso. La situación, es grave por lo engañosa que es la publicidad en esta materia, toda vez que no se entrega la información de manera clara y oportuna al usuario para que pueda tomar una decisión.


Concluyó que la neutralidad  garantiza y fomenta el desarrollo de un ecosistema de emprendimiento como competencia sana, es decir, permite la llegada de nuevos emprendedores que pueden usar la Web como plataforma para poder desarrollar productos y lanzarlos hacia el resto del mundo, como sucede hoy día.



Finalizó con una cita de uno de los llamados padres de la Web: Timberling Inc, que señala que la neutralidad en la red es la base para un mercado justo y competitivo. Es la base de la democracia, para que la comunidad decida que hacer.



Intervino luego el señor José Huerta, representante del Movimiento Neutralidad en la Red, quien manifestó que su intención es aportar la posición que como agrupación de usuarios y consumidores de los servicios de conexión a Internet, tienen respecto a la situación jurídica que se debate del proyecto en comento y a las indicaciones presentadas a su respecto. 

Señaló que algunos acotan que la red no es neutral por principio.  Sin embargo, desde sus inicios, al ser entregada como una especie de licencia abierta y gratuita a toda la humanidad, podemos considerar que no existe ningún derecho, de ninguno de los participantes en la red, para interferir sobre las labores de los terceros. La Constitución Política de la República consagra el derecho a propiedad, el derecho a emprendimiento, el derecho al debido proceso y el derecho de libre expresión, todos relacionados con el tema de la neutralidad.  Agregó que actualmente los proveedores de acceso a Internet están realizando actos de dominio sobre los derechos de propiedad de terceros, en el sentido de que hoy en día los cambios en la tecnología de transferencia de archivos han puesto en relativo jaque a las empresas proveedoras, en cuanto su modelo comercial se ha basado siempre en un caso probabilístico. Por ejemplo, un proveedor puede entregar el servicio de conexión a una cuadra, a 100 personas o a 100 hogares con una velocidad de 1 mega. El proveedor apuesta a que esos 100 hogares no van a estar conectados simultáneamente ocupando ese mega, por lo tanto, como proveedores venden a 200 o 300 o incluso a 400 hogares, en el sentido que esos 400 hogares no iban a estar utilizando la totalidad del enlace que habían contratado, que es básicamente el mismo modelo que tienen las compañías de telefonía móvil. El problema se plantea porque en internet todos los días los usuarios están usando la totalidad de su conexión contratada con los proveedores. Hace diez años cada persona que quería acceder a un contenido de Internet, requería que ese contenido estuviera almacenado en un servidor, que estuviera servido en un equipo, pudiendo ser en la casa de al lado, o en China; por lo tanto cada persona tenía que ir a ese servidor y requerir el documento que estaba tratando de descargar para poder obtenerlo en su computador. Hoy en día, diez años después, tenemos un protocolo de transferencia de archivos, que se llama punta a punta, conforme al cual, básicamente, todos los usuarios que participan de la conexión comparten un segmento del documento que se está tratando de transferir.  Por lo tanto deja de existir la figura del servidor central que  almacenaba el documento aquél, y hace que todos los usuarios entreguen un pedacito de él, haciendo que la transferencia del archivo para el usuario final sea a máxima velocidad durante todo el tiempo en el cual se está realizando la descarga.  Si lo llevamos, por ejemplo, a un plan de 1 mega de conexión que está bajando un archivo de 1 Gb va a estar una hora o dos horas constantemente bajando al máximo de velocidad, y eso sucede durante todo el día con todos los usuarios de Internet en Chile.  Por lo tanto, el modelo probabilístico de la ISP en Chile ha cambiado, y en vez de afrontarlo a través de inversión y crecimiento, lo han afrontado a través de bloqueo  de centros de estos servicios. 



Ello atenta contra los derechos de los usuarios que contratan en base a cierta publicidad cierto bando de ancha ofrecida, y estos bloqueos no afectan sólo al usuario final como consumidor, sino que afectan el derecho de propiedad, el derecho de emprendimiento, la libertad de expresión de aquellas personas que realizan negocios a través de Internet. Dio un ejemplo en USA, donde existe una compañía denominada BUZE, que transmiten videos y películas, obviamente todas licenciadas, por lo general de licencia abierta, y los usuarios para poder verlas en sus casas descargan esta película, pero a través del protocolo moderno, P to P, es decir que están constantemente utilizando todo su enlace contratado con el ISP, para descargar estas películas. Si el ISP, en el caso de Conkas, la cablera más grande de USA, que tiene mas 13 millones de clientes, bloquea el acceso de P to P, BUZE, como empresa, no puede realizar su negocio en el país.



La neutralidad en la red es el principio que ha regido en la Internet desde el minuto que se creó, en el cual ninguno de los participantes puede tener ingerencia sobre el negocio o la participación de otro. El proyecto persigue garantizar que ni los proveedores de acceso a Internet ni cualquier otra persona que pueda participar en el negocio de la conectividad a Internet, pueda interferir en las intenciones de negocios o los derechos de otras personas.


Refiriéndose al texto del proyecto y las indicaciones presentadas, indicó que hay algunas bastante beneficiosas y otras que irían en contra de la intención del proyecto de ley. Les parece que la Subsecretaría de Telecomunicaciones es un órgano sumamente técnico, que puede tomar el pulso hoy en día de lo que es el mercado sin interferir en el desarrollo del mismo más allá de fijar los límites, por lo tanto, manifestó su desacuerdo con cualquier indicación que apunte a la eliminación de la potestad reglamentaria establecida en el proyecto de ley de neutralidad de la red. Por otra parte, la inserción del concepto de arbitrariedad en el proyecto, incorpora a una ley que es de carácter absolutamente técnica un componente subjetivo,  porque se sancionan los casos que arbitrariamente bloqueen un contenido, con lo que obliga al denunciante, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones o a quien corresponda, a demostrar que el ISP actúa en base a un capricho o a un motivo subjetivo y no a razones técnicas que pueden ser de cualquier índole, como para bloquear  un contenido o algún servicio en Internet.


Asimismo, entre las indicaciones presentadas al proyecto hay varias que se refieren a situaciones que ya han sido zanjadas en la Ley sobre Propiedad Intelectual, particularmente un artículo que señalaba algunas obligaciones para los proveedores de acceso y para los proveedores de contenidos, en cuanto ellos actuaban como un órgano jurisdiccional, norma que consideró absolutamente inconstitucional, en el sentido que vulnera el derecho al debido proceso. Algunas indicaciones van en esta línea al otorgar la facultad a los proveedores de acceso a Internet para cortar o bloquear el acceso en cuanto un tercero pueda solicitarlo en virtud de que vea sus derechos vulnerados sin que medie la intervención de los tribunales de justicia, que es lo lógico de un estado de derecho.



Cerrando su intervención, el señor Huerta expresó que lo que persiguen por medio de esta ley es que se obligue a las empresas a prestar el servicio que se ha prometido en la publicidad; un servicio en el cual no se atente contra los derechos de los usuarios, y finalmente se apunta a lo que es cualquier actividad comercial en este país en el cual, gracias a nuestro ordenamiento civil y constitucional, ninguna empresa puede interferir sobre los negocios de otros.

______________


En sesión de 3 de noviembre de 2009, vuestras Comisiones unidas iniciaron el estudio de las indicaciones presentadas al proyecto.


A continuación, se efectúa una relación de los artículos y de las referidas indicaciones presentadas, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.


“Artículo primero.- Agréganse los siguientes artículos 24 H, 24 I y 24 J en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:


“Artículo 24 H.- Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet y también estos últimos; entendiéndose por tales, toda persona natural o jurídica que preste servicios onerosos de conectividad entre los usuarios o sus redes e Internet:


a) No podrán bloquear, interferir, discriminar, entorpecer ni restringir arbitrariamente el derecho de cualquier usuario de Internet para utilizar, enviar, recibir u ofrecer cualquier contenido, aplicación o servicio legal a través de Internet, así como cualquier otro tipo de actividad o uso legal realizado a través de la red. En este sentido, deberán ofrecer a cada usuario un servicio de acceso a Internet o de conectividad al proveedor de acceso a Internet, según corresponda, que no distinga contenidos, aplicaciones o servicios, basados en la fuente de origen del mismo o de la propiedad de éstos, habida cuenta de las distintas configuraciones de la conexión a Internet según el  contrato vigente con los usuarios.   



Con todo, los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones y los proveedores de acceso a Internet podrán tomar las medidas o acciones necesarias para la gestión de tráfico y administración de red, en el exclusivo ámbito de la actividad que les ha sido autorizada, siempre que ello no tenga por objeto realizar acciones que afecten o puedan afectar la libre competencia. Los concesionarios y los proveedores procurarán preservar la privacidad de los usuarios, la protección contra virus y la seguridad de la red. Asimismo, podrán bloquear el acceso a determinados contenidos, aplicaciones o servicios, sólo a pedido expreso del usuario, y a sus expensas. En ningún caso, este bloqueo podrá afectar de manera discriminatoria a los proveedores de servicios y aplicaciones que se prestan en Internet.


b) Podrán ofrecer, a expensas de los usuarios que lo soliciten, servicios de controles parentales para contenidos que atenten contra la ley, la moral o las buenas costumbres, siempre y cuando el usuario reciba información por adelantado y de manera clara y precisa respecto del alcance de tales servicios.


c) Deberán publicar en su sitio web, toda la información relativa a las características del acceso a Internet ofrecido, su velocidad, calidad del enlace, diferenciando entre las conexiones nacionales e internacionales, así como la naturaleza y garantías del servicio. 


El usuario podrá solicitar al concesionario o al proveedor, según lo estime, que le entregue dicha información a su costo, por escrito y dentro de un plazo de 30 días contado desde la solicitud. 

- - -


Respecto del artículo 24 H fueron presentadas las siguientes indicaciones:

1.- Del Honorable Senador señor Cantero, y 2.- del Honorable Senador señor Ominami, para suprimir, en el encabezamiento propuesto, el vocablo “onerosos”.


En discusión, hicieron uso de la palabra el ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Bello, y los Honorables Senadores señores Pizarro y Pérez, quienes concordaron en la necesidad de sustituir el término “oneroso” por el de “comercial”, fundado en que es más amplio y adecuado al objetivo y espíritu de la norma.  En este sentido, plantearon la conveniencia de rechazar ambas indicaciones.


- En votación las indicaciones números 1 y 2, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Flores (como integrante de ambas Comisiones), García, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).


A continuación, los Honorables Senadores señores Pérez y Pizarro, sobre la base de lo expresado con ocasión de la discusión en torno a las indicaciones N°s. 1 y 2, sugirieron a las Comisiones unidas reemplazar el término “oneroso” por “comercial”.


- En votación la referida modificación, es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Flores (como integrante de ambas Comisiones), García, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones). (Artículo 121 del Reglamento del Senado).

letra a)


3.- Del Honorable Senador señor Longueira, para intercalar, en el párrafo primero de la letra a) propuesta, a continuación de la frase “No podrán”, el vocablo “arbitrariamente”.


- En votación la indicación N° 3, se obtuvo el siguiente resultado: 3 votos a favor y 3 abstenciones, correspondientes a los Senadores señores Flores (como integrante de ambas Comisiones) y García. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones). 


El señor Presidente anuncia que corresponde repetir la votación, toda vez que las abstenciones influyen en el resultado.


Repetida la votación, la indicación N° 3 es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Flores, García, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).


Las indicaciones Nºs. 4, del Honorable Senador señor Cantero, y 5, del Honorable Senador señor Longueira, proponen suprimir, en el párrafo primero, el término “arbitrariamente” que sigue a la palabra “restringir”.


-En votación, las indicaciones N°s 4 y 5 son aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Flores, García, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).


La indicación Nº 6, del Honorable Senador señor Longueira, propone sustituir, en el párrafo primero, la frase “el derecho de cualquier usuario de Internet” por “la capacidad de cualquier usuario de Internet conforme al respectivo contrato”.


-En votación, la indicación N° 6 es rechazada por 5 votos en contra y dos abstenciones, correspondientes a los Honorables Senadores señora Matthei y señor Pérez. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Cantero, Flores, García, y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).

La indicación Nº 7, del Honorable Senador señor Muñoz Barra, es para reemplazar, en el párrafo primero, la frase “el derecho de cualquier usuario de Internet para” por “la capacidad de los usuarios de Internet, dentro del marco de la legislación y los respectivos contratos que estuvieren vigentes, para”.


-En votación, la indicación N° 7 es rechazada por unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Flores, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).

La indicación Nº 8, del Honorable Senador señor Muñoz Barra, sustituye, en el párrafo primero, las frases “ofrecer a cada usuario un servicio de acceso a Internet o de conectividad al proveedor de acceso a Internet, según corresponda, que no distinga” por “informar a los usuarios, mediante publicación en la respectiva página web, las restricciones a que estén sujetos los servicios ofrecidos en términos de acceso a contenidos, aplicaciones o servicios. Asimismo, podrán incluir en su oferta de servicios, planes de acceso o conectividad que no distingan”.


-En votación, la indicación N° 8 es rechazada por unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Flores, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).

La indicación N° 9, del Honorable Senador señor Longueira, intercala, en el párrafo primero, a continuación de la frase “que no distinga”, el vocablo “arbitrariamente”.


-En votación, la indicación N° 9 es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Flores, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).


Las indicaciones Nºs 10, del Honorable Senador señor Cantero, y 11, del Honorable Senador señor Ominami, proponen intercalar, en el párrafo primero, a continuación de la frase “que no distinga”, la siguiente: “privilegie, degrade u otorgue prioridad a”.


Por su parte, las indicaciones Nºs 12, del Honorable Senador señor Cantero, y 13, del Honorable Senador señor Ominami, intercalan, en el párrafo primero, a continuación de las palabras “del mismo”, la expresión “, el destino”.


Finalmente, las indicaciones Nºs 14, del Honorable Senador señor Cantero, y 15, del Honorable Senador señor Ominami, son para sustituir, en el párrafo primero de la letra a) propuesta, la frase “de la propiedad de éstos” por “la propiedad de éstos”.


En discusión las indicaciones Nºs 10 a 15, los miembros de las Comisiones unidas pidieron dejar constancia que el tenor de estas indicaciones está en armonía con las indicaciones Nºs 3, 4, 5 y 9 aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas. Asimismo, entienden que en esta proposición comprenden el concepto arbitrario y acordaron sustituir el inciso primero de la letra a), por otro que contenga las modificaciones aprobadas.


-En votación, las indicaciones N°s 10, 11, 12, 13, 14 y 15 son aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Flores, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).


La indicación N° 16, de Honorable Senador señor Muñoz Barra, propone suprimir, en el párrafo primero, la frase “según el contrato vigente con los usuarios”.


-En votación, la indicación N° 16 es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Flores, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).


La indicación N° 17, del Honorable Senador señor Vásquez, propone sustituir el párrafo segundo de la letra a) propuesta, por el siguiente:


“Asimismo, podrán bloquear el acceso a determinados contenidos, aplicaciones o servicios: a) a pedido expreso del usuario; b) por resolución judicial, y c) a solicitud de cualquier persona que vea afectados sus derechos esenciales o que sea víctima de una conducta que pudiera ser constitutiva de una infracción civil o criminal. En todo caso, los costos serán solventados por el peticionario. En ningún evento este bloqueo podrá discriminar arbitrariamente entre  proveedores de servicios y aplicaciones que se prestan en Internet.”


En discusión, la Honorable Senadora señora Matthei, en relación a la norma contemplada en la letra c) del párrafo propuesto para sustituir el texto aprobado en general por el Senado, esto es que una resolución judicial puede ordenar el bloqueo al acceso a determinados contenidos, aplicaciones o servicios de Internet, indicó que tratándose de una resolución judicial lo propio es que ésta se cumpla en virtud del imperio que le es consustancial, por lo que la disposición propuesta estaría demás.


-En votación, las indicación N° 17 es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Flores, Pérez y Pizarro (como integrante de ambas Comisiones).

- - -


En sesión de 19 de mayo de 2010, vuestras Comisiones unidas recibieron a las nuevas autoridades del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, encabezadas por el señor Ministro, don Felipe Morande, y por el señor Subsecretario de Telecomunicaciones, don Jorge Atton.


Luego de una exposición de los señores Ministro y Subsecretario respecto de los objetivos del proyecto en discusión, y ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, el señor Subsecretario destacó que el actual Gobierno mantiene la misma posición respecto del proyecto que tenían las autoridades anteriores.

- - -


Luego, el señor Presidente de las Comisiones unidas anunció que correspondía continuar con la discusión particular del proyecto, a partir de la indicación N° 18.


La referida indicación N° 18, del Honorable Senador señor Cantero, es para reemplazar, en el párrafo segundo de la letra a) propuesta, la expresión “Con todo,” por “En línea con lo anterior,”.


En discusión, el Honorable Senador señor Novoa se manifestó contrario con la indicación, toda vez que la expresión del texto aprobado en general por el Senado es más utilizada en las normas legales y, por lo tanto, estrecha el margen de interpretación de la misma.


En el mismo sentido se manifestó el Honorable Senador señor Zaldívar.


-En votación, la indicación N° 18 es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones).


La indicación N° 19, del Honorable Senador señor Muñoz Barra, propone sustituir, en el párrafo segundo de la letra a) propuesta, la frase “que afecten o puedan afectar la libre competencia” por “que afecten la libre competencia”.


En discusión, el Honorable Senador señor Girardi indicó su preferencia por la redacción de la norma aprobada en general por el Senado.


A su vez, el Honorable Senador señor Novoa destacó que contemplar que las acciones para la gestión de tráfico y administración de red “puedan afectar la libre competencia” le otorga un mayor rango de acción al juez, toda vez que es más simple determinar la posibilidad de afectar la libre competencia que acreditar que ésta está afectada efectivamente.


-En votación, la indicación N° 19 es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones).


La indicación N° 20, del Honorable Senador señor Vásquez, propone intercalar, en el párrafo segundo de la letra a) propuesta, a continuación de las palabras “puedan afectar”, la frase “, impedir, restringir o entorpecer”.


En discusión, el Honorable Senador señor Zaldívar se mostró contrario a la aprobación de la indicación, toda vez que la incorporación de éstas u otras acciones que puedan afectar la libre competencia, más que perfeccionar la disposición sólo limitan o restringen su aplicación. En tal sentido, expresó que basta la expresión “puedan afectar”, por su claridad y amplitud.


-En votación, la indicación N° 20 es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones).


La indicación N° 21, del Honorable Senador señor Cantero, es para intercalar, en el párrafo segundo de la letra a) propuesta, a continuación de la expresión “libre competencia”, las frases “, basándose estas acciones o medidas en criterios objetivos y debiendo sujetarse a las limitaciones establecidas en el párrafo anterior”.


En discusión, el Honorable Senador señor Girardi se mostró partidario de no innovar sobre el particular, posición que fue compartida por los demás miembros presentes de las Comisiones unidas.


-En votación, la indicación N° 21 es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones).


Las indicaciones N°s 22, del Honorable Senador señor Cantero, y 23, del Honorable Senador señor Ominami, proponen reemplazar, en el párrafo segundo de la letra a) propuesta, la oración “Los concesionarios y los proveedores procurarán preservar la privacidad de los usuarios, la protección contra virus y la seguridad de la red” por “La administración de red por concesionarios y proveedores podrá incluir medidas tendientes a preservar la privacidad de los usuarios y proteger la integridad y seguridad de la red”.


En discusión, el Honorable Senador señor Novoa hizo notar que, en la materia que abordan las indicaciones, la norma aprobada en general por el Senado es más apropiada, porque consagra la obligación para los concesionarios y proveedores de procurar preservar la privacidad de los usuarios, la protección contra virus y la seguridad de la red, en cambio, la indicación plantea su reemplazo por una norma de carácter facultativo, por lo que, al no imponer una obligación coercitiva, no ofrece garantías para su cumplimiento. En otro orden de ideas, destacó que en la actualidad existe tecnología suficiente para que concesionarios y proveedores cumplan tal resguardo.


En el mismo sentido se manifestaron los Honorables Senadores señores Girardi y Zaldívar, quienes celebraron el carácter imperativo de la disposición aprobada en general por el Senado.


-En votación, las indicaciones N°s 22 y 23 son rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones).


La indicación N° 24, del Honorable Senador señor Arancibia, propone sustituir, en el párrafo segundo de la letra a) propuesta, la oración “Asimismo, podrán bloquear el acceso a determinados contenidos, aplicaciones o servicios, sólo a pedido expreso del usuario, y a sus expensas” por “Asimismo, podrán bloquear el acceso a determinados contenidos, aplicaciones o servicios a pedido expreso del usuario, y a sus expensas, o de los tribunales de justicia”.


En discusión, el Honorable Senador señor Girardi hizo notar que la indicación sólo agrega a los tribunales de justicia como sujetos activos autorizados para bloquear el acceso a determinados contenidos, aplicaciones o servicios que se prestan en Internet. En tal entendido, hizo notar que una norma de esta naturaleza desconoce la fuerza y amplitud del principio de inexcusabilidad de los tribunales en su tarea de administrar justicia, por lo que estimó que la indicación debía ser rechazada.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Zaldívar recordó que uno de los objetivos del proyecto en discusión es introducir en la Ley General de Telecomunicaciones el concepto de Internet, por lo que, de este modo, podrá aplicarse a este servicio de redes de comunicación e información todas las disposiciones actualmente vigentes en la citada ley. Por su parte, el Honorable Senador señor Novoa indicó que un ejemplo de lo señalado precedentemente es que los tribunales han actuado en forma muy diligente para perseguir los delitos sobre pornografía infantil.


-En votación, la indicación N° 24 es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones).


La indicación N° 25, del Honorable Senador señor Muñoz Barra, es para reemplazar, en el párrafo segundo de la letra a) propuesta, la frase “sólo a pedido expreso del usuario” por “a pedido del usuario” y la palabra “discriminatoria” por “arbitraria”.


En discusión, la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, teniendo en consideración la coherencia interna del artículo, concordaron en la conveniencia de aprobar la segunda parte de la indicación, sustituyendo la palabra “discriminatoria” por “arbitraria”. 


-En votación, la indicación N° 25 es aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones).
ooo


Las indicaciones N°s 26, del Honorable Senador señor Cantero, y 27, del Honorable Senador señor Ominami, proponen intecalar, a continuación de la letra a) propuesta, la siguiente letra b), nueva, modificándose el deletreo correlativo de los demás literales:


“b) No podrán limitar el derecho de un usuario a incorporar o utilizar cualquier clase de instrumentos, dispositivos o aparatos en la red, siempre que sean legales y que los mismos no dañen o perjudiquen la red o la calidad del servicio.”.


En discusión, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, manifestó su aprobación a introducir la letra b), nueva, propuesta, en el entendido que esta norma no se contrapone con la disposición contenida en la letra a), sino que está dirigida en el mismo sentido. Hicieron especial hincapié en la responsabilidad del proveedor.


A sugerencia del Honorable Senador señor Novoa, las Comisiones unidas acordaron suprimir la condición de legal que, a proposición de la indicación, deben tener los instrumentos, dispositivos o aparatos en la red para ser incorporados, toda vez que si fueran ilegales ello no podría permitirse, sino que, por el contrario, deberían perseguirse.


-En votación, las indicaciones N°s 26 y 27 son aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones).
ooo

letra b)


La indicación N° 28, del Honorable Senador señor Vásquez, agrega la siguiente oración final: “En caso de que los controles a que hace referencia este artículo sean ordenados por resolución judicial, los costos serán solventados por el demandante.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Novoa hizo notar que para que la disposición tenga coherencia, al normar sobre controles parentales es necesario tener presente a los padres del menor o a quien ejerza la patria potestad, y, en el caso al cual alude la disposición, estima que no es propio de un juez ordenar la contratación de controles parentales.


Los representantes del Ejecutivo concordaron con lo planteado por el Honorable Senador señor Novoa.


-En votación, la indicación N° 28  es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones).

Luego, a sugerencia del Honorable Senador señor Zaldívar, la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas concordó en la conveniencia de reemplazar la voz “podrán” con que comienza la letra b), por “deberán”. El Honorable Senador señor Zaldívar indicó su importancia radica en que pasa de ser una facultad a ser un deber.


-La sustitución de la palabra “Podrán” por “Deberán” es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García (como integrante de ambas Comisiones), Girardi (como integrante de ambas Comisiones), Novoa (como integrante de ambas Comisiones) y Zaldívar (como integrante de ambas Comisiones). (Artículo 121 del Reglamento del Senado).
- - -

Artículo 24 I

El artículo 24 I aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 24 I.- Para la protección de los derechos de los usuarios de Internet, el Ministerio y la Subsecretaría podrán emplear todas las facultades que actualmente les franquea esta ley y su normativa complementaria. En particular, el procedimiento contemplado en el artículo 28 bis.”.


Respecto de este artículos fueron presentadas las siguientes indicaciones:


“29.- Del Honorable Senador señor García, para suprimirlo.”.

-La indicación N° 29 fue retirada por su autor.


“30.- Del Honorable Senador señor García, en subsidio de la indicación 29, para reemplazar las frases “de los usuarios de Internet, el Ministerio y la Subsecretaría podrán emplear todas las facultades que actualmente les franquea esta ley y su normativa complementaria. En particular,”, por “consagrados en el artículo 24 H de esta ley, la Subsecretaría podrá emplear”.


31.- Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar, en el artículo 24 I propuesto, la siguiente oración final: “Lo dispuesto en este artículo y en los artículos anteriores no obsta a las demás acciones y procedimientos que sean procedentes para la prosecución de la responsabilidad penal o civil, por los ilícitos cometidos a través de los sistemas de comunicación en línea.”.


32.- Del Honorable Senador señor Arancibia, para incorporar, en artículo 24 I propuesto, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Asimismo, lo dispuesto en este artículo y en los artículos anteriores es sin perjuicio y deja a salvo las demás acciones y procedimientos que sean procedentes para la persecución de la responsabilidad penal o civil por los ilícitos cometidos a través de los sistemas de comunicación en línea.  Ninguna de las disposiciones antes referidas podrá ser interpretada como una limitación o prohibición para que los proveedores de acceso a Internet, los titulares de derechos de propiedad intelectual sobre los contenidos disponibles en Internet o las autoridades competentes, puedan adoptar medidas encaminadas a impedir o hacer cesar infracciones a tales derechos.”.”.

Las Comisiones unidas encomendaron al señor Subsecretario de Telecomunicaciones la redacción de una proposición que contuviera el espíritu del artículo aprobado en general como las ideas contenidas en las indicaciones N°s 30 a 32.


En la sesión siguiente, celebrada el día 2 de junio de 2010, el señor Subsecretario propuso a las Comisiones unidas la aprobación de la siguiente norma:


“Artículo 24 I.- Para la protección de los derechos de los usuarios de Internet, el Ministerio, a través de la Subsecretaria, sancionará las infracciones a las obligaciones legales o reglamentarias asociadas a las implementación, operación y funcionamiento de la neutralidad de red, que impidan, dificulten o de cualquier forma amenacen su desarrollo o el legítimo ejercicio de los derechos que de ella derivan, en que incurran tanto los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a proveedores de acceso a Internet como también éstos últimos, de conformidad a lo dispuesto en el procedimiento contemplado en el artículo 28 bis de la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.”.

Tal redacción fue acogida por la unanimidad de los Honorable Senadores presentes.


-Las indicaciones N°s 30, 31 y 32 son aprobadas, con modificaciones y en los términos propuestos por el señor Subsecretario, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Girardi (como integrante de ambas Comisiones) y Novoa (como integrante de ambas Comisiones).
Artículo 24 J.


El artículo 24 J aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


Artículo 24 J.- Un Reglamento establecerá  las condiciones mínimas necesarias de la prestación del servicio del acceso a Internet, así como las acciones que se considerarán prácticas restrictivas a la libertad de utilización de los contenidos, aplicaciones o servicios que se presten a través de Internet.”.


Respecto de este artículos fueron presentadas las siguientes indicaciones:


“33.- Del Honorable Senador señor García, para suprimirlo.”.

-La indicación N° 33 fue retirada por su autor.


“34.- Del Honorable Senador señor García, en subsidio de la indicación 33, para suprimir en el artículo 24 J propuesto, las frases “las condiciones mínimas necesarias de la prestación del servicio del acceso a Internet, así como”.


35.- Del Honorable Senador señor Longueira, para intercalar en el artículo 24 J propuesto, a continuación del vocablo “establecerá”, las frases “, a partir de criterios técnicos de general aplicación internacional, y conforme a las condiciones del mercado nacional,”.


36.- Del Honorable Senador señor Muñoz Barra, para intercalar en el artículo 24 J propuesto, a continuación del vocablo “establecerá”, las frases “, a partir de criterios técnicos de general aplicación internacional, y según las condiciones del mercado nacional,”.


37.- Del Honorable Senador señor Longueira, y 38.- Del Honorable Senador señor Muñoz Barra, para suprimir, en el artículo 24 J propuesto, las frases finales “así como las acciones que se considerarán prácticas restrictivas a la libertad de utilización de los contenidos, aplicaciones o servicios que se presten a través de Internet”.


39.- Del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar, en el artículo 24 J propuesto, la frase “así como las acciones que se considerarán” por “ así como los actos que serán considerados como”.”.

Al igual que respecto del artículo 24 I, las Comisiones unidas encomendaron al señor Subsecretario de Telecomunicaciones la redacción de una proposición que contuviera el espíritu del artículo aprobado en general como las ideas contenidas en las indicaciones N°s 34 a 39.


Cumpliendo con lo anunciado, en la sesión siguiente, el señor Subsecretario propuso a las Comisiones unidas la aprobación de una norma del siguiente tenor:


“Artículo 24 J.- Un reglamento establecerá las condiciones mínimas que deberán cumplir los prestadores de servicio de acceso a Internet en cuanto a la obligatoriedad de éstos de mantener publicada y actualizada en su sitio web información relativa al nivel del servicio contratado, que incorpore criterios de direccionamiento, velocidades de acceso disponibles, nivel de agregación o sobreventa del enlace, disponibilidad del enlace en tiempo, y tiempos de reposición de servicio, uso de herramientas de administración o gestión de tráfico, así como también aquellos elementos propios del tipo de servicio ofrecido y que correspondan a estándares de calidad internacionales de aplicación general. Asimismo, dicho reglamento establecerá las acciones que serán consideradas prácticas restrictivas a la libertad de utilización de los contenidos, aplicaciones o servicios que se presten a través de Internet, acorde a lo estipulado en el Artículo 24 H.”.

Tal redacción fue acogida por la unanimidad de los Honorable Senadores presentes.


-Las indicaciones N°s 34, 35, 36, 37, 38 y 39 son aprobadas, con modificaciones y en los términos propuestos por el señor Subsecretario, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Girardi (como integrante de ambas Comisiones) y Novoa (como integrante de ambas Comisiones).
ARTICULO TRANSITORIO

“ARTICULO TRANSITORIO.- El reglamento a que hace referencia el artículo 24 J que se incorpora en la ley N° 18.168, se publicará dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley.”.


Esta norma fue objeto de la indicación signada con el N° 40, del Honorable Senador señor García, para suprimirlo.


-La indicación N° 40 fue retirada por su autor.


La unanimidad de las Comisiones unidas estimó conveniente eliminar de la norma la frase “que se incorpora en la ley N° 18.168”, toda vez que induce a errores.

-La eliminación de la frase “que se incorpora en la ley N° 18.168” es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, García, Girardi (como integrante de ambas Comisiones) y Novoa (como integrante de ambas Comisiones). (Artículo 121 del Reglamento del Senado).

- - -

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Economía y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO PRIMERO

Artículo 24 H


-Sustituir en su encabezamiento la palabra “onerosos” por “comerciales” (Artículo 121 del Reglamento del Senado (Unanimidad) (6x0)).

Letra a)


-Reemplazar su inciso primero por el siguiente:


“a) No podrán arbitrariamente bloquear, interferir, discriminar, entorpecer ni restringir el derecho de cualquier usuario de Internet para utilizar, enviar, recibir u ofrecer cualquier contenido, aplicación o servicio legal a través de Internet, así como cualquier otro tipo de actividad o uso legal realizado a través de la red. En este sentido, deberán ofrecer a cada usuario un servicio de acceso a Internet o de conectividad al proveedor de acceso a Internet, según corresponda, que no distinga arbitrariamente contenidos, aplicaciones o servicios, basados en la fuente de origen o propiedad de éstos, habida cuenta de las distintas configuraciones de la conexión a Internet según el  contrato vigente con los usuarios.”. (Indicaciones N°s 3, 4, 5 y 9; e indicaciones N°s 10, 11, 12, 13, 14 y 15, con modificaciones. (Unanimidad) (6x0)).


-Sustituir, en el inciso segundo, la palabra “discriminatoria” por “arbitraria”. (Indicación N° 25, con modificaciones. (Unanimidad) (8x0)).
- - -


-Incorporar la siguiente letra b), nueva:


“b) No podrán limitar el derecho de un usuario a incorporar o utilizar cualquier clase de instrumentos, dispositivos o aparatos en la red, siempre que sean legales y que los mismos no dañen o perjudiquen la red o la calidad del servicio.”. (Indicaciones N°s 26 y 27, con modificaciones. (Unanimidad) (8x0)).
- - -

Letra b)

(Pasa a ser letra c))


-Sustituir en la letra b), que pasa a ser letra c), la palabra “Podrán” por “Deberán” (Artículo 121 del Reglamento del Senado (Unanimidad) (8x0)).

Letra c)


Pasa a ser letra d), sin modificaciones.
Artículo 24 I

-Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 24 I.- Para la protección de los derechos de los usuarios de Internet, el Ministerio, a través de la Subsecretaria, sancionará las infracciones a las obligaciones legales o reglamentarias asociadas a las implementación, operación y funcionamiento de la neutralidad de red, que impidan, dificulten o de cualquier forma amenacen su desarrollo o el legítimo ejercicio de los derechos que de ella derivan, en que incurran tanto los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a proveedores de acceso a Internet como también éstos últimos, de conformidad a lo dispuesto en el procedimiento contemplado en el artículo 28 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.”. (Indicaciones N°s 30, 31 y 32, con modificaciones. (Unanimidad) (6x0)).
Artículo 24 J

-Reemplazarlo por el siguiente:


“Articulo 24 J.- Un reglamento establecerá las condiciones mínimas que deberán cumplir los prestadores de servicio de acceso a Internet en cuanto a la obligatoriedad de éstos de mantener publicada y actualizada en su sitio web información relativa al nivel del servicio contratado, que incorpore criterios de direccionamiento, velocidades de acceso disponibles, nivel de agregación o sobreventa del enlace, disponibilidad del enlace en tiempo, y tiempos de reposición de servicio, uso de herramientas de administración o gestión de tráfico, así como también aquellos elementos propios del tipo de servicio ofrecido y que correspondan a estándares de calidad internacionales de aplicación general. Asimismo, dicho reglamento establecerá las acciones que serán consideradas prácticas restrictivas a la libertad de utilización de los contenidos, aplicaciones o servicios que se presten a través de Internet, acorde a lo estipulado en el artículo 24 H.”. (Indicaciones N°s 34, 35, 36, 37, 38 y 39, con modificaciones. (Unanimidad) (6x0)).
ARTÍCULO TRANSITORIO


-Suprimir lo siguiente: “que se incorpora en la ley N° 18.168”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado (Unanimidad) (6x0)).

- - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestras Comisiones de Economía y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, queda como sigue:



PROYECTO DE LEY:



“Artículo primero.- Agréganse los siguientes artículos 24 H, 24 I y 24 J en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:



“Artículo 24 H.- Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet y también estos últimos; entendiéndose por tales, toda persona natural o jurídica que preste servicios comerciales de conectividad entre los usuarios o sus redes e Internet:



a) No podrán arbitrariamente bloquear, interferir, discriminar, entorpecer ni restringir el derecho de cualquier usuario de Internet para utilizar, enviar, recibir u ofrecer cualquier contenido, aplicación o servicio legal a través de Internet, así como cualquier otro tipo de actividad o uso legal realizado a través de la red. En este sentido, deberán ofrecer a cada usuario un servicio de acceso a Internet o de conectividad al proveedor de acceso a Internet, según corresponda, que no distinga arbitrariamente contenidos, aplicaciones o servicios, basados en la fuente de origen o propiedad de éstos, habida cuenta de las distintas configuraciones de la conexión a Internet según el  contrato vigente con los usuarios. 



Con todo, los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones y los proveedores de acceso a Internet podrán tomar las medidas o acciones necesarias para la gestión de tráfico y administración de red, en el exclusivo ámbito de la actividad que les ha sido autorizada, siempre que ello no tenga por objeto realizar acciones que afecten o puedan afectar la libre competencia. Los concesionarios y los proveedores procurarán preservar la privacidad de los usuarios, la protección contra virus y la seguridad de la red. Asimismo, podrán bloquear el acceso a determinados contenidos, aplicaciones o servicios, sólo a pedido expreso del usuario, y a sus expensas. En ningún caso, este bloqueo podrá afectar de manera arbitraria a los proveedores de servicios y aplicaciones que se prestan en Internet.



b) No podrán limitar el derecho de un usuario a incorporar o utilizar cualquier clase de instrumentos, dispositivos o aparatos en la red, siempre que sean legales y que los mismos no dañen o perjudiquen la red o la calidad del servicio.


c) Deberán ofrecer, a expensas de los usuarios que lo soliciten, servicios de controles parentales para contenidos que atenten contra la ley, la moral o las buenas costumbres, siempre y cuando el usuario reciba información por adelantado y de manera clara y precisa respecto del alcance de tales servicios.



d) Deberán publicar en su sitio web, toda la información relativa a las características del acceso a Internet ofrecido, su velocidad, calidad del enlace, diferenciando entre las conexiones nacionales e internacionales, así como la naturaleza y garantías del servicio. 



El usuario podrá solicitar al concesionario o al proveedor, según lo estime, que le entregue dicha información a su costo, por escrito y dentro de un plazo de 30 días contado desde la solicitud. 



Artículo 24 I.- Para la protección de los derechos de los usuarios de Internet, el Ministerio, a través de la Subsecretaria, sancionará las infracciones a las obligaciones legales o reglamentarias asociadas a las implementación, operación y funcionamiento de la neutralidad de red, que impidan, dificulten o de cualquier forma amenacen su desarrollo o el legítimo ejercicio de los derechos que de ella derivan, en que incurran tanto los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a proveedores de acceso a Internet como también éstos últimos, de conformidad a lo dispuesto en el procedimiento contemplado en el artículo 28 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.



Articulo 24 J.- Un reglamento establecerá las condiciones mínimas que deberán cumplir los prestadores de servicio de acceso a Internet en cuanto a la obligatoriedad de éstos de mantener publicada y actualizada en su sitio web información relativa al nivel del servicio contratado, que incorpore criterios de direccionamiento, velocidades de acceso disponibles, nivel de agregación o sobreventa del enlace, disponibilidad del enlace en tiempo, y tiempos de reposición de servicio, uso de herramientas de administración o gestión de tráfico, así como también aquellos elementos propios del tipo de servicio ofrecido y que correspondan a estándares de calidad internacionales de aplicación general. Asimismo, dicho reglamento establecerá las acciones que serán consideradas prácticas restrictivas a la libertad de utilización de los contenidos, aplicaciones o servicios que se presten a través de Internet, acorde a lo estipulado en el artículo 24 H.”.


ARTICULO TRANSITORIO.- El reglamento a que hace referencia el artículo 24 J, se publicará dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley.”.
- - -



Acordado en sesiones celebradas los días 13 de octubre de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señor García (Presidente), Girardi, Pérez Varela, como integrante de ambas Comisiones, y Sabag, como integrante de ambas Comisiones, y los ex Senadores señores Flores, como integrante de ambas Comisiones, y Vásquez; 27 de octubre de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores García (Presidente), Girardi, Pérez Varela, como integrante de ambas Comisiones, y Ruiz Esquide, y el ex Senador señor Vásquez; 3 de noviembre de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señor García (Presidente), señora Matthei, y señores Cantero, Coloma, Pérez Varela y Pizarro, y el ex Senador señor Flores; 19 de mayo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores García (Presidente), como integrante de ambas Comisiones, Girardi,  como integrante de ambas Comisiones, Novoa, como integrante de ambas Comisiones, y Zaldívar, como integrante de ambas Comisiones; y 2 de junio de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señor García (Presidente), y señores Chahuán, Girardi, como integrante de ambas Comisiones, y Novoa, como integrante de ambas Comisiones.

- - -

Sala de las Comisiones, a 8 de junio de 2010.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA Y ESTABLECE NORMAS TRANSITORIAS PARA ENFRENTAR LA CATÁSTROFE DEL 27 DE FEBRERO DE 2010

(6917-21)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura,  tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma.”

A las sesiones que celebró la Comisión, concurrieron las autoridades y representantes del sector pesquero que se indican: por la Subsecretaría de Pesca, el Subsecretario, señor Pablo Galilea, el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio; los abogados señora Alicia Baltierra, y Paolo Trejo y la asesora señora Edith Saa. Por la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH),  asistieron la Presidenta, señora Zoila Bustamante; el Vicepresidente, señor Osvaldo Cubillos, el Tesorero, señor Jorge White y el Secretario, señor Cosme Caracciolo. Además, concurrió el representante de Armadores Municipales, señor Eduardo Beltrán.


Además de sus miembros, asistió la Honorable Senadora señora Ximena Rincón.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Introducir modificaciones de carácter permanente a la Ley General de Pesca y Acuicultura y establecer disposiciones transitorias para enfrentar y paliar las devastadoras consecuencias del terremoto y los sucesivos tsunamis ocurridos el 27 de febrero de 2010.

- - -
ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

a) El artículo 19 N° 21 de la Constitución Política de la República.


b) La ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura cuyo texto coordinado, refundido y sistematizado consta en el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 


c)  La ley N° 16.282, que establece disposiciones permanentes para casos de sismos o catástrofes.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje de S.E. el Presidente de la República


El Mensaje, en primer término, se refiere a  las dolorosas consecuencias que tuvo para la zona centro-sur del país el terremoto ocurrido con fecha 27 de febrero de 2010, señalando que la misma fue azotada por una de las catástrofes más graves de la que se tiene memoria, como resultado de un sismo que alcanzó los 8,8 grados en la escala de Richter, y de una serie de maremotos que consecuencialmente se produjeron en un importante número de localidades costeras de las regiones de Valparaíso, Libertador Bernardo O’Higgins, El Maule y BíoBío. 

Asevera que a las lamentables pérdidas de vidas humanas y de personas que se encuentran aún desaparecidas, debe añadirse una importantísima destrucción material en las regiones afectadas. 

Expresa que de lo anterior no estuvo ajeno el sector pesquero, viéndose afectados miles de pescadores artesanales en la tragedia, quienes perdieron sus embarcaciones, materiales de trabajo, como también sus artes y aparejos de pesca. Por su parte, la pesca industrial se vio fuertemente afectada al haber perdido muchas de sus plantas de proceso, refiriendo que aquéllas que quedaron en pie están con daños severos. Asimismo, se destruyeron muchos de los puntos de descarga. 


Afirma que en la búsqueda de una rápida respuesta a las múltiples dificultades y necesidades que se presentan, el gobierno ha evaluado las medidas legislativas necesarias para enfrentar en el corto plazo las principales consecuencias de esta catástrofe, resultando imperioso adoptar disposiciones provisionales que vengan a paliar, al menos parcialmente, las necesidades que se presentan como resultado de la masiva destrucción, permitiendo así recuperar la normalidad de las operaciones pesqueras.

Es así como el proyecto de ley en análisis posibilita que aquellos que han perdido sus embarcaciones puedan operar en el tiempo más corto posible;  que no existan recursos ociosos producto del terremoto; que la no operación como consecuencia del terremoto no afecte a los derechos de los pescadores artesanales, y provee mecanismos para flexibilizar las normas para las plantas de proceso de recursos hidrobiológicos. 
Estructura del proyecto


Consta de un artículo único con cinco numerales y cuatro disposiciones transitorias.


ARTÍCULO ÚNICO


Numeral 1, letra a).


Incorpora un inciso al numeral 2) del artículo 2° de la Ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, que contiene la definición de actividad pesquera de transformación.


La modificación que se propone agrega un párrafo final que modifica la regulación de las plantas de proceso, para lo cual se crea un registro de actividades pesqueras de transformación a cargo del Servicio Nacional de Pesca, el cual deberá eliminar de aquél a las plantas de transformación que no hayan operado e informado por el plazo de dos años sucesivos, en los términos que dispone el artículo 63 de la ley y su Reglamento.

Numeral 1,  letra b).


Modifica el numeral 14) del artículo 2° de la ley,  que contiene la definición de embarcación pesquera artesanal.


La modificación que propone la letra b), elimina el requisito de tonelaje de registro grueso máximo para las embarcaciones artesanales, toda vez que dicha exigencia, a diferencia de los parámetros de eslora, no tiene justificación desde la perspectiva de la fiscalización de  la actividad pesquera y en estricto rigor, guarda relación con aspectos vinculados a la seguridad marítima que se encuentran regulados por la Ley de Navegación, cuya fiscalización compete a la Autoridad Marítima. 


Asimismo, única y exclusivamente para embarcaciones pesqueras artesanales, excluye del volumen a aquellos espacios cerrados destinados a la habitabilidad y bienestar de la dotación. 

Numeral 2


Reemplaza la letra c) del artículo 3° de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incluido en el Párrafo 1° de la ley, denominado “Facultades de Conservación de los Recursos Hidrobiológicos”.


El mencionado artículo 3°, dispone que en cada área de pesca el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, por decreto supremo fundado y previo cumplimiento de los informes y aprobaciones que indica, podrá establecer una o más medidas o prohibiciones de administración de los recursos hidrobiológicos, detalladas en cinco letras.


La letra c), en su inciso primero, -que se propone reemplazar,-  contempla la medida de fijación de cuotas anuales de captura por especie, en un área determinada, posibilitando que en el evento que se produzca una catástrofe natural o daño ambiental grave que afecte a toda una Región, conforme a lo dispuesto en la Ley N°16.282, se efectúe una reserva de cuota global de captura, del año siguiente, de hasta un 3% sobre la cuota total de la Región, con la exclusiva finalidad de atender necesidades sociales urgentes derivadas de las catástrofes señaladas.


La modificación propuesta modifica diversos aspectos de la norma, a saber: sustituye la alusión al daño ambiental grave por daño ambiental, de conformidad a la ley N° 19.300; puntualiza que la catástrofe debe ser declarada por la autoridad y que ésta última puede afectar al todo o parte de una Región. 


Consecuente con lo anterior, la reserva de la cuota global anual de captura, se mantiene en un 3%, sin embargo, se calcula sobre la fracción regional respectiva o del promedio de desembarques en los tres años anteriores en la Región correspondiente, en el caso que la cuota no se encuentre regionalizada. Asimismo, se precisa que la reserva decretada se imputará a la cuota global del año siguiente. La fijación de la cuota de reserva será de competencia de la Subsecretaría de Pesca.

Numeral 3


Intercala en el artículo 48 A, un inciso cuarto, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso final.


El artículo 48 A de la ley trata del Régimen Artesanal de Extracción, que consiste en la distribución de la fracción artesanal de la cuota global de captura en una determinada Región, ya sea por área, tamaño de las embarcaciones, caleta, organizaciones de pescadores artesanales o individualmente. Añade la norma  que la distribución de la fracción artesanal de la cuota global se efectuará de acuerdo a la historia real de desembarques de la caleta, organización, tamaño de la embarcación y pescador artesanal, según corresponda.


El inciso que se intercala modifica el régimen señalado, posibilitando que la autoridad pesquera no considere para tal determinación la cuota real de desembarque durante los  años en que estuvo vigente la declaración de catástrofe.

Numeral 4


Sustituye el inciso segundo del artículo 50 A de la Ley General de Pesca, disposición que prescribe que el reemplazo de las inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal operará en forma indivisible respecto de todas las pesquerías cerradas, quedando sin efecto la inscripción respecto de las pesquerías con acceso abierto.


El reemplazo que se propone amplía la señalada indivisibilidad a todas las categorías, incluyendo a las pesquerías cerradas, e incorpora una norma que otorga un tratamiento especial a los armadores que posean dos embarcaciones en el registro, posibilitando el reemplazo de una sola de las naves, manteniendo la inscripción respecto de la embarcación no reemplazada. 

Numeral 5


Deroga  la letra d) del artículo 51 de la ley, la cual obliga a los pescadores artesanales a acreditar residencia efectiva en la Región correspondiente, al menos por tres años, para inscribirse en el Registro Pesquero Artesanal. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.
Primera


Reduce el plazo del requisito de habitualidad en la actividad pesquera para efectuar reemplazos a aquellos pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal con anterioridad al terremoto y que presenten las respectivas solicitudes en el plazo de un año de entrada en vigencia de este proyecto de ley.

Segunda 


Para todos los efectos de lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, no se considerará la paralización de actividades en la que hayan incurrido los pescadores artesanales y sus embarcaciones durante los años 2010 y 2011, siempre que hayan operado al menos en uno de los años 2008 y 2009.

Tercera


Mediante esta disposición se autoriza, por el plazo de dos años, desde la vigencia de esta ley, a los armadores artesanales que posean embarcaciones siniestradas por la catástrofe para reponer y operar con otras, aunque no sean de su propiedad.


Asimismo, la norma transitoria establece el procedimiento y los requisitos para acogerse a este régimen de excepción.

Cuarta


Establece que en el plazo de seis meses contado desde la entrada en vigencia del presente proyecto, el Servicio Nacional de Pesca deberá inscribir de oficio a los titulares de autorizaciones pesqueras de transformación.

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL

En primer término, el Director Jurídico de la Subsecretaría, señor Felipe Palacio señaló que el proyecto tiene por objeto hacer frente a la tragedia ocurrida el 27 de febrero en la zona centro sur del país, añadiendo que pretende que aquellos pescadores artesanales que perdieron sus embarcaciones, puedan volver a su actividad dentro del más breve plazo. 

Enseguida, señaló que el proyecto también modifica la hipótesis para decretar una reserva de la cuota global de captura, la que según el texto vigente de la Ley General de  Pesca y Acuicultura, procede frente a la existencia de una catástrofe natural o daño ambiental grave, proponiendo una enmienda que haga referencia al concepto de daño ambiental establecido en la ley N° 19.300.

Por otra parte, aseveró, la norma actual dispone que la catástrofe natural debe afectar a toda una Región, en tanto que la iniciativa en estudio propone que la catástrofe o el daño ambiental involucren a toda o una parte de la Región, para que proceda la reserva a que se refiere el artículo 3° de la Ley General de Pesca y Acuicultura; asimismo, se modifica la manera de calcular la señalada cuota de reserva, la que será de hasta un 3% de la fracción regional respectiva o del promedio de desembarques en los tres años anteriores en la Región de que se trate cuando la cuota no se encontrare regionalizada. 


Enseguida, añadió que también se flexibiliza la regulación de la actividad pesquera de transformación, para lo cual crea un Registro de estas actividades que estará a cargo del Servicio Nacional de Pesca, en el cual se inscribirán las personas que deseen desarrollar actividades de elaboración o transformación, sin que sea requisito el contar con la autorización de la Subsecretaría de Pesca, procedimiento que demoraba la habilitación a los titulares para el ejercicio de estas actividades. Asimismo, señaló que se   eliminará del Registro a las plantas de transformación que no hayan operado e informado actividades por el plazo de dos años sucesivos. 


A continuación, el señor Palacio expresó que asimismo se modifica la definición de embarcación pesquera artesanal o embarcación artesanal, señalada en el numeral 14 del artículo 2° de la ley, eliminándose la exigencia de contar con un registro grueso máximo de 50 toneladas.


Añadió que la modificación señalada guarda relación con el interés de la autoridad en orden a resguardar el esfuerzo pesquero, el que se protege añadiendo al metraje máximo de la bodega, que alcanza a los 80 metros cúbicos, unido a la exigencia de no sobrepasar la capacidad máxima de carga por viaje, equivalente a 80 toneladas.


Enseguida, se refirió a la enmienda que se introduce en el numeral 3 del artículo único de la iniciativa, aseverando que la norma que se agrega tiene por objeto establecer una excepción al Régimen Artesanal de Extracción, regulado en el artículo 48 A de la ley, el que para efectos de la distribución de la fracción artesanal de la cuota global de captura debe considerar la historia real de desembarques.


Para ello se establece que en caso de catástrofe natural, se autoriza a la Subsecretaría para no considerar la declaración real de desembarques durante los años en que estuvo vigente la declaración de catástrofe. 


Por otra parte, aseveró que en relación al reemplazo de las inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, la disposición que considera el proyecto en estudio permitirá que aquel armador artesanal que cuente con dos embarcaciones inscritas, pueda efectuar el reemplazo de una o de ambas y, en el primer caso, conservar la inscripción de la embarcación no reemplazada.


A continuación el abogado señor Felipe Palacio se refirió a la derogación de la letra d) del artículo 51 de la ley, que ampliará la posibilidad de realizar labores de pesca en otras Regiones a quienes se desplacen, sin necesidad de contar con el requisito de residencia efectiva de tres años.


En relación a las normas transitorias, señaló que la Primera Disposición Transitoria reduce el plazo del requisito de habitualidad exigido en el Artículo 50 A para efectuar reemplazos a aquellos pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal con anterioridad al terremoto, en las Regiones V, VI, VII, VIII y IX, y que presenten sus solicitudes en el plazo de un año de entrada en vigencia de la ley.

A continuación, refirió que la Segunda Disposición Transitoria establece que no se considerará la paralización de actividades de los pescadores y sus embarcaciones, durante los años 2010 y 2011, siempre que hubieran operado, al menos, en uno de los años 2008 y 2009. para los efectos de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Enseguida, señaló que se autoriza  a los armadores  artesanales, por el plazo de dos años, a contar de la entrada en vigencia de esta ley para reponer y operar sus embarcaciones siniestradas, conforme lo informe el Servicio Nacional de Pesca, por otras que no sean de su propiedad. 


La Honorable Senadora señora Rincón se refirió, a continuación, al problema que aqueja a la Región del Maule, en relación al tema de la asignación de cuotas, solicitando la opinión del Ejecutivo sobre el particular.

Al respecto, el Subsecretario de Pesca señaló que la materia no está considerada en esta iniciativa, puesto que este es un proyecto que dice relación con el registro, aún cuando reconoció la existencia de preocupación por parte de los pescadores artesanales, aseverando que el tema se abordará a fin de año, en un proyecto de ley relativo al límite máximo de captura y otras materias pendientes del sector pesquero artesanal.

El Honorable Senador señor Orpis consultó si lo dispuesto en la disposición primera transitoria, que reduce el requisito de habitualidad de 3 a 1 año para el reemplazo de las naves, podría traducirse, en la práctica, en un aumento significativo de personas en la actividad pesquera artesanal. 


Sobre el particular, el señor Subsecretario de Pesca precisó que tal situación no puede ocurrir por cuanto la persona que ocupará el lugar del pescador que se reemplaza debe encontrarse inscrito en el Registro con anterioridad al 27 de febrero de 2010.


El Honorable Senador señor Horvath, manifestó su preocupación por la eliminación del requisito de residencia para inscribirse en el Registro Artesanal, ya que a su juicio, ello ocasionará traslación y nomadismo de recursos y de personas, ocasionando una mayor competencia para las personas que sí cumplían con el requisito de residencia.



El representante de CONAPACH, señor Marcelo Segura manifestó que la entidad que representa no está de acuerdo en el traspaso de naves de una Región a otra, sin embargo, coincide con el traslado de pescadores artesanales , situación que se presenta desde varios años atrás. Añadió que en las zonas afectadas por la catástrofe se concentra el 95% de los pescadores artesanales, acotando que la modificación propuesta posibilitará que ellos salgan adelante, trasladándose a otras regiones.


En tanto, el Vicepresidente de la misma entidad, señor Osvaldo Cubillos manifestó su conformidad con la disposición que excluye del volumen total del arqueo bruto de la nave, aquellos espacios destinados a la habitabilidad y bienestar de la dotación. Lo anterior, habida consideración que tal medida constituye un gran avance en lo que respecta a la seguridad del personal embarcado. 
- - -


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada, en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Sabag.
- - -


En mérito del acuerdo consignado, vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, propone la aprobación, en general, del texto del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, que es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N°430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


1. En el artículo 2°:


a) Incorpórase en el número 2), el siguiente párrafo final:


“Las personas naturales y jurídicas que deseen desarrollar dichas actividades, deberán inscribirse en un Registro que al efecto llevará el Servicio, el cual eliminará de aquél a las plantas de transformación que no hayan operado e informado, por el plazo de dos años sucesivos, en los términos establecidos en el artículo 63 de la ley y su reglamento.”.


b) Modifícase el número 14) en el sentido siguiente:


b.1) En su párrafo primero: 


b.1.1) Reemplázase la coma (,) que sigue a la expresión “18 metros”, por la conjunción “y”.


b.1.2) Agrégase luego de la palabra  “bodega” un punto seguido (.) y a continuación lo siguiente: “No obstante lo anterior, única y exclusivamente para embarcaciones pesqueras artesanales, se excluirán del volumen total del arqueo bruto aquellos espacios cerrados destinados única y exclusivamente a la habitabilidad y bienestar de la dotación, es decir, cocina, comedor, camarotes, baños y salas de descanso, que se encuentren en la cubierta superior y que no excedan de un máximo de 50 metros cúbicos.”.


b.1.3) Elimínase la frase “y de hasta 50 toneladas de registro grueso.” y la coma que la antecede.


b.2) En su párrafo tercero:


b.2.1) Reemplázase, a continuación de la expresión “carga máxima”, la coma por la conjunción “y”. 


b.2.2) Sustitúyese la frase “y la superficie mínima destinada a habitabilidad”, por “, según corresponda al arte de pesca”. 


b.2.3) Elimínase la frase “y las condiciones de trabajo a bordo”.


b.3) En su párrafo cuarto, suprímese la expresión “o superficie”.


2. Reemplázase el párrafo primero de la letra c) del artículo 3°, por el siguiente:


“c) Fijación de cuotas anuales de captura por especie en un área determinada. En el evento que se produzca una catástrofe natural declarada por la autoridad que afecte al todo o parte de una región, en los términos establecidos en la ley N°16.282, o daño ambiental, de conformidad con la ley N°19.300, se efectuará una reserva de la cuota global anual de captura de hasta un 3% de la fracción regional respectiva o del promedio de desembarques en los tres años anteriores en la región de que se trate, en el caso que la cuota no se encuentre regionalizada, la que se imputará a la cuota global anual del año siguiente, con la exclusiva finalidad de atender necesidades sociales urgentes derivadas de la catástrofe indicada. La Subsecretaría, mediante resolución fundada, determinará la asignación de dicha reserva.”.


3. Intercálase en el artículo 48 A, el siguiente inciso cuarto, pasando el actual inciso cuarto a ser el inciso final:


“No obstante lo anterior, en caso de catástrofe natural declarada por la autoridad competente, la Subsecretaría podrá no considerar el o los años durante los cuales estuvo vigente dicha declaración para efectos de determinar la historia real de desembarque. Del mismo modo, la Subsecretaría no considerará las capturas que se imputen a la reserva de la cuota global anual fijada para efectos de atender necesidades sociales urgentes, establecida de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra c) del artículo 3°.”.


4. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 50 A, por el siguiente:


“El reemplazo operará en forma indivisible respecto de todas las categorías, y en todas las pesquerías cerradas y vigentes que el reemplazado tenga inscritas en el Registro, quedando sin efecto la inscripción respecto de las pesquerías con acceso abierto, por el solo ministerio de la ley. Los armadores que cuenten con dos embarcaciones inscritas en el Registro Pesquero Artesanal podrán efectuar el reemplazo de una o de ambas, manteniendo en el primer caso su inscripción respecto de la embarcación no reemplazada con las pesquerías que tuviere inscritas, conservando, asimismo, el resto de sus categorías.”.


5. Elimínase la letra d) del artículo 51.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Primera.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, el requisito de habitualidad a las peticiones de reemplazos de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal de la V Región de Valparaíso, de la VI Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, de la VII Región del Maule, de la VIII Región del Biobío y de la IX Región de la Araucanía, que sean presentadas en el plazo de un año de entrada en vigencia de la presente ley, será de un año cualquiera dentro de los tres años calendarios anteriores a la presentación de la solicitud. Para estos efectos, el reemplazante deberá encontrarse inscrito en el Registro Pesquero Artesanal con anterioridad al 27 de febrero de 2010.


Segunda.- Para todos los efectos de la Ley General de Pesca y Acuicultura, no se considerará la paralización de operaciones extractivas durante los años 2010 y 2011 en la que hayan incurrido los pescadores artesanales y sus embarcaciones, inscritas en el Registro Pesquero Artesanal de las regiones señaladas en la disposición anterior, siempre que hayan operado e informado capturas al Servicio Nacional de Pesca durante los años 2008 ó 2009, en los términos establecidos en el artículo 63 de la citada ley y su reglamento.


Asimismo no se considerará la paralización de las actividades pesqueras de transformación durante los años 2010 y 2011 en la que hayan incurrido las plantas de transformación ubicadas en las regiones señaladas en el inciso anterior.


Tercera.- Autorízase por el plazo de dos años, contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, a los armadores artesanales inscritos en las regiones referidas en la disposición primera transitoria, para reponer y operar sus embarcaciones siniestradas de acuerdo con lo informado al Servicio Nacional de Pesca, por otras que no sean de su propiedad. Estas últimas deberán cumplir con los demás requisitos establecidos en el artículo 2°, número 14) de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Para acogerse a lo dispuesto en el inciso anterior, los armadores artesanales deberán presentar la solicitud de inscripción de la nueva embarcación ante el Servicio Nacional de Pesca en el plazo de seis meses, contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, e indicar el número de matrícula e inscripción de la embarcación en el Registro de Naves que lleva la Autoridad Marítima. En caso que la embarcación se encuentre inscrita en el Registro Pesquero Artesanal a nombre de otro armador, el armador no propietario deberá, además, adjuntar el título en virtud del cual detenta la tenencia de la misma, quedando suspendida, durante la vigencia del respectivo título, la inscripción del armador propietario respecto de la embarcación que no operará.


Las embarcaciones que se acojan a lo dispuesto en los incisos anteriores, sólo podrán ser de igual o menor clase, conforme a la clasificación establecida en el artículo 2° del decreto supremo N°388, de 1995, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, o la norma que la reemplace.


Asimismo, durante el plazo indicado en el inciso primero del presente artículo, las organizaciones de pescadores artesanales que se encuentren sometidas a Régimen Artesanal de Extracción por organización, podrán decidir que toda o parte de la asignación entregada sea capturada por una o más embarcaciones inscritas en el Registro Pesquero Artesanal con anterioridad al 27 de febrero de 2010, y que no se encuentren sometidas a dicha medida de administración al interior de la respectiva organización. En tal caso, la directiva de la misma deberá comunicar, por escrito, dicha circunstancia al Servicio Nacional de Pesca, adjuntando copia del acta de la asamblea, con presencia de ministro de fe, en la cual conste el acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los afiliados inscritos en la pesquería respectiva, en orden a determinar la embarcación que capturará la asignación y el monto en toneladas de la misma. Para tal efecto, la Subsecretaría de Pesca dictará una resolución que autorizará el traspaso antes indicado, disminuyendo la asignación de la organización sometida al Régimen Artesanal de Extracción, e individualizando la embarcación que capturará la cuota entregada.


Una vez vencido el plazo establecido en el inciso primero, quedará sin efecto, por el solo ministerio de la ley, la autorización otorgada de conformidad con el presente artículo.


Cuarta.- En el plazo de seis meses, contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Servicio Nacional de Pesca deberá inscribir, de oficio, a los titulares de autorizaciones para realizar actividades pesqueras de transformación, que hayan operado e informado, en los términos establecidos en el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura y su reglamento, en el registro de que trata el artículo 2°, número 2), de dicha ley, en los dos años anteriores a la fecha de entrada en vigencia antes indicada. 


Las solicitudes de autorizaciones de actividades pesqueras de transformación que se encontraren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley, serán remitidas por la Subsecretaría de Pesca al Servicio Nacional de Pesca para su inscripción, en los términos establecidos en el artículo antes indicado.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 2 y 7 de junio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Jaime Orpis Bouchon, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 8 de junio de 2010.

(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y SABAG, QUE OBLIGA A INDIVIDUALIZAR EN ESCRITURA DE COMPRAVENTA A PERSONAS NATURALES PROPIETARIAS DE LA EMPRESA INMOBILIARIA

(6905-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto y Hosaín Sabag Castillo.

A la sesión en que vuestra Comisión estudió este asunto concurrió, especialmente invitada, la asesora legislativa del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Carolina Arrau.

Además, asistió la analista de la BCN, señora Verónica de la Paz.

 



No obstante que el proyecto de ley es de artículo único, vuestra Comisión os propone discutirlo sólo en general, con el objeto de otorgar a Sus Señorías la oportunidad de perfeccionar y enriquecer la iniciativa con ocasión del segundo informe.
- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


 


El proyecto de ley tiene por objeto modificar el artículo 18  de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, para disponer, respecto del propietario primer vendedor y de las personas jurídicas que tengan responsabilidad en la proyección y construcción de una obra, la obligación de individualizar a las personas naturales que sean dueñas de acciones o participaciones que representen el 10% o más del capital, sea directamente o en forma indirecta, a través de otras sociedades relacionadas.

- - - 

ANTECEDENTES JURÍDICOS

Ley General de Urbanismo y Construcciones, decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975.

Artículo 18



Dispone lo siguiente:

 
 “Artículo 18.- El propietario primer vendedor de una construcción será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en ella, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios. En el caso de que la construcción no sea transferida, esta responsabilidad recaerá en el propietario del inmueble respecto de terceros que sufran daños o perjuicios como consecuencia de las fallas o defectos de aquélla. 

 
Los proyectistas serán responsables por los errores en que hayan incurrido, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.

 
Sin perjuicio de lo establecido en el Nº 3 del artículo 2003 del Código Civil, los constructores serán responsables por las fallas, errores o defectos en la construcción, incluyendo las obras ejecutadas por subcontratistas y el uso de materiales o insumos defectuosos, sin perjuicio de las acciones legales que puedan interponer a su vez en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas.

 
Las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los señalados daños y perjuicios.

 
El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de los proyectistas y constructores a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente artículo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales. Las condiciones ofrecidas en la publicidad se entenderán incorporadas al contrato de compraventa. Los planos y las especificaciones técnicas, definitivos, como asimismo el Libro de Obras a que se refiere el artículo 143, se mantendrán en un archivo en la Dirección de Obras Municipales a disposición de los interesados.

 
La responsabilidad civil a que se refiere este artículo, tratándose de personas jurídicas que se hayan disuelto, se hará efectiva respecto de quienes eran sus representantes legales a la fecha de celebración del contrato.

 
Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a que se refiere este artículo prescribirán en los plazos que se señalan a continuación:

 
1. En el plazo de diez años, en el caso de fallas o defectos que afecten a la estructura soportante del inmueble.

 
2. En el plazo de cinco años, cuando se trate de fallas o defectos de los elementos constructivos o de las instalaciones.

 
3. En el plazo de tres años, si hubiesen fallas o defectos que afecten a elementos de terminaciones o de acabado de las obras. 

 
En los casos de fallas o defectos no incorporados expresamente en los numerales anteriores o que no sean asimilables o equivalentes a los mencionados en éstos, las acciones prescribirán en el plazo de cinco años. 

 
Los plazos de prescripción se contarán desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales, con excepción del señalado en el número 3, que se contará a partir de la fecha de la inscripción del inmueble a nombre del comprador en el Conservador de Bienes Raíces respectivo.”.

ANTECEDENTES DE HECHO


Los autores de la Moción expresan que nuestro país ha avanzado notablemente en cuanto a la transparencia en el ámbito público, principio entendido como uno de los pilares del funcionamiento de la Administración del Estado y como un eficaz freno a las irregularidades.  Sin embargo, acotan, en el ámbito privado permanecen aún muchos aspectos poco claros que inciden en el bien común y en los derechos de las personas, no debiendo, por tanto, quedar amparados en el secreto de la información confidencial.

 
Indican que el reciente terremoto y maremoto que afectó a la zona centro sur del país ha mostrado algunas falencias en esta materia. En efecto, la opinión pública ha sido testigo de las consecuencias de dicha catástrofe en diversas construcciones, algunas de reciente data, muchas de  las cuales han quedado inutilizables.

 
 Añaden que lo anterior ha ocasionado el malestar de los propietarios, algunos de los cuales, por el tiempo transcurrido, carecen de mecanismos legales que permitan perseguir las responsabilidades.

 
 Advierten que en otros casos, referidos a construcciones más recientes, los propietarios han pretendido iniciar las gestiones y acciones pertinentes, pero se han encontrado con enormes dificultades para dar con el paradero de las inmobiliarias vendedoras o de las empresas constructoras, ya que  salvo en el caso de aquéllas de mayor tamaño y más consolidadas, las restantes cambian de domicilio y de propietarios, o bien, se constituyen para el sólo efecto de llevar adelante un proyecto.

 
Informan que dicha situación no logra ser superada por las disposiciones legales vigentes, en particular, por el artículo 18 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que obliga a incorporar en la escritura pública de compraventa la individualización de proyectistas y constructores, pues en casos graves, no se busca sólo la responsabilidad civil, sino, incluso, la de naturaleza penal de todos los involucrados en la obra, lo que puede exceder a tales profesionales y extenderse hacia los titulares de las inmobiliarias y constructoras.

 
Manifiestan que las inmobiliarias y constructoras constituidas como sociedades, importan una suerte de anonimato que entorpece la persecución de dichas responsabilidades, más aún, cuando
muchas de ellas cambian de domicilio o se constituyen para proyectos específicos.

 
Destacan la necesidad de incorporar en la Ley General de Urbanismo y Construcciones una nueva precisión que obligue a individualizar, en el caso de las inmobiliarias y constructoras que sean personas jurídicas, no sólo a sus representantes legales, sino a las personas naturales que posean, directa o indirectamente, al menos el 10% de su propiedad.

DISCUSIÓN EN GENERAL 





El Honorable Senador señor Sabag replicó las ideas que fundamentan su moción, destacando que la misma busca otorgar mayor transparencia e información para los adquirentes de viviendas.





Hizo presente que las inmobiliarias y constructoras tienen nombres de fantasía, por lo que es recomendable conocer quiénes son los que conforman estas sociedades.





La asesora legislativa del Ministerio de Vivienda y Urbanismo indicó que la individualización de las personas naturales que posean más del 10% de la propiedad de una sociedad inmobiliaria o de una constructora, en nada incide en cuanto a la responsabilidad por la calidad de la construcción, ya que el artículo 18 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, indica que la misma recae en el propietario primer vendedor,  o en el propietario del inmueble en caso de que la construcción no sea transferida.


Añade que el mismo precepto dispone la obligación de incluir en la escritura pública de compraventa del inmueble la individualización de los proyectistas y constructores a quienes les pudiera caber alguna responsabilidad.


Anunció que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo está trabajando en un anteproyecto de ley que viene a perfeccionar el artículo 18 ya citado, en cuanto a incorporar algunas identificaciones que faltan en la escritura de compraventa, como por ejemplo, los nombres de los directores de una sociedad anónima, o de los accionistas de una sociedad de responsabilidad limitada.


El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que tratándose de personas jurídicas, el referido  artículo 18, precisa que se debe identificar a su representante legal, por tanto, las personas naturales que forman parte de una inmobiliaria o constructora no tienen asignada ningún tipo de responsabilidad en este tipo de materias.


Planteó que ocurriría, conforme a la moción, con las modificaciones posteriores de una sociedad.


Opinó que lo central sería garantizar el conocimiento de los responsables de este tipo de situaciones y cualquier modificación de los mismos, sea notificada a los interesados.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que la moción persigue otorgar más información y transparencia a los compradores de viviendas, y en este sentido, la iniciativa es conveniente si se considera que la información que abunda no daña.


Puso como ejemplo, que las mismas personas, a veces, son parte de diversas sociedades inmobiliarias.


El Honorable Senador señor Pérez Varela puso de relieve que la moción incitaría, tal vez, a demandar a personas que no les cabe responsabilidad en cuanto a la calidad de las construcciones, como sería el caso de las personas naturales que conforman una sociedad inmobiliaria.


Manifestó sus dudas respecto a la validez de la iniciativa.
 

Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Letelier, Sabag y Tuma, y con la abstención del Honorable Senador señor Pérez Varela.

 - - - 

 
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

 



“Artículo Único.- Incorpórese en el inciso quinto del artículo 18 del D.F.L. 458 de 1975, que establece la Ley General de Urbanismo y Construcciones, a continuación del punto seguido que sucede a la palabra "legales", el párrafo siguiente: "Asimismo, respecto del propietario primer vendedor y de las personas jurídicas que tengan responsabilidad en la proyección y construcción de la obra deberán individualizarse las personas naturales que sean dueños de acciones o participaciones que representen el 10% o más del capital, sea directamente o en forma indirecta, a través de otras sociedades relacionadas.".
 



Acordado en sesión celebrada el día 8 de junio de  de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Víctor Pérez Varela, Hosaín Sabag Castillo y Eugenio Tuma Zedán.
(Fdo.): María Isabel Damilano Padilla, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO INTEGRANTE DEL CONSEJO DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA A LA SEÑORA MARÍA LORETO LIRA DOMÍNGUEZ, HASTA EL 19 DE JULIO DE 2013, EN REEMPLAZO DE DOÑA MARÍA LUISA BRAHM BARRIL

(S 1247-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros la solicitud de S. E. el Presidente de la República, contenida en el oficio Nº 644, de fecha 12 de mayo de 2010, mediante el cual requiere el acuerdo del Senado para designar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez, hasta el 19 de julio de 2013.


A la sesión en que la Comisión consideró este asunto asistió, especialmente invitada, la persona propuesta por el Primer Mandatario para integrar el Consejo. 


Cabe señalar que S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho de este asunto en los términos a que alude el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, esto es, si el Senado no se pronunciare dentro de los treinta días después de pedida la urgencia, se tendrá por otorgado su asentimiento.


Se deja constancia, asimismo, de que los consejeros deben ser ratificados por el Senado por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio, según lo dispuesto en el inciso segundo del ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO CUARTO de la ley Nº 19.882, cuerpo legal que creó el Consejo de Alta Dirección Pública.
- - - 


De acuerdo a lo dispuesto por el ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO TERCERO de la ley Nº 19.882, el Consejo de Alta Dirección Pública está integrado por el Director de la Dirección Nacional del Servicio Civil, que lo presidirá, y por cuatro consejeros, designados por el Presidente de la República y ratificados por el Senado. Duran seis años en sus cargos y se renuevan por pares alternadamente cada tres años.

En relación con lo precedentemente expuesto, se señala que por decreto N° 996, de 2007, del Ministerio de Hacienda, se nombró a la señora María Luisa Brahm Barril, como Consejera del Consejo de la Alta Dirección Pública, por el período de seis años, contados desde el 19 de julio de 2007, quien el pasado 23 de abril de 2010 presentó su renuncia al cargo, por lo que cesó en sus funciones como Consejera en dicha oportunidad.  


En mérito de lo anterior, Su Excelencia el Presidente de la República ha solicitado el acuerdo del Senado para designar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública, hasta el 19 de julio de 2013, a la siguiente persona:


María Loreto Lira Domínguez                      RUT   9.095.096-7


En conformidad a lo dispuesto en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política, el Senado cuenta con la atribución exclusiva de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.


Por su parte, el artículo 205 del Reglamento de la Corporación manda que los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.

- - - 


En cumplimiento del mandato que la Sala le confiriera en sesión de 12 de mayo del año en curso, la Comisión celebró con esta fecha una sesión en la cual fue posible intercambiar opiniones y planteamientos con la persona propuesta, acerca de las funciones y desafíos del Consejo y del Sistema de Alta Dirección Pública.


La señora Lira señaló que es un honor que Su Excelencia el Presidente de la República la haya propuesto para integrar el Consejo de Alta Dirección Pública, dado que se trata de un organismo de elevado prestigio que ha significado un aporte relevante en el proceso de modernización del Estado. Agregó que para ella representaría una gran oportunidad de contribuir y una enorme responsabilidad.

Refirió ser economista de la Pontificia Universidad Católica, licenciada en el año 1985, con una experiencia laboral previa en la consultora Aninat y Méndez, como investigadora de asuntos macroeconómicos y de políticas públicas. En el año 1987 comenzó un Master en Economía de la Universidad de Boston, del que se graduó en 1989. En el mismo lugar trabajó como ayudante de investigación del profesor Dany Rodrik en temas de procesos de apertura al comercio internacional en la Escuela de Gobierno de Harvard, y con el profesor Shane Hunt en la Escuela de Economía de la Universidad de Boston.
Asimismo, manifestó que de regreso en Chile trabajó en el grupo Banmédica, principalmente en la preparación de una Administradora de Fondos de Pensiones, y posteriormente en el área de estudios de la AFP Bansander respecto de la inversión de los fondos.

Agregó que en el año 1996 formó parte de una consultora sobre asuntos económicos y políticas públicas, y desde el año 2003 se desempeña en la Universidad de Los Andes como profesora investigadora en el área de microeconomía y organización industrial del sector comercio.
En cuanto al Sistema de Alta Dirección Pública, consideró que es una de las reformas más trascendentes en el proceso de modernización del Estado, en especial de la gestión pública, para buscar a las personas más competentes e idóneas para los cargos públicos mediante concursos que aseguren transparencia, autonomía e independencia. Agregó que el objetivo de lo anteriormente señalado es maximizar la entrega de bienes y servicios a la ciudadanía.

Destacó que el Consejo de la Alta Dirección Pública asesora en la toma decisiones al Presidente de la República, ministros de estado y jefes de servicio para la provisión de cargos de directivos públicos, cautelando la observancia de los principios de no discriminación, imparcialidad y transparencia de los procesos de selección, garantizando la confidencialidad de la información, lo que muestra la importancia del cargo para el que ha sido propuesta, por lo que reiteró que implica una gran responsabilidad.  
Finalmente, agradeció la recepción de la Comisión y comprometió todo su esfuerzo para velar por el respeto de los principios expuestos en la ley que rige el Sistema.
La Honorable Senadora señora Matthei planteó que todos comparten la idea de que se requiere una Administración Pública cada vez más eficiente, que se acerque a servicios civiles como, por ejemplo, el de Inglaterra, en el que existe un grupo de funcionarios estables que evalúa y ejecuta las políticas sobre la materia, teniendo claro que las jefaturas políticas cambian y tienen derecho a mandar y a disponer de acuerdo a sus convicciones y el mandato de la ciudadanía.

Expresó que espera que la propuesta del Ejecutivo sea ratificada y que el Consejo gane influencia hasta una segunda reforma, que lleve a las nuevas personas nombradas a que propongan metas que sirvan para evaluar su gestión.

El Honorable Senador señor García manifestó que se alegra de que personas con un currículo como el de la señora Lira estén disponibles para asumir cargos en la Administración del Estado y contribuir a su modernización teniendo como norte el bienestar de las personas.

El Honorable Senador señor Escalona valoró la disposición de la candidata para asumir una función relevante y delicada por tratarse de la designación de personas en un cargo determinado luego de un concurso público.

Indicó que la función para la que es propuesta requiere tener buen criterio para tomar las decisiones. Observó que se debe distinguir los cargos de exclusiva confianza del Presidente de la República de aquellos funcionarios que no lo son, y que deben ser respetados independientemente de las opciones políticas. Asimismo, sostuvo que se debe ser cuidadoso para distinguir los cargos en que predomina la orientación política de aquellos en que prevalece la parte técnica de la función pública, porque incluso puede cambiarse a un funcionario por otro de menor capacidad técnica y profesional sin que sea procedente. Por lo mismo, expuso que el cargo para el que ha sido propuesta la señora Lira es delicado, puesto que no existen recetas o fórmulas preestablecidas para la toma de decisiones.


Luego, la Comisión procedió a analizar los antecedentes formales relativos a este asunto, pudiendo constatar que el procedimiento seguido en este caso se ha ajustado a las prescripciones legales sobre designación de los miembros del Consejo de Alta Dirección Pública.


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Hacienda, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Lagos, tiene el honor de informaros que en la designación de integrante del Consejo de Alta Dirección Pública en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

---

Acordado en sesión de fecha 9 de junio de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señoras Evelyn Matthei Fornet y Ximena Rincón González, y señores José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.

Sala de la Comisión, a 9 de junio de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES COLOMA, CHADWICK Y LONGUEIRA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE INCLUYE A OPERACIONES DE PAZ EN EL ORDEN INTERNACIONAL ENTRE LAS FUNCIONES DE LAS FUERZAS ARMADAS 

(6984-02)

Honorable Senado:

El presente proyecto de reforma constitucional nace de la necesidad de reparar lo que puede constituir un vacío de nuestra Carta Fundamental respecto a la definición de los fines de nuestras Fuerzas Armadas. Lo anterior, porque en el texto constitucional se señala que estas instituciones existen para la defensa de la patria, siendo que hoy se dan otros escenarios de acción y participación. Esto adquiere especial relevancia, precisamente, al considerar ciertas misiones que prevé la ley y que han sido una realidad continua desde hace años.
Específicamente, las Fuerzas Armadas de nuestro país han desarrollado una función cada vez más relevante en las misiones de paz y de mantenimiento del orden que promueve la Organización de Naciones Unidas, lo que implica la salida de contingente a las zonas en conflicto y, por tanto, tareas que pueden entenderse más allá que el fin de la defensa de la patria. Así, por ejemplo, el Ejército fija en 1924 su primera participación en una misión de este tipo, cuando trabajó por el acuerdo entre Paraguay y Bolivia para superar el conflicto del Chaco.
A la fecha, nuestro país ha tenido participación en diversas operaciones para el mantenimiento de la paz, destacando en el caso de la Armada, su presencia en Haití (MINUSTAH), Chipre (UNFICYP) y El Líbano (UNTSO). En el caso de la Fuerza Aérea, esta rama también ha tenido participación en la misión en Haití, a la que su suma el trabajo hecho en las misiones para superar los conflictos entre los países Ecuador-Perú (MOMEP), Irak-Kuwait (UNIKOM) e India-Pakistán (UNMOGIP). El Ejército en tanto, a las misiones de Haití, Chipre, Irak-Kuwait e India-Pakistán, ha sumado su presencia en el Congo (ONUC), Afganistán (UNGOMAP), Timor Oriental (UNTAET) Kosovo (UNMIK) y Bosnia Herzegovina (UNMIBH).
A pesar de estas experiencias, la participación cada vez más amplia y prolongada de las fuerzas también incide en que el cuestionamiento a la constitucionalidad de estas acciones en virtud de la definición de fines que señala la Carta Magna haya tomado fuerza, especialmente, a partir del debate del caso de la participación en la MINUSTAH el año 2004. Si bien en mayo de ese año la comisión de Defensa Nacional del Senado se pronunció afirmativamente ante la solicitud del Presidente de la República para autorizar la salida de tropas nacionales al extranjero, con el propósito de integrarse a la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (Boletín N° S 733-05), no existía consenso respecto de si la Constitución permite que las Fuerzas Armadas participen en este tipo de ejercicios.
No cabe duda de que la ley hoy contempla la participación de tropas chilenas en Misiones de Paz; además, los principios que inspiran dichas acciones son concordantes con los de nuestra legislación. Sin embargo, la Constitución, y en particular su artículo 101, ha debido ser interpretada de modo amplio con el objeto de permitir este tipo de ejercicios.
Antecedentes
En mayo de 2004 el Presidente Ricardo Lagos solicitó el acuerdo del Senado para autorizar la salida de tropas nacionales al extranjero por un período de seis meses, con el propósito de integrarse a la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH).
El Presidente de la República hizo presente que el acuerdo requerido era para que Chile participara en dicha misión, aprobada por unanimidad de los Estados Parte mediante la Resolución 1542 del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), de 30 de abril de 2004.
Agregó que esta Misión sucedería a la Fuerza Multinacional Provisional que integraba Chile, creada por la Resolución 1529 del Consejo de Seguridad, de 29 de febrero de 2004. En esa oportunidad, dicho órgano de Naciones Unidas, a requerimiento de la Organización de Estados Americanos (OEA), actuó ante la inminencia de una tragedia humanitaria que amenazaba la paz y seguridad regionales, integrando Chile esa Fuerza desde el 3 de marzo de 2004, a solicitud de la ONU, por un período de 90 días prorrogables.
La MINUSTAH inició sus actividades el 1° de junio de 2004. Su mandato, conforme a los Capítulos VI y VII de la Carta de Naciones Unidas, es de carácter multidimensional, para lo cual la Resolución 1542 crea una operación más compleja. Además, pide al Secretario General de la ONU que nombre un Representante Permanente en Haití y dispone la creación de un componente civil y de uno militar. El objetivo es generar las condiciones de estabilidad y seguridad necesarias para iniciar el proceso político que permita el restablecimiento de las instituciones democráticas en ese país y la superación de la crítica situación de desarrollo que vive el pueblo haitiano.
El Primer Mandatario precisó que la aludida Misión actuaría en coordinación con la OEA, la Comunidad del Caribe (CARICOM), las instituciones financieras internacionales y organizaciones no gubernamentales interesadas en contribuir a la promoción del desarrollo social y económico de Haití, con una perspectiva de largo plazo, a fin de lograr y mantener la estabilidad y combatir la pobreza en ese país.
La solicitud destaca que Chile, al participar en esta nueva fase, reafirma su voluntad política de asumir las responsabilidades que exige un sistema multilateral operativo y eficiente que nuestro país promueve, y que, en su condición de Miembro No Permanente del Consejo de Seguridad de la ONU, este compromiso con la comunidad internacional tiene un significado particular.
Así, el Presidente de la República manifestó que integrar la Misión en Haití era también una oportunidad para reiterar la irrevocable vocación latinoamericana de Chile, uniéndose a países de nuestra región que han manifestado su intención de sumarse solidariamente a esta segunda fase de cooperación en el país de menor desarrollo de América.
La solicitud agregaba que, de conformidad a lo establecido en el Capítulo VII de la Carta de la ONU, el Gobierno de Chile consideraba conveniente participar con un contingente militar y policial, junto a otros países miembros de las Naciones Unidas. Los medios nacionales serían empleados, entre otras tareas, en transporte aéreo y terrestre, patrullares, comunicaciones, trabajos de ingenieros y de apoyo a las autoridades civiles y de policía de Haití.
Desde esa fecha, el Senado ha ido prorrogando la autorización para la permanencia de las tropas chilenas en Haití. En efecto, en mayo de 2009 la Presidenta de la República solicitó el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití.
Estas sucesivas prórrogas han generado un debate en el seno de las comisiones de Defensa y Relaciones Exteriores del Senado, en el sentido de determinar si la Constitución permite la participación de nuestras Fuerzas Armadas en este tipo de misiones. En efecto, la argumentación esgrimida por el Ejecutivo para solicitar el acuerdo del Senado ha sido el mismo desde 2004 hasta la fecha, y en ella no existen consideraciones de orden constitucional exceptuando lo preceptuado en el artículo 53 Nº 5 que dice relación más con la forma que con el fondo del asunto.
Estos argumentos han sido los siguientes:
1. Artículo 53 Nº 5 de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran. Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.
2. Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.
3. Ley Nº 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.
4. Resolución Nº 1.529 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de febrero de 2004, que crea la Fuerza Multinacional Provisional. Por oficio Nº 222, de fecha 1 de marzo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la autorización para salida de tropas, por un plazo de noventa días renovables. El Senado autorizó la salida de tropas en sesión de fecha 2 de marzo de 2004, lo que comunicó mediante el oficio Nº 23.422, de la misma fecha.
5. Resolución Nº 1.542 del Consejo de Seguridad, de 30 de abril de 2004 que crea la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, MINUSTAH, entidad que sucederá a la Fuerza Multinacional Provisional (FMP). Mediante el oficio Nº 542, de fecha 11 de mayo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la prórroga de la autorización. Al respecto, el Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables, lo que comunicó mediante oficio Nº 23.752, de 19 de mayo de 2004.
6. Oficio Nº 21.759 del señor Ministro de Relaciones Exteriores, en que comunicó que, con fecha 29 de noviembre de 2004, se dictó la Resolución Nº 1.576 del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH, hasta el 1 de junio de 2005 con la intención de renovarlo por nuevos plazos. El Senado autorizó dicha prórroga en sesión del día 30 de noviembre de 2004, lo que se comunicó por oficio Nº 24.398 de 1 de diciembre de 2004.
7. Oficio Nº 502, de fecha 9 de mayo de 2005, de S.E. el Presidente de la República en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables por un nuevo periodo de seis meses, lo que comunicó mediante oficio Nº 25.294, de 18 de mayo de 2005.
8. Resolución Nº 1.608 de 14 de febrero de 2006, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de agosto de 2006.
9. Oficio Nº 341, de 3 de mayo de 2006, de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual requiere el acuerdo del Honorable Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por un nuevo período de seis meses. El Senado accedió a dicha solicitud y lo comunicó mediante oficio Nº 26.980, de 17 de mayo de 2006.
10. Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas Nº 1.702, de 15 de agosto de 2006, en la que decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004) y 1.608 (2005), hasta el 15 de febrero de 2007, con la intención de renovarlo por períodos sucesivos.
11. Oficio Nº 1.499, de 21 de noviembre de 2006, de S.E. el señor Vicepresidente de la República en el que solicita la prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, concedida hasta el 1° de diciembre de 2006, por un nuevo plazo de seis meses, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Mediante oficio Nº 28.732, de 29 de noviembre de 2006, el Honorable Senado, da cuenta del acuerdo para autorizar la prórroga.
12. Resolución Nº 1.743, de 15 de febrero de 2007, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de octubre de 2007, con la intención de prorrogarlo por periodos sucesivos.
13. Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, Nº 463 de 11 de abril de 2007, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante Oficio Nº 422/SEC/07, de 16 de mayo de 2007.
14. Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1780, de 15 de octubre de 2007, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, "Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004), 1.608 (2005), 1.702 (2006), y 1.743 (2007), hasta el 15 de octubre de 2008, con la intención de renovarlo nuevamente".
15. Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, Nº 499 de 24 de abril de 2008, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante Oficio Nº 574/SEC/08, de 20 de mayo de 2008.
16. Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1.840, de 14 de octubre de 2008, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, "Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2007), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo nuevamente".
Como es posible observar, las disposiciones legales dicen relación con una norma constitucional que regula aquellos actos del Ejecutivo que requieren de la aprobación del Senado; con la Ley Nº 19.067 que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo y con la Ley Nº 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz. Además, cita diversas resoluciones de las Naciones Unidas y los precedentes de prórrogas anteriores acordadas por el Senado. Sin embargo, no ha sido posible formular una argumentación constitucional en circunstancias de que la Carta Fundamental dedica un capítulo a las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública.
En efecto, el inciso primero del artículo 101 de la Constitución Política de la República de Chile establece lo siguiente:
Artículo 101. Las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional.
Este artículo ha generado debate acerca de si en los conceptos "defensa de la patria" o "seguridad nacional" se encuentran incorporadas las salidas de tropas del territorio nacional con la finalidad de participar en celebración de efemérides, actividades educacionales o viajes de instrucción, actividades logísticas, actos de cortesía internacional, cumplimiento de acuerdos de cooperación en materia de defensa, o misiones de ayuda humanitaria no derivadas de conflictos de un conflicto armado.
Así, este debate se ha dado tanto a nivel de juristas como de parlamentarios. En efecto, en las comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional unidas, que conoció del oficio de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante la cual requería el acuerdo del Honorable Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por un nuevo período de seis meses, hubo un interesante intercambio de conceptos en torno a los alcances del citado artículo 101 de la Constitución Política de la República (Boletín Nº S 852-05).
En aquella oportunidad la ministra de Defensa, señora Vivianne Blanlot, recordó que el artículo 101 de la Constitución Política de la República señala que las Fuerzas Armadas existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional. Pero, decía la ministra, ¿cómo entender estos conceptos? ¿De manera limitada y, por lo tanto, como una condición determinada por capacidades propias y factores internos o, por el contrario, de manera amplia y, en consecuencia, determinada también por factores externos y relaciones con actores internacionales estatales, supraestatales o no estatales.
Añadió que pese a que durante la Guerra Fría se desarrollaron conceptos de seguridad nacional que la entendían de manera amplia, como los conceptos de "bloques" y "defensa colectiva" -cuyos antecedentes se remontan al balance de poder y al Concierto de Europa de principios del siglo XIX-, lo cierto es que muchos países siguieron entendiéndola de manera limitada. Esto ocurría en España, que hasta 1982 estuvo fuera de la OTAN, o en Suecia, que mantuvo una política de neutralidad por casi 200 años, y también en América Latina, pese a la suscripción por parte de los estados americanos -incluido Chile- del Tratado Interamericano de Ayuda Mutua (TIAR), firmado en 1947 y aún vigente.
Indicó que no es extraño, por lo tanto, que el artículo 101 de la Constitución, incorporado a nuestra tradición constitucional en 1980, se interpretara -o se interprete- de manera restrictiva. Sin embargo, y más allá de lo que debe ser la interpretación de las normas constitucionales no sólo individualmente sino en el conjunto normativo de la Constitución, el concepto de seguridad ha evolucionado enormemente desde el fin de la Guerra Fría y la inauguración de una nueva fase de globalización en el mundo.
Señaló que ya en el Libro de la Defensa de 1997 se señala que "en un sentido integral y moderno, la propia seguridad nacional depende de un conjunto diverso de factores, entre los cuales se cuenta la estabilidad y la seguridad internacionales". Entre las innovaciones incorporadas al documento que desarrollan esa idea están las siguientes:
En primer lugar, expresó que se abandona el concepto de seguridad acuñado en 1960 y que la concibe como las "acciones" emprendidas para asegurar el libre ejercicio de la soberanía de la nación, tanto en el interior corno en el exterior, y se adopta, en cambio, un concepto de seguridad entendida como "condición" que se alcanza, siempre de modo incompleto o imperfecto, por el trabajo que se hace tanto en la Defensa Nacional como en el Desarrollo Nacional. De esto se concluye, por ejemplo, que un país que ha superado la pobreza es más seguro, o que una sociedad que se ha dotado de una institucionalidad democrática sólida es también más segura.
Indicó que, en segundo término, se constata el surgimiento de la actual fase de globalización en el mundo y de los esfuerzos de integración regionales. Textualmente, el Libro de 1997 señala:
"Todo esto ha ido produciendo cambios graduales no sólo desde el punto de vista económico, sino también político y estratégico. De hecho, a partir de la primera reunión de Ministros del Interior del MERCOSUR, comenzaron a tratarse temas de seguridad interior, tales como narcotráfico, tránsito de personas y mercaderías, terrorismo, tráfico de armas y otros, los que, en último análisis, pueden impactar en su conjunto al sistema de seguridad, favoreciendo, por tanto, la seguridad nacional de cada país".
Seguidamente, y al margen del TIAR, integra la idea de promover la coordinación continental en materia de seguridad, no para diseñar nuevos esquemas de seguridad colectiva, sino para perfeccionar la cooperación y dar mayor credibilidad a la región en cualquier eventual negociación entre bloques. Sobre todo, hace hincapié en el reconocimiento de diferentes realidades  continentales,  relativas  a  seguridad,  según  áreas  geográficas específicas o subregiones.
Finalmente, indicó, el libro de 1997 incorpora la Política de Participación del Estado de Chile en Operaciones de Mantenimiento de la Paz, formulada en 1996. Esta política daba cuenta del cambio que había ido produciéndose en el compromiso de Chile con la comunidad internacional, pasando del envío de observadores al despliegue de tropas bajo el Capítulo VI de la carta de la ONU. La propia transformación de las misiones de paz de la ONU tuvo un rápido impacto en nuestra política al respecto, ya que el año 2000 se participó en la misión en Timor Oriental, la cual tuvo elementos claros de Capítulo VII, es decir, de imposición de la paz.
Con todo, consideramos que si bien podemos estar de acuerdo en el fondo de lo expuesto por la ministra, el texto de la Carta Fundamental no sostiene nada de ello. En efecto, el artículo 101 de la Constitución establece el rol de las Fuerza Armadas vinculado a un fin interior y no exterior. Además, la redacción del artículo 101 corresponde a la reforma constitucional realizada durante el gobierno del Presidente Lagos, donde se consideró la salida de tropas como algo excepcional.
Como resulta evidente, la redacción del artículo 101 de la Constitución Política de la República despierta dudas acerca del alcance de los conceptos defensa de la patria y seguridad nacional. Sin embargo, tanto la ley como las organizaciones internacionales a las que pertenece Chile, prevén funciones que van más allá de la defensa de la patria y la seguridad nacional en sentido estricto.
En efecto, la Ley Nº 19.067 establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo. Por su parte, la Ley Nº 20.297 establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.
Por su parte, la Carta de la Organizaciones de Naciones Unidas, que Chile suscribe, establece en su capítulo sexto el "arreglo pacífico de controversias" y, en el séptimo, la "acción en caso de amenazas a la paz, quebrantamientos de la paz o actos de agresión".
La expresión "mantenimiento de la paz" no figura en la Carta de las Naciones Unidas y no es fácil de definir, pero el sentido común permite entender que éstas son propias de operaciones que precisamente buscan este objetivo de pacificación.
Así por ejemplo, el artículo 43 de la Carta de las Naciones Unidas establece en su primer numeral que "Todos los Miembros de las Naciones Unidas, con el fin de contribuir al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, se comprometen a poner a disposición del Consejo de Seguridad, cuando éste lo solicite, y de conformidad con un convenio especial o con convenios especiales, las fuerzas armadas, la ayuda y las facilidades, incluso el derecho de paso, que sean necesarias para el propósito de mantener la paz y la seguridad internacionales".
Por su parte, la carta de la Organización de Estados Americanos (OEA) establece en su artículo 131 que "ninguna de las estipulaciones de esta Carta se interpretará en el sentido de menoscabar los derechos y obligaciones de los Estados miembros de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas".
De este modo, creemos necesario, para tener mayor claridad respecto de las funciones de las Fuerzas Armadas, establecer taxativamente que éstas existen tanto para la defensa de la patria como para el cumplimiento de las operaciones de paz internacional.
Por todo lo anterior es que venimos en presentar el siguiente:
Proyecto de Reforma Constitucional
Artículo Único.- Para reemplazar la frase final del inciso primero del artículo 101, por la siguiente:
"Existen para la defensa de la patria, el cumplimiento de las tareas que las operaciones de paz internacional demanden y son esenciales para la seguridad nacional."
(Fdo.): Juan Antonio, Coloma Correa, Senador.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES RINCÓN (DOÑA XIMENA), LARRAÍN, ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), COLOMA Y RUIZ-ESQUIDE, CON EL QUE SOLICITAN CREAR EL SERVICIO DE SALUD DEL MAULE SUR Y EFECTUAR INVERSIONES PARA TRANSFORMACIÓN DE HOSPITALES DE LINARES Y SAN JAVIER

(S 1253-12)

Honorable Senado:

Que la Región del Maule actualmente cuenta con 13 hospitales de diversos tipos según su grado complejidad, divididos en 5 hospitales en la provincia de Curicó, 3 hospitales en la Provincia de Talca, 3 hospitales en la Provincia de Linares y 2 hospitales en la Provincia de Cauquenes. Del total de hospitales de la región, las Provincias de Talca y Curicó son las únicas que cuentan con hospitales tipo 1 lo que implica que son hospitales que cuentan con las 4 especialidades básicas que son: Medicina, Cirugía, Ginecobstetricia y Pediatría contando además con todas las subespecialidades.
Que en las Provincias que componen el denominado Maule Sur el hospital base es el Hospital de Linares, el cual es un hospital tipo 2 que atiende a las comunas de Linares, Yerbas Buena, Colbún y Longaví, con una población usuaria de 153.666 personas, contando con un total de 338 camas para los servicios de medicina, pediatría, cirugía adulto, obstetricia y ginecología, intermedio niños, traumatología y pensionado. A los hospitales anteriores, se deben sumar los hospitales tipo 3 de Cauquenes y Parral y los hospitales tipo 4 de San Javier y Chanco, los cuales completan la red de 5 hospitales que poseen las Provincias de Linares y Cauquenes.
Que según el último Censo oficial del año 2002 la Región del Maule cuenta con un total de 908.097 habitantes divididos en 4 Provincias, contando actualmente con un solo Servicio de Salud para toda la Región del Maule. Que sólo a modo de ejemplo, podemos señalar que según datos del mismo Censo del año 2002 la Región de la Araucanía tiene un total de 869.535 habitantes, contando con dos Servicios de Salud, el de la Araucanía Norte y el de la Araucanía Sur. Misma situación sucede en la Región de los Lagos que con una población de 794.529 habitantes cuenta con tres Servicios de Salud, el de Osorno, el de Reloncaví y el de Chiloé.
Que desde hace mucho tiempo las autoridades, parlamentarios y habitantes de las Provincias que componen el Maule Sur han solicitado la creación de un nuevo Servicio de Salud para la zona del Maule Sur, que mejore la atención de los pacientes de las Provincias del Linares y Cauquenes, y ayude a descongestionar el Hospital de Talca que es el hospital Regional tipo 1 más importante de la Región y al cual llegan los pacientes con las patologías más graves, derivados de los hospitales de las Provincias de Linares y Cauquenes.
Que producto del terremoto del 27 de Febrero los daños en la infraestructura hospitalaria de la Región del Maule han sido cuantiosos. Los hospitales de Linares y Cauquenes están con daños de consideración en su estructura, no pudiendo hasta el día de hoy retomar de manera normal sus actividades de atención a sus pacientes. Mención aparte requiere el Hospital de Parral el cual debido a los serios daños en su infraestructura debió ser desalojado, lo que ha producido un colapso en la atención de pacientes en el Hospital de Linares, el cual ha debido absorber gran parte de la atención de salud de los habitantes de las Provincias de Linares y Cauquenes.
Que nuestra responsabilidad como órgano del Estado va más allá de lamentar los terribles sucesos, proponiendo soluciones que favorezcan a quienes se han visto más afectados. Es por ello que atendiendo a la situación que afecta actualmente a la Región del Maule, respecto a la necesidad de la creación de un nuevo Servicio de Salud para los habitantes de las Provincias que componen el Maule Sur, aspiración histórica de las autoridades, parlamentarios y habitantes de las Provincias de Linares y Cauquenes, y la excepcionalísima situación que viven las personas que se han visto más afectadas por la catástrofe por todos conocidas, es que solicitamos al Presidente de la República que adopte las decisiones correspondientes para crear, a la brevedad posible, el Servicio de Salud del Maule Sur.
Por tanto, los Senadores que suscriben, vienen en presentar el siguiente:
Proyecto de Acuerdo
El Senado de la República acuerda lo siguiente:

Solicitar al Presidente de la República:
Que en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, y teniendo en consideración la situación que se está viviendo actualmente en las Provincias de Linares y Cauquenes, adopte las decisiones correspondientes para crear a la brevedad posible el Servicio de Salud del Maule Sur.
Que se incluya dentro de la cartera de inversiones del gobierno en materia de salud, que ha debido ser modificada debido a este terremoto, las transformaciones del Hospital de Linares en un hospital tipo 1, y del Hospital de San Javier a hospital tipo 3 contando con las especialidades y servicios correspondientes a un hospital de tales características.
(Fdo.): Ximena Rincón González, Senadora.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.- Juan Antonio, Coloma Correa, Senador.- Mariano, Ruiz-Esquide Jara, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES GIRARDI, KUSCHEL, LARRAÍN, LETELIER, TUMA Y WALKER (DON IGNACIO), RELATIVO A APOYO DEL SENADO A INICIATIVAS SOBRE CONSERVACIÓN DE LAS BALLENAS Y A PROPUESTAS ACORDADAS CON GRUPO DE BUENOS AIRES

(S 1254-12)

Honorable Senado:

Considerando:
La alarma que se generó por ciertas informaciones de prensa que hacían referencia a un cambio en la posición chilena respecto de la caza de ballenas, lo que motivó declaraciones de diversas organizaciones ecologistas.
La carta del Subsecretario de Relaciones Exteriores, don Fernando Schmidt Ariztía; de 30 de abril del presente año en que fija la posición oficial del Gobierno de Chile en esa materia.
Recuerda que como política de Estado, Chile se opone a la cacería comercial de ballenas y que, igualmente, busca una pronta terminación de la cacería científica y la caza bajo reserva.
Aclarado que el mal entendido que se produjo con motivo de las negociaciones realizadas en el seno de la Comisión Ballenera Internacional, realizadas con el objetivo de avanzar en la superación de las diferencias entre los países balleneros y aquellos que desean que las ballenas sean sólo utilizadas con fines no consuntivos, con miras a la reunión a efectuarse en Marruecos en el próximo mes de junio.
La propuesta que dio origen a la confusión fue hecha a título personal, obedeciendo el mandato del Grupo de Trabajo creado al efecto y sus términos no afectan la posición de ninguno de los países participantes, menos aún la de Chile, y solamente es considerada como base de negociación.
Finalmente señala que Chile no ha variado su política tendiente a promover en los foros internacionales la conservación de las ballenas y su uso no letal, la permanencia de la moratoria para su caza comercial, el término de la cacería científica y el pleno respeto a los santuarios de ballenas ya establecidos. Las entidades de la sociedad civil que se preocupan de tales temas pueden estar seguras de que nuestro país no se apartará de esta senda".
Que adicionalmente Chile, en la Vil reunión del Grupo Buenos Aires realizada en Santo Domingo de Heredia, Costa Rica, entre el 18 y 20 de Mayo, expresó junto a los demás representantes de América Latina que "la propuesta está muy por debajo de las expectativas del Grupo Buenos Aires (...), propone concesiones inmediatas por parte de los países que defienden una agenda conservacionista y pospone la discusión de elementos considerados fundamentales, como la reforma del artículo V (reservas y objeciones), del artículo VIII (caza científica)".
Que la Propuesta Australiana plantea la reforma del artículo V y VIII, el respeto a los santuarios, el término de la cacería y la inclusión de las nuevas amenazas de los cetáceos, en concordancia con la política de Chile y lo expresado por el Grupo de Buenos Aires en Costa Rica.
Por lo anterior, es que los integrantes de vuestra Comisión de Relaciones Exteriores venimos en proponer el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO
Hacer presente a Su Excelencia, el Presidente de la República, el irrestricto apoyo de esta Corporación a la reiteración de la invariable posición de Chile en la Comisión Ballenera Internacional, tendiente a promover en los foros internacionales la conservación de las ballenas y su uso no letal, la permanencia de la moratoria para su caza comercial, el término de la cacería científica y el pleno respeto a los santuarios de ballenas ya establecidos.
Reafirmar los acordado por el Grupo Buenos Aires en Costa Rica, respaldando e impulsando la iniciativa australiana como base de negociación incluyendo los elementos mínimos para asegurar los intereses del país como son la modificación al artículo V y VIII de la Convención, la eliminación de la caza científica de ballenas, el respeto a los santuario y la mantención de la moratoria.
(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- 
pog/megs


S. 34ª








_924333119

